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Resumen 
 
El Tribunal Constitucional peruano determinó que el interés general es la finalidad del 
principio constitucional implícito de buena administración, equiparándolo con el interés 
público, el orden público y el bien común; sin embargo, este último es distinto por su carácter 
religioso, metafísico, moral, jurídico y político. Así, nuestra tesis pretende restaurar la noción 
tradicional del bien común para legitimar el interés general en defensa del bien propio y del 
derecho natural. Al iniciar, realizamos un análisis crítico de las sentencias constitucionales, 
identificando los fundamentos y las características de esas nociones. Por último, proponemos 
que la restauración del bien común como fin de aquel principio, tutela el deber y el derecho 
fundamental de los padres a determinar la educación moral y religiosa de sus hijos como 
exigencia de la dignidad de la naturaleza humana. 
 
  
 
Introducción 
 
La restauración del bien común tradicional como finalidad del principio constitucional 
implícito de buena administración es imprescindible para la tutela y defensa de los bienes y 
derechos fundamentales de la dignidad humana.  
De un tiempo a esta parte, el Tribunal Constitucional peruano (TC) determinó que el interés 
general es sinónimo o equivalencia del interés público, del orden público y del bien común. 
El supremo intérprete caracteriza a esas nociones como valores, cosas económicas o 
actividades sustentadas en el interés individual o en el interés compartido y consensuado por 
lo que es común o general. El TC acentúa las pretensiones de carácter individual, social y 
económico de las personas y su libertad, así como sus comportamientos, valores y culturas 
en la convivencia social. Términos que ayudan a entender las relaciones morales, jurídicas 
y sociales de los hombres, las familias, las asociaciones, los municipios, las ciudades, la 
nación, etc. en el Estado y a concretar los derechos y obligaciones de cada quien frente a 
otros en justicia. Además, apreciamos que esas relaciones tienen una finalidad que 
condiciona la vida, la libertad y la propiedad propia o común de los hombres.  
Si bien los términos desarrollados por el TC caracterizan la sociabilidad humana, creemos 
que su hermenéutica se ciñe particularmente a los intereses compartidos, enfatizando la 
individualidad, el consenso y la economía del interés general y, por tanto, la problemática 
de considerar a los bienes humanos y los derechos fundamentales en el bien común, en el 
interés público y en el orden público como resultado de las valoraciones subjetivas, 
materiales y convenidas de las personas. 
De acuerdo a lo escrito, no estudiaremos las nociones o definiciones jurídicas de la 
administración pública, de los funcionarios, servidores o empleados públicos o de las 
instituciones o normas jurídicas administrativas y constitucionales. Tampoco abordaremos 
la teoría constitucionalista sobre los principios y las normas. Nos avocaremos a mostrar que 
la restauración del bien común por su carácter metafísico, moral, religioso, jurídico y 
político, garantiza la tutela y el ejercicio del bien propio y del derecho fundamental que el 
Estado y la administración pública deben proteger para la convivencia pacífica en un orden 
justo. 
Bajo esta consideración, el objetivo de nuestra investigación es evidenciar que la noción de 
interés general del TC es teórica y prácticamente insuficiente para la protección del bien 
  
 
propio y del derecho fundamental, de principio metafísico y moral, siendo necesario 
proponer una noción legítima de interés general en el horizonte del bien común tradicional. 
Además, creemos que la insuficiencia reside en el subjetivismo y en el racionalismo 
voluntarista lejanas a la naturaleza humana y el Sumo Bien, 
Para el desarrollo de la tesis, utilizamos la metodología descriptica, crítica y analítica de 
naturaleza filosófica, jurídica y política, y de alcance histórico a fin de establecer los 
fundamentos y características del interés general y del bien común. 
Según la estructura de nuestro trabajo, en el capítulo I describimos el contenido del principio 
constitucional implícito de buena administración, su finalidad y las acepciones del interés 
general en las sentencias del TC. En el capítulo II estudiaremos el fundamento filosófico, 
moral, religioso, jurídico y político del bien común y del interés general. Luego, en el 
capítulo III discutiremos sobre los problemas en la interpretación del interés general y 
buscaremos restaurar el bien común tradicional como legitimidad de las leyes del Estado y 
la administración pública, y como interpretación jurídica para el interés general. Finalmente, 
en el capítulo IV demostramos que la restauración del bien común es jurídicamente relevante 
en la defensa del deber y del derecho fundamental de los padres a determinar la educación 
moral y religiosa de sus hijos porque corresponde a la dimensión inmanente y trascendente 
del bien común y como exigencia de la dignidad de la naturaleza humana, que el Estado debe 
proteger. En este capítulo también analizaremos la «igualdad de género» en el Currículo 
Nacional de la Educación Básica del Ministerio de Educación y la colaboración subsidiaria 
del Estado en la educación. 
En el desarrollo argumentativo, estudiamos las sentencias del TC sobre el interés general, la 
dignidad humana y los derechos fundamentales. Además, consultamos textos sobre el 
iusnaturalismo clásico, la filosofía del derecho y la filosofía política. Entre ellos destacamos 
la Suma Teológica, la Suma Contra Gentiles y Del gobierno de los príncipes de Santo Tomás 
de Aquino, especialmente las traducciones y lecturas de estas y otras obras del Doctor 
Angélico en La metafísica del bien común de Carlos Cardona, y El bien común de José 
Todoli, que nos ofrecieron una mirada holística sobre el bien común, sus fundamentos, 
características y dimensiones, así como su relación con el Derecho. 
Finalmente, las razones que motivaron esta investigación pueden resumirse en tres. Primera, 
la ausencia de literatura que analice las nociones estudiadas en las sentencias del TC. Los 
textos encontrados se reducen a citar las sentencias sin crítica sobre su aplicación y 
  
 
legitimidad para la defensa de la dignidad humana y de la sociedad. Segunda, nuestra 
inquietud por profundizar temas inéditos o poco estudiados y su relevancia teórico-práctica 
para el Derecho. Tercero, nuestro deber personal en una común identificación, pertenencia 
y responsabilidad con el pensamiento tradicional católico, que reconoce y defiende los 
principios y fines inmutables y trascendentes de la persona humana y de la comunidad 
política, especialmente en una sociedad sujeta al proceso de secularización, que se resiste el 
abandono de sus fundamentos naturales y divinos, ordenadores de la moralidad, la 
juridicidad y la politicidad, reaccionando contra la anomia. En esto consiste la restauración 
del bien común. 
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CAPÍTULO I 
EL INTERÉS GENERAL COMO FINALIDAD DEL PRINCIPIO 
CONSTITUCIONAL IMPLÍCITO DE BUENA ADMINISTRACIÓN EN LAS 
SENTENCIAS DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL PERUANO 
 
1. La Constitución peruana 
El TC peruano enfatiza que la Constitución «en efecto, no es solo “una” norma, sino, en 
realidad, un “ordenamiento”, que está integrado por el Preámbulo, sus disposiciones con 
numeración romana y arábica, así como por la Declaración sobre la Antártida que ella 
contiene. Toda ella comprende e integra el documento escrito denominado “Constitución 
Política de la República del Perú” y, desde luego, toda ella posee fuerza normativa, aunque 
el grado de aplicabilidad de cada uno de sus dispositivos difiera según el modo cómo estén 
estructurados»1.  
La Constitución peruana sigue la tradición liberal de Occidente, cuyas constituciones, desde 
el siglo XVIII, limitan y organizan el poder político, en su control y división, y en la defensa 
de los derechos del hombre y del ciudadano. En este acervo ideológico, el TC estableció los 
principios generales que organizan y estructuran el Estado como las normas constitucionales 
regla y las normas constitucionales principio. Asimismo, «conviene precisar que si bien es 
posible aplicar a la Norma Fundamental los criterios interpretativos propiamente aplicables 
a las normas de rango legal (a saber, los métodos literal, sistemático, histórico y sociológico), 
no es menos cierto que la Constitución posee también un importante contenido político, dado 
que incorpora no sólo reglas imperativas de exigencia o eficacia inmediata o autoaplicativa, 
sino también un cúmulo de disposiciones que propugnan el “programa social” del Estado, 
en una de cuyas vertientes principales se sitúa el régimen económico constitucional»2. 
Esbozamos que las normas constitucionales regla establecen mandatos concretos 
directamente aplicados a sus supuestos normativos. Por ejemplo, el artículo 158 de la 
                                                         
1 STC Exp. N° 0005-2003-AI, del 03 de octubre de 2003, F.J. 21. Es así que, la «Constitución puede ser definida 
como aquella norma legal que declara los derechos más importantes de las personas y que organiza el poder 
del Estado señalando quienes lo ejercen y con cuales atribuciones. Por ello es la norma legal suprema del 
Estado, lo que quiere decir que ninguna otra norma se le puede oponer porque automáticamente deja de ser 
aplicable, es decir, de tener fuerza jurídica». Vid. M. RUBIO, Para conocer la Constitución de 1993, Fondo 
Editorial Pontificia Universidad Católica del Perú, Lima, 1999, p. 13. 
2 STC Exp. Nº 0008-2003-AI/TC, del 11 de noviembre de 2003, F.J. 4. 
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Constitución regula el cargo del Fiscal de la Nación por tres años, prorrogable por sólo dos 
años más. Por otro lado, las normas constitucionales principios otorgan características 
generales a todo el orden constitucional al estructurar y jerarquizar el Estado y la sociedad 
con distintas nociones jurídicas o políticas generales como, por ejemplo, el artículo 43 de la 
Constitución que prescribe que la República peruana es democrática, social, independiente 
y soberana3. 
2. El principio constitucional implícito de buena administración  
2.1. El principio constitucional implícito 
Recordemos que los principios constitucionales «aluden a la pluralidad de postulados o 
proposiciones con sentido y proyección normativa o deontológica […]. Insertados de manera 
expresa o tácita en todo el sistema constitucional»4. Por ello, ni la Constitución, ni el TC 
establecen una gama estática de principios constitucionales positivos porque la fuente de 
estos es el «espíritu» de la Carta Magna. La elaboración (numerus apertus) y su aplicación 
requiere del caso concreto que demande una solución justa que haga vigente el proyecto 
político democrático en la tutela de las libertades del hombre, de la sociedad y del Estado. 
2.2. La buena administración como principio constitucional implícito 
El principio constitucional implícito de buena administración es desarrollado por el TC en 
la sentencia del Exp. N° 2235-2004-AA/TC, estableciendo que «dicho principio quiere 
poner en evidencia no sólo que los órganos, funcionarios y trabajadores públicos sirven y 
protegen al interés general, pues “están al servicio de la Nación” (artículo 39° de la 
Constitución), sino, además, que dicho servicio a la Nación ha de realizarse de modo 
transparente. Transparencia que exige que el Estado prevea todos los medios 
organizacionales, procedimentales y legales destinados a evitar que determinados 
funcionarios y trabajadores públicos, con poder de decisión o influencia en la toma de 
decisiones trascendentales para la buena marcha de la administración, puedan encontrarse 
restringidos en mayor medida que otros servidores públicos en el ejercicio de determinados 
derechos fundamentales. Es el caso, por ejemplo, de quienes ejercen el cargo de 
Congresistas, para quienes, de acuerdo con el tercer párrafo del artículo 92° de la 
Constitución, su cargo es incompatible con la condición de gerente, apoderado, 
                                                         
3 M. RUBIO, El Estado peruano según la Jurisprudencia del Tribunal Constitucional, Fondo Editorial Pontificia 
Universidad Católica del Perú, Lima, 2006, p. 16 
4 V. GARCÍA, Teoría del Estado y Derecho Constitucional, Palestra, Lima, 2005, p. 477. 
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representante, mandatario, abogado, accionista mayoritario o miembro del Directorio de 
empresas que tienen con el Estado contratos de obras, de suministro o de aprovisionamiento 
o que administran rentas públicas o prestan servicios públicos. Pero también es el de los 
Jueces, quienes tampoco pueden actuar como abogados, salvo casos muy excepcionales 
contemplados en la Ley Orgánica del Poder Judicial»5. 
Es menester destacar la tutela teleológica del principio: el interés general y la transparencia, 
porque solo abordaremos el primero para el desarrollo y la discusión en nuestro trabajo. 
3. Elementos del principio constitucional implícito de buena administración 
3.1. Elemento objetivo. Caracterizado por las organizaciones, medios procedimentales y 
legales que regulan la estructura y el funcionamiento del Estado y sus instituciones. 
3.2. Elemento subjetivo. Comprende a los funcionarios y trabajadores públicos (servidores 
públicos) con el poder de decisión o influencia en las decisiones para el justo ejercicio de la 
administración pública. 
3.3. Elemento teleológico. Ordenado al interés general y a la transparencia. 
a) Transparencia. Es un principio constitucional implícito que se deriva del Estado 
democrático y social de derecho y de la forma republicana de gobierno (artículos 3, 43 y 45 
de la Constitución), fundadas en la soberanía popular6. 
b) Interés general. El TC ofrece una noción de interés general vinculada o intercambiada a 
otra noción por su carácter común o general7. «El interés público tiene que ver con aquello 
que beneficia a todos; por ende, es sinónimo y equivalente al interés general de la 
comunidad. Su satisfacción constituye uno de los fines del Estado y justifica la existencia de 
la organización administrativa […]. 
 
                                                         
5 STC Exp. Nº 2235-2004-AA/TC, del 18 de febrero de 2005, F.J. 10. Este principio informa también a los 
artículos 40, 41 y 42 de la Constitución sobre los derechos y obligaciones de los funcionarios y servidores 
públicos en los organismos e instituciones del Estado bajo el principio de legalidad (Capítulo IV del Título II). 
6 «Ahí donde el poder emana del pueblo, como señala la Constitución en su artículo 45º, éste debe ejercerse no 
solo en nombre del pueblo, sino para él. La puesta en práctica del principio de transparencia coadyuva a 
combatir los índices de corrupción en el Estado y, al mismo tiempo, constituye una herramienta efectiva contra 
la impunidad del poder permitiendo que el pueblo tenga acceso a la forma como se ejerce la delegación del 
poder». Vid. STC Exp. N° 00565-2010-PHD/TC, del 05 de setiembre de 2010, F.J. 5. 
7 El interés general ha sido destacado en el ordenamiento jurídico nacional a través de la Ley del Procedimiento 
Administrativo General, Ley N° 27444, que en su Artículo III del Título Preliminar dispone: “La presente Ley 
tiene por finalidad establecer el régimen jurídico aplicable para que la actuación de la Administración Pública 
sirva a la protección del interés general, garantizando los derechos e intereses de los administrados y con 
sujeción al ordenamiento constitucional y jurídico en general”. (El subrayado es nuestro) 
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El interés se expresa confluyentemente como el valor que una cosa posee en sí misma y 
como la consecuencia de la inclinación colectiva hacia algo que resulta atractivo, apreciable 
y útil [...]. 
Empero, el carácter público del interés no implica oposición ni desvinculación con el interés 
privado. No existe una naturaleza “impersonal” que lo haga distinto del que anima 
“particularmente” a los ciudadanos. Por el contrario, se sustenta en la suma de los 
intereses compartidos por cada uno de ellos. Por ende, no se opone, ni se superpone, sino 
que, axiológicamente, asume el interés privado. Es por eso que su preeminencia no surge de 
la valoración de lo distinto, sino de lo general y común»8. (El subrayado es nuestro) 
A partir de esta cita, nos interrogamos sobre lo común del interés general y su 
fundamentación en la dignidad humana como base de los derechos naturales jurídicamente 
constitucionalizados. Asimismo, nos preguntarnos si el interés particular posee una tutela 
jurídica en sí mismo o si se relaciona con un bien o derecho propio y concreto, o son términos 
excluyentes en la medida que se reconozca o no la naturaleza humana. 
c) Acepciones 
c.1) Bien común 
El TC desarrolla la noción de bien común vinculado al derecho fundamental de la propiedad 
privada (artículo 70 de la Constitución)9, afirmando su carácter económico. «La exégesis del 
                                                         
8 STC Exp. N° 0090-2004-AA/TC, del 05 de julio de 2004, F.J. 11. Por otra parte, el TC sustenta que: «En 
efecto, es en el seno de la actuación de la Administración donde el principio de proporcionalidad cobra especial 
relevancia, debido a los márgenes de discreción con que inevitablemente actúa la Administración para atender 
las demandas de una sociedad en constante cambio, pero también, debido a la presencia de cláusulas generales 
e indeterminadas como el interés general o el bien común, que deben ser compatibilizados con otras cláusulas 
o principios igualmente abiertos a la interpretación, como son los derechos fundamentales o la propia dignidad 
de las personas». Vid. STC Exp. N° 2192-2004-AA/TC, del 11 de octubre de 2004, F.J. 17. «En ese sentido, el 
principio de legalidad en el Estado constitucional no significa simple y llanamente la ejecución y el 
cumplimiento de lo que establece una ley, sino también, y principalmente, su compatibilidad con el orden 
objetivo de principios y valores constitucionales; examen que la administración pública debe realizar 
aplicando criterios de razonabilidad, racionalidad y proporcionalidad. Esta forma de concebir el principio de 
legalidad se concretiza, por ejemplo, en el artículo III del Título Preliminar de la Ley del Procedimiento 
Administrativo General, cuando señala que la actuación de la administración pública tiene como finalidad la 
protección del interés general, […] “(...) garantizando los derechos e intereses de los administrados y con 
sujeción al ordenamiento constitucional y jurídico en general” (énfasis agregado)». Vid. STC Exp. N° 3741-
2004-AA/TC, del 14 de noviembre de 2005, F.J. 15. (El subrayado es nuestro)  
9 «Artículo 70: El derecho de propiedad es inviolable. El Estado lo garantiza. Se ejerce en armonía con el bien 
común y dentro de los límites de ley. A nadie puede privarse de su propiedad sino, exclusivamente, por causa 
de seguridad nacional o necesidad pública, declarada por ley, y previo pago en efectivo de indemnización 
justipreciada que incluya compensación por el eventual perjuicio. Hay acción ante el Poder Judicial para 
contestar el valor de la propiedad que el Estado haya señalado en el procedimiento expropiatorio». (El 
subrayado es nuestro). Cabe precisar que la Constitución se refiere única y expresamente al bien común en este 
artículo, relacionándolo con la seguridad nacional o la necesidad pública.  
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régimen económico constitucional a la luz del principio del Estado social y democrático de 
derecho (artículo 43° de la Constitución), que encuentra en el bien común (que es idéntico 
al interés de la sociedad) su ratio fundamental, bien puede ser traducida en la expresión 
contenida en la Encíclica Mater et magistra, según la cual: “En materia económica es 
indispensable que toda actividad sea regida por la justicia y la caridad como leyes supremas 
del orden social […]. (Es necesario establecer) un orden jurídico, tanto nacional como 
internacional, que, bajo el influjo rector de la justicia social y por medio de un cuadro de 
instituciones públicas o privadas, permita a los hombres dedicados a las tareas económicas 
armonizar adecuadamente su propio interés particular con el bien común»10. (El subrayado 
es nuestro) 
Una noción que rescata sólo el carácter individual y material de la sociedad. Si el término 
común es general a todo individuo humano, como veremos más adelante, no se trataría de 
bienes materiales divisibles, sino de bienes inmateriales indivisibles compartidos por todos 
los hombres. De otra manera, no puede ser bien común. 
c.2) Interés público 
El TC manifiesta que se denomina «como interés público al conjunto de actividades o bienes 
que, por criterio de coincidencia, la mayoría de los ciudadanos estima, meritúa o tasa como 
“algo” necesario, valioso e importante para la coexistencia social. 
En otras palabras, todo aquello que, por consenso, se comparte y considera como útil, valioso 
y hasta vital para la sociedad, al extremo de obligar al Estado a titularizarlo como uno de los 
fines que debe perseguir en beneficio de sus miembros. Por tal imperativo, el cuerpo político 
jamás podrá tener como objetivo la consagración de intereses particulares»11. (El subrayado 
es nuestro) 
No asumimos que sea excluyente de la noción anterior, pues en el mejor de los casos, es 
complementaria. Por eso, discutiremos sobre los problemas de fundamentar el bien común 
en los intereses privados y en el mero consenso social. 
c.3) Orden público 
Finalmente, el TC define el orden público como «el conjunto de valores, principios y pautas 
de comportamiento político, económico y cultural en sentido lato, cuyo propósito es la 
conservación y adecuado desenvolvimiento de la vida coexistencial. En tal sentido, 
                                                         
10 STC Exp. N° 0008-2003-AI/TC, cit., F.J. 12.  
11 STC Exp. N° 3283-2003-AA/TC, del 15 de junio de 2004, F.J. 33. 
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consolida la pluralidad de creencias, intereses y prácticas comunitarias orientadas hacia un 
mismo fin: la realización social de los miembros de un Estado. El orden público alude a lo 
básico y fundamental para la vida en comunidad, razón por la cual se constituye en el 
basamento para la organización y estructuración de la sociedad»12. (El subrayado es nuestro) 
Si bien la noción rescata la sociabilidad humana, es amplia en su contenido. Precisemos que 
la realización humana alude a los bienes propiamente humanos como la vida, el matrimonio 
y la familia, el trabajo, el culto religioso, entre otros, que concretan los anhelos morales y 
espirituales en la connaturalidad social y sobrenatural13.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                         
12 STC Exp. N° 3283-2003-AA/TC, cit., F.J. 28. 
13 Carlos Sacheri establece tres órdenes de derechos esenciales de la persona humana, originados en las 
tendencias de ley natural. «Al primero corresponden el derecho a la vida, a la integridad corporal, al cuidado 
de la salud, a la disposición de los bienes materiales, a la propiedad privada, etc. En igual sentido, a este primer 
orden se vincula la condenación del homicidio, de la tortura, del aborto, del suicidio, del robo, etc. 
Al segundo orden, relativo al bien de la especie humana, corresponden el derecho al matrimonio, a la 
procreación, a la educación de los hijos. En este orden se fundamenta el repudio de las relaciones 
prematrimoniales, del adulterio, de la homosexualidad, de los métodos anticonceptivos, del divorcio, etc. 
Al tercer orden, referente a lo propiamente humano, corresponden el derecho a la verdad, al obrar libre y 
responsablemente, al obrar virtuoso, a la convivencia social, al conocimiento de Dios y a la práctica del culto 
divino, etc.». Vid. C. SACHERI, El orden natural, Ediciones Vórtice, Buenos Aires, 2008, 5a ed., pp. 54-55. 
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CAPÍTULO II 
DE LOS ORÍGENES DEL BIEN COMÚN Y DEL INTERÉS GENERAL 
 
1. El bien común en la Cristiandad 
El Derecho en la Cristiandad, explica Paolo Grossi, se orienta en el ius commune (derecho 
común) al interpretar el derecho desde la misma realidad social (material) y elaborarlo en un 
texto autorizado (formal) que es sustancialmente científico. Esta es la validez del Corpus 
iuris civilis y el Corpus iuris canonici, efectivos en la doctrina y, secundariamente, en la 
actividad judicial y notarial14.  
El ius commune conservó la libertad y la autonomía de los distintos ordenamientos jurídicos 
(ius propia) en el orden social (feudal, mercantil, estatutario, la costumbre, etc.), incluso el 
derecho de un pueblo (ius propium), pues el ius es universalidad y racionalidad ordenadora15. 
Asimismo, su propia onticidad está en la naturaleza de las cosas16 y se refleja en la essentia 
legis: «Ordenación de la razón dirigida al bien común proclamada por aquel que tiene el 
gobierno de una comunidad»17. Una ley connatural a la realidad sustancial18 fundada en la 
sangre, la tierra y el tiempo19.  
Por otra parte, la obediencia al derecho tiene su sustento en lo inmanente y Trascendente20. 
En este horizonte, el derecho es orden (no mandato y norma) al brotar de la realidad social, 
plural e histórica de la civilización. 
En esa civilización, enseña Santo Tomás de Aquino, está el Corpus Mysticum de la Iglesia 
y el corpus politicum et morale, tangibles en el Cuerpo Místico de la República (República 
Christiana o Civilización Cristiana). En éste «el bien común no significa únicamente 
                                                         
14 P. GROSSI, El orden jurídico medieval, Marcial Pons, Madrid, 1996, p. 225. 
15 Ibídem, pp. 227-231. 
16 P. GROSSI, Mitología jurídica de la modernidad, Trotta, Madrid, 2003, pp. 25-27. 
17 T. DE AQUINO, Summa Theologica, I-II, q. 90, art. 4, citado por P. GROSSI, Mitología jurídica de la 
modernidad, cit., p. 28. 
18 P. GROSSI, Mitología jurídica de la modernidad, cit., p. 28. 
19 P. GROSSI, El orden jurídico medieval, cit., 91. 
20 Fernán Altuve Febres explica la ordenación del Derecho a la Trascendencia y el signo escatológico del 
Emperador, quien mantiene la Pax Christiana en la conservación del Depositum Fidei. Vid. F. ALTUVE FEBRES, 
Los reinos del Perú. Apuntes sobre la monarquía peruana, Dupla Editorial, Lima, 2001, pp. 50-52. 
Recordemos también la Civilización Cristiana (Christianitas) en la relación armónica del Imperium et Ecclesia, 
o la autoridad sagrada de los pontífices (auctoritas) y el poder real de los príncipes (regalis potestas). Vid. F. 
HUBEÑAK, E. VENTURA Y D. RANIERI DE CECHINI, Formación del pensamiento jurídico-político. Desde los 
orígenes grecorromanos hasta la ilustración, Tomo I, Educa, Buenos Aires, 2012, pp. 155-158. 
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bienestar material, sino el bien de la naturaleza humana en toda su plenitud. Se vela por la 
felicidad tanto en el mundo terreno como en el ultraterreno»21.  
Finalmente, siguiendo a Antonio Pérez, el ius commune es la cultura jurídica enseñada y 
cultivada por lo juristas en las facultades de Derecho, que rigió la civilización occidental, 
desde el s. XII al s. XIX, en la integridad de los Corpora Iuris y la literatura jurídica en base 
a ellos22. Un ius commune fundamentado en la naturaleza de las cosas y su historicidad, que 
permitió el estudio de las relaciones morales y jurídicas de cada sociedad en su tiempo23. 
1.1. Los aportes de Aristóteles 
a) El zoon politikon, la politeía y la felicidad 
El bien común encuentra sus vestigios en la noción aristotélica de la vida buena como 
finalidad de la polis y del hombre (zoon politikon). Esta naturaleza humana social y política 
le inclina a la convivencia y coexistencia, edificando la polis en la palabra (logos); espacio 
para la deliberación, la participación y la decisión sobre la cosa pública.   
¿Qué es la polis? Para Aristóteles, es un conjunto autosuficiente de hombres ordenados a la 
vida buena por un régimen o constitución (politeía). La polis no es un organismo o 
sustancia24, sino un accidente del hombre. La virtud, por su parte, permite la plenitud del 
hombre en el fin (la felicidad)25. Así, el hombre, el ciudadano y la polis tienen una misma 
finalidad: la felicidad (vida buena o virtuosa).  
El Estagirita considera a la naturaleza (physis) como «aquello de donde procede en cada uno 
de los entes naturales el primer movimiento, que reside en ellos en cuanto tales»26. Esta 
                                                         
21 R. SÁNCHEZ-CONCHA, Del Régimen Hispánico. Estudios sobre la Conquista y el Orden virreinal peruano, 
Fondo Editorial de la Universidad Católica San Pablo, Arequipa, 2013, pp. 149-152. Los fundamentos 
religiosos, políticos e históricos, pueden encontrarse en el edicto de Milán de los augustos Constantino y 
Licinio, del 313 d.C., sobre la licitud del cristianismo en el Imperio Romano; en el edicto de Tesalónica del 
emperador Teodosio, del 380 d.C., sobre la confesionalidad cristiana del Imperio Romano; la carta del Papa 
Gelasio I al basileus Anastasio, entre el 494 d.C. y el 495 d.C., sobre la auctoritas y la potestas; la carta de San 
Bernardo de Claraval al Papa Eugenio III, de 1149, sobre las dos espada; la bula Unam Sanctam del Papa 
Bonifacio VIII contra la teoría legalista del rey Felipe IV de Francia, de 1302; entre otras. Vid. F. HUBEÑAK, 
Historia integral de Occidente. Desde una perspectiva cristiana, Educa, Buenos Aires, 2007; E. 
KANTOROWICZ, Los dos cuerpos del rey. Un estudio de teología política medieval, Akal, Madrid, 2012. 
22 A. PÉREZ, “El Ius Commune: artificio de los juristas”, en T. DE MONTAGUT, Història del Pensament Jurídic, 
Universitat Pompeu Fabra, Barcelona, 1999, p. 71. 
23 Vid. P. BORGES, Historia de la Iglesia en Hispanoamérica y Filipinas (siglos XV-XIX). Volumen I: Aspectos 
generales, Biblioteca de Autores Cristiano, Madrid, 1992.  
24 J. OSSANDÓN, “Felicidad y Política. El fin último de la polis en la filosofía de Aristóteles”, Cuaderno de 
Anuario Filosófico, N° 125, (2001), p. 16. 
25 ARISTÓTELES, Política, VII 13, 1332a 9, citado por J. OSSANDÓN, “Felicidad y Política…”, cit., p. 16, nota 
5.  
26 ARISTÓTELES, Metafísica, V 4, 1014b, citado por J. OSSANDÓN, “Felicidad y Política…”, cit., p. 37, nota 7. 
Juan Carlos Ossandón explica que el concepto de naturaleza en Aristóteles tiene dos sentidos: principio 
inmanente y sustancia (esencia): «estos dos sentidos de naturaleza para la esfera del saber ético-práctico se 
 9 
 
noción exige dos conceptos correlativos. Primero, la finalidad o fin como «todo ser en virtud 
del cual otro actúa; es el término del movimiento que implica la naturaleza puesto como 
motivo de atracción: es el bien en cuanto capaz de poner en acto una tendencia en su 
prosecución». Es razón o causa que determina la acción. Segundo, la inteligibilidad, porque 
el fin también es principio como prioridad intencional que requiere de una inteligencia y una 
libertad que perfeccione el obrar27. 
En suma, la naturaleza del hombre se realiza en la plenitud del fin. Este fin natural es la 
felicidad (bien), lo absolutamente perfecto, realizado y compartido entre padres e hijos, entre 
amigos y ciudadanos.  
Ahora bien, la plenitud es una caracterización formal de la felicidad con dos criterios. Uno, 
el bien perfecto (elegido por sí mismo y no por otra cosa) y la autosuficiencia (lo que por sí 
solo hace deseable la vida y no necesita de nada)28. Dos, la felicidad, en su contenido 
material, es la plenitud o ausencia de requerimientos exteriores o materiales. Criterios para 
los hombres dedicados a la vida contemplativa y a la vida política, respectivamente29.  
En la polis, estar provisto de todo y no carecer de nada significa que se es autosuficiente y 
ésta es condición para la felicidad. Aquí debemos distinguir dos niveles de autosuficiencia: 
«la que incluye los elementos necesarios para que la polis pueda (sobre)vivir y la 
autosuficiencia para la vida buena, más importante que la anterior, pues una polis debe ser 
autosuficiente para […] la vida buena, que requiere ciertas condiciones necesarias para 
darse»30 como el ocio (templanza, justicia y filosofía) y la felicidad31.  
Bajo estos presupuestos, Aristóteles considera que «el fin supremo del hombre por 
naturaleza es la comprensión teórica o la filosófica, y esta perfección necesita de la virtud 
moral […]. Las virtudes morales están vinculadas de forma más directa con el segundo fin 
natural del hombre, su vida social»32, porque «el objetivo de la ciudad es la vida noble y […]  
la preocupación principal de la ciudad debe ser la virtud de sus miembros y, por lo tanto, la 
educación liberal»33. Esta es el cultivo de la mente (cultura) en las letras y la responsabilidad 
                                                         
puede resumir en la identificación del fin del proceso natural –proceso inmanentemente regulado, en 
dependencia de las propiedades esenciales del sujeto– con el bien de su sujeto, pues este bien consiste en el 
pleno despliegue de sus virtualidades específicas». Vid. J. OSSANDÓN, “Felicidad y Política…”, cit., p. 39. 
27 J. PORTELA, La justicia y el derecho natural, Universidad Católica San Pablo, Arequipa, 2006, pp. 68-69. 
28 J. OSSANDÓN, “Felicidad y Política…”, cit., pp. 49-50. 
29 Ibídem, p. 55. 
30 Ibídem, p. 41.  
31 Ibídem, p. 44. 
32 L. STRAUSS, La ciudad y el hombre, Katz, Buenos Aires, 2006, p. 46. 
33 L. STRAUSS, La ciudad y el hombre, cit., p. 52. 
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cívica34. De ahí que los actos virtuosos y las cosas materiales se ordenen o subordinen a ese 
fin que requerirá de la prudencia (de los gobernantes y gobernados)35. 
En conclusión, la autosuficiencia de la ciudad (accidente) con sus condiciones externas (ley, 
economía, recursos, etc.), es bien (subordinado) para la autosuficiencia de la felicidad (bien 
por sí) conforme a la naturaleza (sustancia) del hombre y sus actos nobles (virtud).  
b) La justicia y lo justo natural 
Si la naturaleza origina el movimiento de los seres naturales hacia una finalidad, la naturaleza 
es distinta al nómos (ley o convención), «esto es, […] que existe sólo porque hay hombres 
que sostienen o postulan su existencia, o porque acuerdan acerca de su existencia»36. 
Poseemos, entonces, cosas justas por naturaleza (justo natural) y cosas justas por convención 
(justo positivo). En tanto, la justicia «es bien común par excellence; si ha de haber cosas 
justas por naturaleza, debe haber cosas comunes por naturaleza», porque el hombre «es el 
ser caracterizado por el habla o la razón (logos), y por lo tanto es capaz de realizar la unión 
más perfecta y más íntima posible con sus partes: la unión a través del pensamiento puro»37. 
Así como el pensamiento puro, también las virtudes morales, la asociación humana (familia), 
el régimen político, la polis, son hechos accidentales o sociales comunes por la naturaleza 
común de los hombres libres.  
En este orden, las leyes de la ciudad son obra del arte legislativo, «forma superior de la 
prudencia» (sabiduría práctica) sobre el «bien humano en su totalidad (bien común) porque 
se ocupa del bien humano más elevado, en relación con el cual todo bien parcial humano es 
bueno»38. «Aristóteles concibe la naturaleza como superior a la ley –ya que la ley buena es 
la ley que está de acuerdo con la naturaleza»39 y la politeia (régimen) es el orden político-
social que da carácter (forma) a la sociedad y orienta la vida en común40.  
                                                         
34 L. STRAUSS, Liberalismo antiguo y moderno, Katz, Madrid, 2007, pp. 13-45. Vid. J. BELLIDO, La educación 
liberal: lecturas desde John Henry Newman y Leo Strauss, Memorias del I Congreso Internacional en Ciencias 
Sociales: Entre tensiones y nuevas prácticas sociales, Universidad Casa Grande, Guayaquil, 2017, pp. 67-78. 
Es en la polis y «sólo en esta y mediante esta alcanza el hombre la realización de sus más altas potencialidades 
[…], es la única comunidad humana que se basta a sí misma para proporcionar a sus miembros una vida 
plenamente digna de su naturaleza». Vid. J. VÉLEZ, “El contenido del bien común de la ciudad, según 
Aristóteles y Santo Tomás”, Ideas y valores, Vol. 1, N° 1, (1951), p. 7. 
35 J. OSSANDÓN, “Felicidad y Política…”, cit., p. 24.  
36 L. STRAUSS, La ciudad y el hombre, cit., p. 29. 
37 Ibídem, p. 32. 
38 Ibídem, p. 49. 
39 Ibídem, p. 44. 
40 L. STRAUSS, ¿Qué es la filosofía política? y otros ensayos, Alianza, Madrid, 2014, p. 118. 
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Notemos que la sociedad ordenada, construida y constituida es la condición y el fin que el 
régimen reconoce y busca, y no inventa41. Este orden necesita de la armonía entre los bienes 
externos, corporales y morales para la felicidad. Los bienes de la personalidad moral y 
espiritual son importantes y subordinan a los otros bienes, que no son fines en sí mismos42.  
En relación a lo justo o derecho (to dikaion), Aristóteles afirma que es una «proporción entre 
cosas repartidas entre dos personas […]. Puede decirse también que el derecho consiste en 
una igualdad, un algo igual (ison)», lo justo medio entre un exceso y un defecto43.  
La proporción o lo igual acentúa lo que es debido conforme a la naturaleza. Por ejemplo, el 
honor público de un hombre se condiciona (proporción) a sus cualidades intelectuales o 
morales que sobresalen ante otros, que no es lo mismo que el honor (igual) que gozan por 
ser hombres y es debido entre ellos (justicia). En estos casos, la justicia es válida para ambos 
porque se refiere al bien del otro, lo justo (natural o positivo)44. 
Finalmente, siguiendo el pensamiento jurídico aristotélico, la justicia ordena la comunidad 
política al atribuir lo suyo (debido) mediante dos formas. La justicia general o legal reconoce 
como justo a quien obedece las leyes. Es pues la justicia ordenadora de las virtudes hacia el 
bien del prójimo y de la comunidad. Además, la justicia particular llama justo a quien 
observa la igualdad de las cosas e injusto a quien no la observa. Se divide en distributiva por 
el reparto del honor, la riqueza y otros bienes divisibles (igualdad de proporciones entre 
hombres y bienes)45; y correctiva por los acuerdos voluntarios (igualdad aritmética entre 
hombres y bienes), extendida a acciones involuntarias o delictuosas46.  
                                                         
41 Ibídem, p. 119. 
42 Werner Jaeger al realizar un estudio de las obras aristotélicas: Ética Eudemia, Protréptico y Política, enseña 
que los «los bienes externos deben tener un límite, pues son medios y todo medio sirve para algo. Tratado 
como un fin en sí, un medio se torna dañoso para el hombre que se hace su esclavo, o por lo menos se torna 
inútil. Cuando más acrecentamos los bienes internos, en cambio, tanto más útiles son, si es que el adjetivo 
“útiles”, así como el de “nobles”, es adecuado para semejantes cosas». Vid. W. JAEGER, Aristóteles, Fondo de 
Cultura Económica, México, 2013, pp. 320-321. 
43 M. VILLEY, Filosofía del derecho, Serie Universitaria, Barcelona, 2003, p. 56. 
44 Ibídem. 
45 J. PORTELA, La justicia y el derecho natural, cit., pp. 24. Siguiendo a Michel Villey, Aristóteles considera to 
dikaion como lo justo medio como las virtudes y todos los valores. Lo justo medio sigue a las cosas, lo real 
externo, in re, y no se sitúa en el sujeto. Así, el derecho (to dikaion) depende de la justicia particular y no de la 
justicia general, propia de la moralidad, donde el justo medio está en el sujeto (dikaios). Vid. VILLEY, Filosofía 
del derecho, cit., pp. 54-56. 
46 C. LORD, Aristóteles, en J. STRAUSS Y J. CROPSEY (comps.), Historia de la filosofía política, Fondo de Cultura 
Económica, México, 2014, p. 132. Carnes Lord identifica una tercera clase de justicia que Aristóteles llama 
«reciprocidad» (to antipeponthos) como una forma primitiva de justicia.  
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La justicia política, por su parte, se realiza en la ciudad. Esta se divide en justicia política 
natural y justicia política convencional: ley y costumbre47. 
Santo Tomás de Aquino partirá de estas nociones para desarrollar su concepción del derecho 
y del bien común. 
1.2. Los aportes de Santo Tomás de Aquino 
a) El bien común y la participación 
Siguiendo al Doctor Común, la vida virtuosa o la felicidad (temporal) no es el fin último de 
la criatura racional, sino la finalidad trascendente: Dios, Bien Perfecto e increado. Una 
afirmación que requiere un estudio del hombre y del bien, y su muta relación. 
En referencia al bien, podemos afirmar que si el bien es lo que todos apetecen48, «primero y 
principalmente se llama bien el ser perfectivo de otro a modo de fin»49. Este fin es bien 
honesto conocido por la razón y apetecido por la voluntad. Aquél subordina al bien deleitable 
o el bien honesto que aquieta el apetito de los sentidos y al bien útil que es bueno en relación 
a su fin que se agota en beneficio de los dos primeros. 
En referencia al hombre, cuando existe (es) ordena sus actos a la perfección moral. Evidencia 
así su ser limitado (no absoluto), buscando el bien como última actualización adquirida50 de 
su naturaleza: «la propia operación de cada cosa es su fin: […]  perfección segunda; y de ahí 
que aquello que está bien dispuesto para su propia operación sea llamado virtuoso o 
bueno»51. El sentir, el entender y el querer son acciones que permanecen en el hombre como 
perfección y acto del agente52, su bien53. 
                                                         
47 Ibídem, pp. 24-25. Javier Hervada resalta que Aristóteles da el paso «de lo justo como armonía cósmica o 
armonía política a lo justo como lo debido en las relaciones entre los hombres y entre éstos y la sociedad»; es 
decir, el Estagirita «marcó el paso de la filosofía política y moral a la filosofía del derecho en sentido estricto» 
y el paso del orden cósmico (díke) a la justicia (dikaiosyne). Vid. J. HERVADA, Historia de la ciencia del 
derecho natural, Eunsa, Pamplona, 1996, 3a ed., pp. 53-54.  
48 T. DE AQUINO, Summa theologiae, I, q. 5, a. 1c, citado por C. CARDONA, La metafísica del bien común, Rialp, 
Madrid, 1966, p. 13, nota 1. 
49 T. DE AQUINO, De veritate, 21, a. 1c, citado por C. CARDONA, La metafísica del bien común, cit., p. 17, nota 
16. 
50 C. CARDONA, La metafísica del bien común, cit., p. 15. 
51 T. DE AQUINO, Summa contra gentiles, III, c. 25, citado por C. CARDONA, La metafísica del bien común, cit., 
p. 15, nota 10. 
52 T. DE AQUINO, Summa theologiae, I-II, q. 3, a. 2, ad. 3, citado por C. CARDONA, La metafísica del bien 
común, cit., p. 16, nota 11. 
53 Carlos Cardona señala que «el bien puede designar tres cosas: la perfección misma que se anhela –la 
perfección en sí y, derivadamente, la perfección para el sujeto-, el sujeto que posee es perfección –y que es 
bueno en cuanto que la tiene- y el sujeto que está en potencia para alcanzarla». Vid. C. CARDONA, La metafísica 
del bien común, cit., p. 15. 
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La correlación del hombre y de bien se aprecia en la «razón de bien»54, la «razón común de 
bien» y la «razón de bien común». Por un lado, algo es bueno, porque todos lo apetecen; y 
por otro, expresa Santo Tomás de Aquino: «el bien, que tiene razón de causa final, es tanto 
mejor cuanto a más se extiende»55. Este bien universal es por sí mismo y por esencia bueno, 
y el bien particular es participativamente bueno56. 
En esta correlación, como enseña Carlos Cardona, debemos distinguir los sentidos de la 
participación: por «tomar una parte» o por «tomar parte» o el sentido material e inmaterial, 
respectivamente. En el primero, el hombre toma parte de un todo. Estas partes son 
distribuidas entre los participantes, quienes entran en comunidad solo por la porción que 
reciben, guardando solo un lazo histórico. La participación en sentido estricto está en el acto 
mismo de la división y la parte tomada excluye necesariamente a las demás y supone la 
destrucción del todo que no permanece. Característica de las cosas materiales, afectadas de 
cantidad57. En el segundo sentido, se da la finalidad común o la comunicación inmaterial. 
Por ejemplo, el conocimiento buscado por los hombres no es divisible o destruible, sino que 
será más común en su efecto: hacer partícipes a los hombres58.  
En el «sentido material, el participar afecta fundamentalmente al objeto participado, y la 
comunidad es un efecto suyo, degradado. En el sentido inmaterial, en cambio, la comunidad 
es la raíz de la participación, y afecta fundamentalmente a los sujetos, que unidos de alguna 
manera participan de lo mismo, haciendo aún más firme la comunidad raíz»59. 
En conclusión, apelando a una descripción nominal-real, «participar significa en el 
participante recibir de modo esencial o gradual algo del participado como (propio) acto 
según una forma de analogía o semejanza»60. Esto sucede, expresa el Aquínate, porque «lo 
                                                         
54 «El bien y el ente realmente son lo mismo. Sólo se diferencian con distinción de razón. Esto se demuestra 
de la siguiente manera. La razón de bien consiste en que algo sea apetecible. El Filósofo dice en el I Ethic. que 
el bien es lo que todos apetecen. Es evidente que lo apetecible lo es en cuanto que es perfecto, pues todos 
apetecen su perfección. Como quiera que algo es perfecto en tanto en cuanto está en acto, es evidente que algo 
es bueno en cuanto es ente; pues ser es la actualidad de toda cosa, como se desprende de lo dicho anteriormente 
(q.3 a.4; q.4 a.1 ad 3). Así resulta evidente que el bien y el ente son realmente lo mismo; pero del bien se puede 
decir que es apetecible, cosa que no se dice del ente». Vid. E. BAÑOS, “Aproximación a la noción de Bien 
Común en Tomás de Aquino”, Metafísica y Persona, Año 6, N° 12, (2014), p. 77. 
55 T. DE AQUINO, In decem libros Ethicorum Aristotelis ad Nicomachum expositio, I, 2, n. 30, citado por C. 
CARDONA, La metafísica del bien común, cit., p. 17, nota 17. 
56 T. DE AQUINO, Summa theologiae, I, q. 103, a. 2c, citado por C. CARDONA, La metafísica del bien común, 
cit., p. 18, nota 19.  
57 C. CARDONA, La metafísica del bien común, cit., p. 19. 
58 Ibídem, p. 20. 
59 Ibídem. 
60 E. SCHELLER, Das Priestertum Christi, Paderborn, 1931, p. 67, citado por C. CARDONA, La metafísica del 
bien común, cit., p. 22, [*]. 
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que es totalmente algo, no participa de eso, sino que es por esencia eso mismo; por el 
contrario, lo que no es totalmente algo […] decimos que participa»61. Así, el bien común, 
«es el bien de esto o de aquello en cuanto ello es parte de algún todo»62. 
b) La ley natural, el bien propio y el derecho natural  
La naturaleza humana es una y se encuentra multiplicada porque «cada uno de los individuos 
de las cosas naturales que hay aquí (en la tierra) son imperfectos, porque ninguno de ellos 
comprende en sí todo lo que pertenece a su especie»63. En esta condición, los hombres se 
asocian por su especie común en esencia, conservando su existencia (vida) o su especie 
(matrimonio y familia). Estos bienes comunes son superiores pues no pueden alcanzarse 
individualmente, sino socialmente.  
Si el hombre se inclina a un fin es porque «tiene aptitud o proporción a ese fin, pues nada 
tiende a un fin no proporcionado»64. Asimismo, lo específico del hombre es su racionalidad, 
siendo bien y derecho lo que es según a su naturaleza racional65. 
Los bienes propios del hombre racional corresponden a las inclinaciones de la ley natural 
por lo que «el bien ha de hacerse y buscarse; el mal ha de evitarse». Estas inclinaciones 
naturales son: a) Aquella que «es común con todas las sustancias, consistente en que toda 
sustancia tiende por naturaleza a conservar su propio ser» o la «conservación de la vida 
humana e impide su destrucción». Bien propio por razón de su individualidad. Esta 
inclinación fundamenta el deber y el derecho natural a conservar la vida, la salud o la 
legítima defensa. A la vez, ordena a los bienes apetecibles y útiles para la subsistencia 
(alimento, vestido, vivienda o residencia). b) Una inclinación según «la naturaleza que tiene 
en común con los demás animales» como la procreación, la asistencia de los congéneres y 
                                                         
61 T. DE AQUINO, In duodecim libros metaphysicorum comentaria, I, lect. 10, n. 154, citado por C. CARDONA, 
La metafísica del bien común, cit., p. 21, nota 21. 
62 T. DE AQUINO, De Caritate, a. 4, ad. 2, citado por C. CARDONA, La metafísica del bien común, cit., p. 35, 
nota 60. 
63 T. DE AQUINO, Aristotelis libros de caelo et de mundo expositio, I, lect. 19, n. 197, citado por C. CARDONA, 
La metafísica del bien común, cit., p. 32, nota 52. 
64 T. DE AQUINO, Summa theologiae, I-II, q. 25, a. 2c, citado por C. CARDONA, La metafísica del bien común, 
cit., p. 58, nota 122. 
65 T. DE AQUINO, De virtutibus in communi, 13 c. initio, citado por C. CARDONA, La metafísica del bien común, 
cit., p. 62, nota 133. El hombre «presenta tres niveles de apetitos: uno orgánico-biológico, en el cual se da la 
vida y los apetitos naturales (que podemos denominar necesarios para la supervivencia); otro es el nivel 
sensorial, en el que, como su nombre lo dice, se dan los apetitos sensibles que son ya parte de una vida 
cognoscitiva (en el apetito sensible encontramos también las pasiones); y finalmente, el nivel racional, en el 
que encontramos el aspecto cognoscitivo y el aspecto apetitivo en relación con el intelecto. […] La racionalidad 
del hombre radica en la inteligencia y la voluntad». Vid. E. BAÑOS, “Aproximación a la noción de Bien 
Común…”, cit., p. 78. 
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otros. Bien propio por razón de su especie. Aquí se fundamenta el deber y el derecho natural 
a conservar la especie en el matrimonio y la familia; los deberes entre los padres y los que 
se concretan en la procreación y educación de los hijos, y en la ayuda mutua entre los 
cónyuges. c) Una tendencia «al bien correspondiente a la naturaleza racional, que es la suya 
propia, como es, por ejemplo, la inclinación natural a buscar la verdad acerca de Dios y a 
vivir en sociedad». La verdad de todas las cosas que exige «evitar la ignorancia, respetar a 
los conciudadanos y todo lo demás relacionado con esto»66. Aquella fundamenta el deber y 
el derecho natural de la educación intelectual y moral, y el deber y derecho absolutos de 
rendir culto a Dios; proveyéndose lo necesario para esos fines. 
En este obrar, las cosas morales y materiales son necesarias. «Para que un hombre sea de 
buena vida y costumbres necesita de dos cosas; una que es capital, la virtud que es base de 
la buena vida, otra secundaria y como instrumental, a saber, cantidad bastante de bienes 
corporales de cuyo uso se necesita para el ejercicio práctico de la virtud»67. Este último bien 
corresponde a la primera y segunda inclinación; el primer bien corresponde a la tercera 
inclinación natural.  
En conclusión, «el bien común atiende a la plena satisfacción de las inclinaciones naturales 
de los hombres: la subsistencia personal, la subsistencia de las sociedades humanas, y la vida 
mejor o buena en la virtud, inclusa la religión»68. Por ello, «la naturaleza se vuelve sobre sí 
misma –reflectitur in seipsam- no sólo en cuanto a lo que tiene de singular, sino mucho más 
en lo que tiene en común. Pues cada uno está inclinado a conservar, no solo su 
individualidad, sino también su especie» 69. 
1.3. La administración gubernamental, el gobierno de las leyes (ley natural y ley 
humana) y la finalidad de la comunidad política: bien común 
Una política es buena porque se fundamenta en la virtud70 y «ante todo y más allá de toda 
consideración de utilitarismo social, por su dignidad como realización que es de exigencia 
de la conciencia moral»71. 
                                                         
66 T. DE AQUINO, Summa Theologiae, I-II, q. 94, a. 2. 
67 T. DE AQUINO, Del gobierno de los príncipes, libro I, cap. XV, citado por J. SEGOVIA, “El derecho natural 
católico y la política. Del orden político natural al orden artificial del Estado”, M. AYUSO (ed.), Cuestiones 
fundamentales de derecho natural, Marcial Pons, Madrid, 2009, p. 104, nota 29. 
68 J. SEGOVIA, “El derecho natural católico y la política…”, cit., 104. 
69 T. DE AQUINO, Summa Theologiae, I, q. 60, a. 5, ad. 3, citado por C. CARDONA, La metafísica del bien común, 
cit., p. 64, nota 138. 
70 C. CARDONA, La metafísica del bien común, cit., p. 81.  
71 J. VÉLEZ, “El contenido del bien común de la ciudad…”, cit., p. 13. Giuseppe Graneris al estudiar las virtudes 
cardinales (prudencia, templanza, fortaleza y justicia) en la doctrina de Santo Tomás de Aquino, manifiesta 
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Si el deber del poder político es alcanzar el bien común, requiere del derecho positivo. La 
tutela del derecho natural legitimará la convención humana y pública (derecho positivo) en 
la medida de que se promueva los bienes naturales concretos. Este reconocimiento es, por 
un lado, de la cosa justa natural; y, por otro, de la cosa justa positiva. Éste no se remite en 
stricto sensu a aquél, sino que versará, como enseña el Doctor Angélico, sobre «lo que es 
justo en virtud de convenio privado o público, costumbre o ley establecidos por los hombres, 
pero solamente en aquello que es indiferente bajo la perspectiva de lo justo natural» (sentido 
específico) o sobre las «leyes promulgadas por autoridad humana» (sentido genérico)72. 
La ley positiva obliga al hombre, pero su efectividad está en la conclusión y determinación 
de su contenido. Si la ley, en los sentidos señalados, regula la cosa justa natural, su validez 
y fuerza para obligar le vienen de ésta porque no la instituye. Lo contrario sería una ley 
injusta. En el caso de lo justo positivo, que de un modo u otro es establecido por la ley o por 
convenio, su autoridad y fuerza le viene por estos. De modo que una acción diferente sería 
injusta73.  
Lo cierto es que la ley positiva debe denunciar los vicios más graves o «aquellos de los que 
puede abstenerse la mayoría y que, sobre todo, hacen daño a los demás, sin cuya prohibición 
la sociedad humana no podría subsistir, tales como el homicidio, el robo y cosas 
semejantes»74. Encontramos, pues, que la ley positiva se subordina a la ley natural. 
                                                         
que la virtud de la justicia «a diferencia de las otras, tiene un objeto formalmente doble, en cuanto puede 
considerarse o como adornado de dos perfecciones, objetiva y subjetiva, o bien despojado de la subjetiva y 
revestido sólo de la objetiva. En la primera hipótesis e objeto es complejo en su plenitud moral, porque entonces 
la justicia, como sus otras tres hermanas, bonum reddit actum humanum, et ipsum hominem bonum facit [torna 
bueno el acto humano y hace bueno al hombre mismo]. En la segunda hipótesis tenemos en cambio bondad 
disminuida; la justicia queda mutilada». Vid. G. GRANERIS, Contribución tomista a la filosofía del derecho, 
Eudeba, Buenos Aires, 1973, p. 22. 
72 J. VALLET DE GOYTISOLO, “La ley natural según Santo Tomás de Aquino”, Verbo, N° 135-136, (1975), p. 
644. 
73 Ibídem, p. 647. «El derecho positivo surge a partir de la deducción de esa ley natural: 1) Por conclusiones, 
deducciones de aquella ley natural en sentido estricto y que devienen en instituciones comunes a todos los 
pueblos. Lo justo que estas leyes humanas persiguen, deducidas de esa manera, es lo justo natural, lo justo en 
sí, que no es tal porque se lo mande sino que es mandato porque es justo. Si recordamos el orden de las 
tendencias, serán derecho positivo por conclusión todas las regulaciones atinentes al derecho de familia […]. 
2) Por determinaciones contingentes o derecho positivo per se, dependientes de variantes históricas y en las 
cuales se agregan determinaciones exigidas por la práctica y las circunstancias. Estamos aquí frente a un 
“derecho” o “justo positivo”; es justo conducir por la derecha, porque así se ha decidido: lo justo proviene del 
mandato. El derecho positivo “por determinaciones” depende de muchas variables históricas y fácticas, que 
hacen que su contenido sea indiferentes al derecho natural». Vid. J. PORTELA, La justicia y el derecho natural, 
cit., pp. 118-119. 
74 T. DE AQUINO, Suma Teológica, I-II, q. 96, a. 2. 
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Así, el derecho positivo y el derecho natural son «dos tejidos sólidamente trenzados» del 
orden jurídico, alejándonos de cualquier postura reduccionista del derecho: el positivismo 
jurídico o el normativismo (legalismo)75. 
Siguiendo el iusnaturalismo tomista, la ley natural es comunicada por Dios al hombre,                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                 
en Su ley eterna, que gobierna todas las cosas. En esta reflexión, recordando la subordinación 
de los bienes materiales a los bienes morales, Dios es el fin último de cada hombre singular. 
Asimismo, la comunidad humana (inmanente) está subordinada a Dios (trascendente), en 
toda su naturaleza autónoma y libre76.  
Entonces, si «el bien de la república es principal entre los bienes humanos», «el bien divino 
[…] es mejor que el humano»77 porque cuando la política se eleva al orden sobrenatural, «la 
confirma y le da un más alto valor instrumental como la gracia no destruye la naturaleza, 
sino que la supone, la sana y la eleva. Y así la relación Iglesia y Estado es análoga a la 
relación fe y razón»78. 
1.4. La legitimidad por el fin (bien común) y la administración gubernamental 
La ley pertenece a la razón («cierta razón del derecho»), porque ordena los actos humanos 
al fin. Asimismo, enseña el Aquínate, que es deber del gobernante, en las cosas temporales, 
ordenar la comunidad política y sus miembros al fin último, sublime79. 
Cuando un gobernante sabio busca la vida virtuosa de la comunidad política decimos que es 
legítimo porque procura el bien común (bienes corporales para la vida virtuosa) y es 
                                                         
75 G. GRANERIS, Contribución tomista a la filosofía del derecho, cit., p. 25. 
76 C. CARDONA, La metafísica del bien común, cit., p. 81. «Ley eterna, como la razón misma de Dios ordenadora 
de todas las cosas del universo, ley natural, como participación de esa misma ley eterna en la criatura racional 
y por último, ley humana… estructura piramidal que hace comprender muy fácilmente cuál debe ser la 
necesaria función del derecho positivo en las sociedades políticas». Vid. J. PORTELA, La justicia y el derecho 
natural, cit., p. 118. 
77 T. DE AQUINO, Summa Theologiae, II-II, q. 124, a. 5, ad. 3, citado por C. CARDONA, La metafísica del bien 
común, cit., p. 81, nota 180. 
78 C. CARDONA, La metafísica del bien común, cit., p. 81. 
79 T. DE AQUINO, Del gobierno de los príncipes, libro I, cap. 14. La ley «es una regla y medida de nuestros 
actos según la cual uno es inducido a obrar o dejar de obrar; pues ley deriva de ligar; porque obliga en orden a 
la acción». Vid. T. DE AQUINO, Suma Teológica, I-II, q. 90, a. 2. «Refiriéndose a este orden de la naturaleza, 
en la parte I de la Suma Teológica q. 103, a. 6, el Aquinatense formula esta respuesta: “En el gobierno se deben 
considerar dos cosas, a saber: el plan de gobernación, que es la providencia propiamente dicha; y la ejecución 
del plan”... “en cuanto a la ejecución de este plan”: “Deus gubernat quaedam mediantibus aliis”; es decir, que 
“de tal modo Dios gobierna las cosas, que hace a unas ser causas de otras en la gobernación”. “Si gobernase 
Dios sólo, se privaría a las criaturas de la perfección causal…” (ad. 2); y, como responde en el a. 3 de la misma 
cuestión: “Gobernar no es sino dirigir las cosas gobernadas hacia su fin, que está siempre cifrado en algún 
bien”». Vid. J. VALLET DE GOYTISOLO, “La ley natural según Santo Tomás de Aquino”, cit., p. 644 
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necesario su gobierno80. Si el bien común es la razón de la asociación humana y del gobierno, 
quiere decir que es la causa de la sociedad política. 
Ahora bien, siguiendo a Álvaro d´Ors, comprendemos que la legitimidad es la adecuación 
de un acción a la ley natural y a la Tradición constitucional conforme al derecho natural; es 
decir, «la auténtica manera de ser de cada pueblo según la persistencia de su Tradición: […] 
la ley y costumbre de los antepasados conservadas por las sucesivas generaciones»81. 
No excluimos en nuestra argumentación que el poder político, la ley y la convención también 
configuran el derecho y el fin de la sociedad. De hecho lo hacen y de múltiples maneras en 
la historia82, pero el mandato y el consenso se ordenan en la razón de bien común, en virtud 
del bien humano y del derecho natural como exigencias de la naturaleza humana.  
Este fin armónico exige que el ordenamiento jurídico, las instituciones políticas y la sociedad 
establezcan prudentemente las condiciones administrativas, normativas morales y legales, 
para la plenitud del hombre y su buen gobierno. 
Dicho de otro modo, la ley positiva se posiciona como instrumento de perfección humana, 
del bien humano (moral) y del derecho en relación de justicia. Lo contrario denota que el 
bien propio de cada hombre, en armónica conjunción social, excede la ordenación normativa 
y política83. 
1.5. El bien común como fin: inmanente y trascendente 
a) Fin inmanente 
Hemos visto que el bien es apetecido y por la razón común de bien es apetecido por todos. 
El hombre tiene una participación natural de dos modos. La participación natural unívoca 
(essentiam), donde los participantes tienen la misma formalidad subsistente. Por ejemplo, la 
humanidad (forma o esencia) presente en otros. Segundo, la participación natural análoga, 
por la que el participante realiza una acción por su esencia (naturaleza), donde radican sus 
                                                         
80 J. SEGOVIA, “Legitimidad y bien común: la tarea del gobernante”, en M. AYUSO (ed.), El Bien común. 
Cuestiones actuales e implicaciones político-jurídicas, Itinerarios, Madrid, 2013, p. 176. 
81 A. D´ORS, Ensayos de teoría política, Eunsa, Pamplona, 1979, p. 147. 
82 Osvaldo Lira, siguiendo a Juan Vásquez de Mella, sostiene que para el filósofo tradicionalista «la legitimidad 
consiste en algo incomparablemente más profundo, en virtud de que el objetivo último que le asigna al Estado 
es asimismo mucho más humano». Tres son las condiciones para la legitimidad del poder. Primero, el poder 
político debe atender las exigencias de la Ley Natural; segundo, la administración política debe ajustarse al 
Derecho positivo divino en relación a la Iglesia; y tercero en el reconocimiento de la Tradición del espíritu de 
la Nación o la connaturalidad de progreso, de desarrollo y de vida. Vid. O. LIRA, Nostalgia de Vásquez de 
Mella. Fundamentos de la Tradición Política Hispánica, Ediciones Nueva Hispanidad, Buenos Aires, 2007, 
pp. 217-223.  
83 CARLOS CARDONA, La Metafísica del bien común, cit., p. 79. 
 19 
 
potencias y accidentes. En este modo, el participante tiene una similitud degradada del 
participado porque el ser participado subsiste en sí mismo y no en el participante84.  
En esta última participación, el hombre conoce y apetece las cosas y a Dios en razón de bien 
o perfección. Dios participa su bondad a sus criaturas, que son buenas por la comunicación 
de ese bien. 
Santo Tomás de Aquino llama participare similitudinem a la participación natural, en la que 
el hombre alcanza (attingere) el ser de un modo más o menos perfecto. Este attingere ordena 
y conecta a los seres entre sí per similitudinem (entre hombres como al hombre y otros seres 
inferiores)85. Ese bien participado forma una comunidad real, porque los participantes, por 
naturaleza, se encuentran proporcionalmente inclinados a él86. 
Ahora bien, la comunidad humana evoca la unidad de orden. La comunidad (ser accidental) 
mantiene su unidad en la sustancialidad de los hombres (orden del ser), quienes conservan y 
ordenan su dignidad y su fin al bien común (orden funcional) como la parte al todo, acorde 
a la justicia legal y a la igualdad proporcional. La comunidad es un bien en sí, pero no es 
absoluta, sino relativa87 en razón del fin último. 
Formada la comunidad humana y ordenada en el gobierno, los deberes sociales, el derecho 
positivo, etc., será necesaria la justicia en la ayuda mutua, el orden y la paz, principalmente, 
para la asecución del doble fin humano. 
a.1) La ayuda mutua 
Los hombres asumen relaciones de justicia por sus bienes y servicios. Actos en virtud de la 
pluralidad de sus capacidades y responsabilidades cívicas, por los que la «vida en común 
impone la colaboración o ayuda mutua»88. Esta «participación política (communicatio 
política), consiste en la participación de las buenas acciones», siendo «manifiesto que el fin 
por el cual ha sido instituida la ciudad bien ordenada, es el vivir u obrar según la virtud 
perfecta, y no la vida común misma»89. Su fundamento reside en «el deber de colaborar en 
el bien común, reputándose un vicio –peligroso para la sociedad política- la dejación, la 
                                                         
84 C. CARDONA, La metafísica del bien común, cit., pp. 23-24. 
85 Ibídem, p. 24. 
86 Cfr. C. CARDONA, La metafísica del bien común, cit., pp. 29-30. 
87 J. TODOLI, El bien común, Consejo Superior de Investigaciones Científicas, Madrid, 1951, pp. 58-62. 
88 T. DE AQUINO, Suma contra gentiles, libro III, 131.  
89 T. DE AQUINO, In libros politicorum expositio, lect. 17, n° 273, citado por B. RAFFO, Bien común y política 
en la concepción filosófica de Santo Tomás de Aquino, Actas del Primer Congreso Nacional de Filosofía, Tomo 
III, Universidad Nacional de Cuyo, Buenos Aires, 1950, p. 2028, [ ]. 
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apatía, el desinterés por la cosa pública, que no es sino preferencia del bien particular al bien 
común»90.  
Esta común ordenación o cooperación es posible por la amistad, «elemento dinámico del 
bien común»91. 
a.2) El orden 
El Aquínate expresa que lo propio del orden es «ordenar convenientemente cada cosa a su 
fin»92. El orden más propio es el que ordena las cosas a su fin último, según la naturaleza 
propia de cada una para la que fue hecha (proporción).  
La ordenación común origina la comunidad (orden secundario) porque las partes se 
comunican y reciben la perfección de las demás, formando algo más perfecto entre todas93. 
Así, «el bien de cada una se hace un bien común -el bien de las otras partes se hace mío, sin 
despojar a nadie, en virtud del orden que nos constituye en un todo- […]. La relación de la 
parte al todo hace muy clara la relación del bien propio al común»94.  
En el caso de la comunidad política, el orden es su forma por la ordenación de sus partes95. 
En ella cada una de las partes son buenas, pero todas juntas son óptimas, «porque unen a la 
bondad de cada una la perfección del conjunto»96. 
                                                         
90 J. SEGOVIA, “El derecho natural católico y la política…”, cit., p. 105. «El bien común es ante todo el 
patrimonio de virtudes adquiridas y poseídas en común, […] es, en resumen, el conjunto de cualidades que 
forman una civilización moral y también política». Vid. J. VÉLEZ, “El contenido del bien común de la ciudad”, 
cit., p. 9. 
91 T. DE AQUINO, Summa contra gentiles, III, c. 125, citado por C. CARDONA, La metafísica del bien común, 
cit., p. 84, nota 189. Siguiendo a Carnes Lord, la virtud de la amistad, por ejemplo, en su significado político 
«mitiga el apego de los hombres a sus intereses privados en favor de compartir de manera espontánea con otros 
los bienes externos». Vid. C. LORD, Aristóteles, en J. STRAUSS Y J. CROPSEY (comps.), Historia de la filosofía 
política, cit., p. 134. 
92 T. DE AQUINO, Summa Theologiae, II-II, q. 153, a. 2c, citado por C. CARDONA, La metafísica del bien común, 
cit., p. 42, nota 85. 
93 T. DE AQUINO, Scriptum super quattuor libros sententiarum magistri Petri Lombardi, d. 1, a. 2, a. 3c, citado 
por C. CARDONA, La metafísica del bien común, cit., p. 42, nota 86. 
94 C. CARDONA, La metafísica del bien común, cit., p. 46. Asimismo, expresa Carlos Sacheri: «¿En qué consiste 
la diferencia entre el bien llamado individual, particular o singular, del bien llamado común? Se trata de una 
diferencia de naturaleza, pues hay bienes que son individuales por su propia naturaleza, mientras que otros son 
comunes en sí mismos. En otras palabras, algunos no pueden ser poseídos y participados más que por una sola 
persona, mientras otros son apropiables y participables por muchas personas, en forma ilimitada». Vid. C. 
SACHERI, El orden natural, cit., p. 189.  
95 T. DE AQUINO, In duodecim libros metaphysicorum commentaria, XII, lec. 12, n. 2.627, citado por C. 
CARDONA, La metafísica del bien común, cit., p. 41, nota 75. 
96 C. CARDONA, La metafísica del bien común, cit., p. 46. 
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Finalmente, el orden natural necesita de la salvaguarda que brinda el gobierno. La autoridad 
«en sí misma es un bien y condición indispensable al logro del bien común político, pues sin 
autoridad no hay sino desorden»97.  
Es menester, entonces, que las leyes deban ser justas, entendiendo lo justo como proporción 
en los hombres, quienes concurren con sus bienes propios y su variada condición 
(conocimiento, ciencia, cultura, técnica, identidad, etc.) al bien común98.  
a.3) La paz 
La ayuda mutua y el orden regocijan a la sociedad en la paz de la justicia, pues «el bien de 
cada virtud, ora ordene al hombre hacia sí mismo, ora lo ordene hacia otras personas 
singulares, es susceptible de ser referido al bien común, al que ordena la justicia»99. A su 
vez, la buena dirección de la sociedad necesita que la paz no sea solo un vínculo de unidad, 
sino que, expresa el Doctor Común, «sea dirigida a la práctica del bien». Entonces, un 
gobierno sabio debe proveer «todo lo indispensables para vivir bien; y conseguido esto, velar 
por su conservación»100.  
En esta armonía, la paz es concordia ordenada, por concordar a un hombre con otro en lo 
que les conviene, no por miedo; y esta paz es tranquilidad en el hombre porque sus impulsos 
apetitivos están apaciguados101. 
Lo escrito nos revela la vocación de la autoridad como buen político: «amar el bien de una 
ciudad para conservarlo y defenderlo» significa «amar de verdad a la ciudad»102. 
b) Fin trascedente  
La participación natural del hombre no solo se da con las cosas subsistentes, también se 
realiza en Dios. Esta es la participación sobrenatural (per operationem), que no es 
propiamente la participación natural, aunque necesita de ésta. 
En la participación sobrenatural, el attingere revela una participación perfecta y 
sobrenatural, en la misma Divinidad, propia de la criatura intelectiva, quien asimila lo 
                                                         
97 T. DE AQUINO, Summa Theologiae, I, q. 96, a. 4, ad. 2, citado por J. SEGOVIA, “El derecho natural católico y 
la política…”, cit., p. 105, nota 33. 
98 C. CARDONA, La metafísica del bien común, cit., pp. 79-80.  
99 T. DE AQUINO, Summa Theologiae, II-II, q. 58, a. 5, citado por E. BAÑOS, “Aproximación a la noción de 
Bien Común”, cit., p. 86, nota 30. 
100 T. DE AQUINO, Del gobierno de los príncipes, libro I, cap. XV, citado por J. SEGOVIA, “El derecho natural 
católico y la política…”, cit., p. 105, nota 30. 
101 T. DE AQUINO, Summa Theologiae, II-II, q. 29, a. 3, ad. 1, citado por E. FORMENT, “La filosofía del bien 
común”, cit., p. 811, nota 48. 
102 T. DE AQUINO, “Cuestión sobre la Caridad”, q. 2 a. 2., en T. DE AQUINO, Opúsculos y cuestiones selectas, 
Tomo V, Biblioteca de Autores Cristianos, Madrid 2008, p. 513. 
 22 
 
superior103. Por eso, el Doctor Angélico distingue dos modos de alcanzar. Uno, por la 
participación natural, que es la naturaleza racional o el ejercicio de las operaciones de 
conocer y apetecer el bien último, pero de forma imperfecta y ayudada por las virtudes 
teológicas. Otra, es la participación sobrenatural, que asumiendo la participación natural, 
contempla y ama a Dios en la visión beatífica104. 
En virtud de estas participaciones, la felicidad última no está en un bien creado, sino en un 
bien perfecto y universal apetecido totalmente: Dios105. Ese fin necesita de una voluntad 
recta en el obrar, según las condiciones de la obra virtuosa: voluntaria, pronta, deleitable y 
firme; y porque el amor es el principio de todos los afectos voluntarios106.  
Apreciamos una bienaventuranza antecedente, porque «la rectitud de la voluntad existe por 
el orden debido al fin último»; y una bienaventuranza concomitante pues «la 
bienaventuranza última consiste en la visión de la esencia divina, que es la esencia misma 
de la bondad»107. 
Retomando la relación del hombre y el Bien. Los hombres poseen entero el Sumo Bien, pero 
no totalmente porque muchos lo poseen por participación y por indivisibilidad del Bien. La 
inmaterialidad de lo participado (indivisible) y de los participantes permite esa perfecta 
comunidad para que ese algo uno sea realmente común a muchos en una comunidad 
causal108.  
He aquí la primacía del Bien Común: Dios, bien universal, ordena y subordina  al bien común 
social: hombre y sociedad, pero siendo común es superior (conocimiento, familia, gremio, 
municipios, etc.) a los bienes personales porque el Bien Común Supremo es la causa final 
de todo (universo)109. Asimismo, los calificativos supremo y común «dicen lo mismo, 
señalando más uno el orden y el otro la capacidad de difusión o de finalizar la actividad de 
otros»110. 
                                                         
103 C. CARDONA, La metafísica del bien común, cit., p. 24. 
104 Ibídem, pp. 24-25. 
105 T. DE AQUINO, Summa Theologiae, I-II, q. 2, a. 8c, citado por C. CARDONA, La metafísica del bien común, 
p. 69, nota 151. 
106 T. DE AQUINO, “Cuestión sobre la Caridad”, q. 2 a. 2, en T. DE AQUINO, Opúsculos y cuestiones selectas, 
cit., p. 512. 
107 T. DE AQUINO, Summa Theologiae, I-II, q. 4, a. 4, co., citado por E. BAÑOS, “Aproximación a la noción de 
Bien Común en Tomás de Aquino”, cit., p. 79, nota 17. 
108 T. DE AQUINO, De veritate, 7, a. 6, ad. 7, citado por C. CARDONA, La metafísica del bien común, cit., p. 30, 
nota 44.  
109 J. OSSANDÓN, “Primacía del Bien Común”, Revista de Filosofía, Vol. 19, (1981), pp. 72-73. 
110 C. CARDONA, La metafísica del bien común, cit., p. 40. 
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En sí, como el Bien Trascendente comunica su bondad al bien común social, éste es superior 
al bien personal. Además, solo en Dios encontramos una perfecta identidad entre la «razón 
común de bien», «objeto formal de la voluntad» y «razón por la que quiere todo lo que 
quiere», y el «“objeto” que posee esa razón», pudiendo atraer a la voluntad de modo pleno 
como objeto material suyo pues Dios es acto puro y bien por esencia. Asimismo, hallamos 
una identificación entre la «razón común de bien» y la «razón de bien común» porque «un 
bien es más bueno cuanto, por su misma intrínseca perfección, sea bueno para más»111 
hombres. 
Por otra parte, el bien intrínseco de la comunidad política se ordena al bien extrínseco: Dios. 
Esta «doble ordenación –de las cosas entre sí y de las cosas al ordenador- constituye la 
unidad del universo112, propia y directamente querida por Dios como algo esencial»113. 
Por estas razones es que decimos que Dios es absoluto o perfecto porque en Él está las 
perfecciones del ser y del obrar, es acto puro y no necesita ninguna perfección. El hombre, 
en cambio, solo es absoluto ontológicamente, pero no moralmente, necesitando del obrar 
para alcanzar su fin inmanente y sobrenatural114. 
Para terminar, a modo de aclaración. Dios puede ser llamado bien común solo en cierto 
aspecto: por su difusión o comunicabilidad al realizar la perfección de los hombres115. Estos 
necesitan de una virtud infusa, pero no la única: la caridad. La «caridad ama a Dios por razón 
de sí mismo; y por causa de él ama a todos los demás en cuanto se ordenan a Dios; por lo 
que, de alguna manera, ama a Dios en todos los prójimos»116. 
                                                         
111 Ibídem, p. 38.  
112 T. DE AQUINO, Summa Theologiae, I, q. 47, a. 3c, citado por C. CARDONA, La metafísica del bien común, 
cit., p. 42, nota 83. 
113 T. DE AQUINO, Summa Theologiae, I, q. 15, a. 2c, citado por C. CARDONA, La metafísica del bien común, 
cit., p. 42, nota 84. 
114 J. TODOLI, El bien común, cit., pp. 25-30. 
115 «Más aún, Santo Tomás contrapone manifiestamente el bonum commune al bonum divinum, dándole al 
primero un sentido estrictamente social y al segundo un sentido trascendente y sobrenatural. “La justicia legal 
se dice virtud general, en cuanto ordena los actos de las otras virtudes a su fin, que consiste en mover por 
imperio de todas las otras virtudes; pues así como la caridad puede llamarse virtud general en cuanto ordena 
los actos de todas las virtudes al bien divino, así la justicia legal, en cuanto ordena los actos de todas las virtudes 
al bien común”». Vid. T. DE AQUINO, Summa Theologiae, II-II, q. 58, a. 6, c., citado por J. TODOLI, El bien 
común, cit., p. 74-75, nota 7. 
116 T. DE AQUINO, “Cuestión sobre la Caridad”, q. 2 a. 4., en T. DE AQUINO, Opúsculos y cuestiones selectas, 
cit., pp. 530-531.  
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1.6. Características del bien común: integridad, jerarquía, comunicabilidad, 
inmutabilidad, participación, pluralidad y tradición 
El bien común posee características inmanentes y trascendentes117. Ellas son: a) integridad: 
el bien común constituye los bienes personales, propios de la perfección social de la persona 
humana en virtud de su naturaleza o de los bienes inferiores en los bienes superiores118; b) 
pluralidad: por la intrínseca perfección humana es que el bien es asequible por muchos 
hombres en una pluralidad social ordenada. Se distinguen entre sí por la variedad de sus 
propios fines y grados de ser como parte en el todo119; c) comunicabilidad: la inmaterialidad 
del bien común no está sometida a la cantidad y su comunicabilidad no está en la distribución 
o división que genera, por lo menos, la reciproca exclusión entre quienes gozan de esos 
bienes120. En rigor, los bienes puramente materiales (en su sola entidad física, no en su 
estimación simbólica, estética y afectiva) no son propiamente comunicables, sino 
partibles121; d) participación: propia y directamente, el bien es el ser perfectivo de otro a 
modo de fin. Los bienes particulares son porque participan por analogía del Sumo Bien, 
ordenándose a él por ser su causa última122 y en razón del bien común. Los bienes materiales 
son siempre menos comunes que los inmateriales123; e) jerarquía: el bien común y el bien 
particular se vinculan jerárquica y mutuamente porque realizando el primero se concreta el 
segundo. Aquél tiene propiedades esenciales frente a éste: el bien común no excluye al bien 
particular, sino que lo asume. El bien común exige a cada hombre tener un bien particular 
para la satisfacción personal, familiar y social. Finalmente, el bien común prima sobre los 
bienes particulares, subordinados, encontrándose armonizados y compatibles124 como los 
bienes útiles siempre se subordinan a los bienes honestos125; f) inmutabilidad: los bienes 
propios al fundamentarse en la naturaleza humana y ser más comunes en esencia, trascienden 
                                                         
117 Ciertamente no son las únicas y su ampliación depende de las exigencias naturales y las circunstancias 
sociales e históricas. En todo caso, las características enumeradas nos ayudan en nuestra investigación. 
118 J. ALVEAR, “El envilecimiento del bien común: entre liberalismo y clericalismo”, en M. AYUSO (ed.), El 
Bien común, cit., p. 123. 
119 C. CARDONA, La metafísica del bien común, cit., pp. 46-57 
120 J. VÉLEZ, “El contenido del bien común de la ciudad…”, cit., p. 15. 
121 J. ALVEAR, “El envilecimiento del bien común: entre liberalismo y clericalismo”, cit., p. 125. 
122 Para Emilio Baños, el bien común inmanente posee un elemento unitivo derivado de contemplar el bien 
común como causa final de todos los hombres y de la sociedad (sociedad de hombres); y elementos 
diferenciadores por las múltiples finalidades que se le pueden aplicar a las sociedades intermedios, menores o 
inferiores en la comunidad política. Vid. E. BAÑOS, “Aproximación a la noción de Bien Común en Tomás de 
Aquino”, cit., p. 76. 
123 C. CARDONA, La metafísica del bien común, cit., p. 63. 
124 E. FORMENT, “La filosofía del bien común”, Anuario Filosófico, Vol. 27, N° 2, (1994), p. 800. 
125 J. ALVEAR, “El envilecimiento del bien común”, cit., p. 124. 
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el espacio-tiempo histórico. Estos bienes comunes son válidos y universales para toda 
comunidad política que se ordene a la perfección (inmanente) y a su fin último 
(trascendente); y g) tradición: en la conservación y entrega de los bienes comunes por la 
responsabilidad intergeneracional, que conserva el bien común de la comunidad política para 
la justicia, el orden y la paz conformes a las exigencias normativas de la naturaleza humana, 
el derecho positivo, la tradición del pueblo y la Trascendencia. 
2. El interés general en la Modernidad 
La irrupción de la Revolución en la Modernidad y la Ilustración, herederas del Renacimiento 
y la Revuelta protestante, son evidentes por su subjetivismo inmanentista.  
El Estado absolutista se caracteriza por instituir la ratio status de naturaleza económica y 
utilitarista como fundamento de lo público; sustituto de la ratio ecclesiae de naturaleza 
jurídica (ius commune).  
El abandono del bien común tradicional genera el Ius Publicum Europeum en la Paz de 
Westfalia. Asimismo, el principio cujus regio ejus religio estableció la tolerancia entre la 
Cristiandad y la iglesia protestante soberana, desde la Paz de Augsburgo.  
No es sino con la irrupción de la secularización que se diferencia la moral pública y la 
conciencia privada, y su acomodo utilitarista en el indiferentismo moral y religioso126. Más 
allá está la promoción del mercantilismo y una naciente administración127 ejecutiva y 
burocrática, de raíz bodina y hobessiana, que centraliza el poder estatal y monopoliza la 
actividad política. 
En estos hechos, el Estado moderno se erige en dos pilares: el constitucionalismo y la 
administración estatal. Por un lado, como afirma Giovanni Sartori, la Constitución significó 
en Inglaterra un sistema de libertades británicas, mientras que los europeos buscaron una 
Constitución como sistema de libertades protegidas, que los colonos ingleses concretaron en 
1776. Aunque el fin era el mismo: garantismo pues la Constitución «significaba para ellos 
una ley fundamental, o una serie fundamental de principios, paralelos a una cierta 
disposición institucional, dirigida a delimitar el poder arbitrario y a asegurar un gobierno 
                                                         
126 D. NEGRO, La tradición liberal y el Estado, Unión Editorial, Madrid, 1995, cit., p. 155. Recordemos que el 
«Absolutismo no vació de contenido a los “poderes estamentales intermedios”, la nobleza, la Iglesia y las 
ciudades, aunque los dejará considerablemente debilitados». Vid. A. BENZ, El Estado moderno. Fundamento 
de su análisis politológico, Centro de Estudios Políticos Constitucionales, Madrid, 2010., p. 38. 
127 A. BENZ, El Estado moderno…, cit., p. 40. 
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limitado»128. Límites ante la ausencia de una idea de la unidad del orden y la ausencia de un 
fundamento sustancial para la libertad y la propiedad.  
Por otro lado está la consolidación de la administración pública, ya no como medio de 
dominio, sino como institución estatal (el Estado mismo) necesitado de cargos y medios 
administrativos, funcionarios cualificados y profesionales que estén sometidos a las normas 
jurídicas, y cuya formalización y jerarquía incluye el control129. En ésta «sólo a la 
administración compete la misión de definir el interés general […], un medio de legitimación 
del Estado, que asigna por medio de su administración la etiqueta de interés general a las 
actividades que considera, en un momento dado y por consideraciones que no son jurídicas, 
que constituyen un interés público»130. A la postre, la autonomía de la libertad y la igualdad. 
La Ilustración radical es menester para tal empresa porque «rechazaba todo compromiso con 
el pasado y buscaba acabar con las estructuras existentes en su totalidad, negando la Creación 
como la entendía tradicionalmente la civilización judeocristiana y la intervención de la 
Divina Providencia en los asuntos humanos». En su vertiente ateísta o deísta, también 
desprecia «toda forma de autoridad eclesiástica, negándose a aceptar la existencia de una 
jerarquía social ordenada por Dios». No es sino la «crisis de la conciencia europea»131. 
2.1. El interés general y el Estado 
La crisis de la Modernidad revela lo evidente: «el hombre occidental moderno no sabe ya lo 
que desea, ya no cree que pueda conocer lo que es bueno y malo […]. Unas pocas 
generaciones atrás, […] el hombre podía saber […] cuál es el orden social justo, el bueno o 
el mejor»132. El ideólogo moderno observa al hombre como un «ser inacabado», «abstracto», 
que va desarrollándose y construyéndose en la medida de que es consciente (racional o 
sentimentalmente) de sí mismo.  
En esta ideología se niega el derecho natural como objeto de la libertad humana por una 
libertad negativa sin finalidad objetiva. La justicia (virtud moral) no es lo suyo (debido), 
                                                         
128 G. SARTORI, Elementos de teoría política, Alianza, Madrid, 1992, p. 17. Podemos hallar aquí la distinción 
entre el Civil Law y el Common Law, porque aquélla está reducida a una codificación sistemática, mientas éste 
está inmerso en la realidad del derecho en la sociedad y determinada por los juristas. Vid. P. GROSSI, Lección 
del Derecho, Marcial Pons, Madrid, 2006, pp. 58-59. 
129 A. BENZ, El Estado moderno…, cit., pp. 219-226. 
130 G. DUMONT, “El derecho natural en el derecho administrativo. El caso de Francia”, en M. AYUSO (ed.), 
Utrumque ius. Derecho, derecho natural y derecho canónico, Marcial Pons, Madrid, 2014, p. 220 
131 J. ISRAEL, La Ilustración radical. La filosofía y la construcción de la modernidad, 1650-1750, Fondo de 
Cultura Económica, México, 2012, pp. 29-42. 
132 L. STRAUSS, “Las tres olas de la modernidad”, en C. HILB, Leo Strauss. El filósofo de la ciudad, Prometeo 
Libros, Buenos Aires, 2011, p. 51. 
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proporcionado a otros (comunidad política), sino un instrumento de satisfacción de deseos o 
placeres individuales en una «sociedad construida artificialmente». Aparece el «soberano» 
o el desconocimiento de una autoridad superior al rey133. 
Los presupuestos filosóficos que la Modernidad son los del Estado moderno. El 
subjetivismo, doctrina que descarta la cognoscibilidad objetiva de la verdad y el bien o un 
orden natural y trascedente. Su exponente, Guillermo de Ockham, postula tres ideas: a) el 
inmanentismo que «afirma la primacía del pensar sobre el ser, y niega el alcance trascendente 
del conocimiento humano»134; b) el voluntarismo que reviste al hombre como principio de 
todo pensamiento y sentir135; y c) el nominalismo en el conocimiento tangible de lo 
individual y particular sin mención a la metafísica y a la teología136. Además está René 
Descartes y su autonomía de la conciencia y la crítica desde la duda radical de la realidad137. 
A esta libertad abstracta contribuye Martín Lutero, quien desde el pesimismo antropológico 
considera que los órdenes sobrenatural, natural, eclesiástico, moral, jurídico o político son 
imposiciones necesarias y aceptadas libremente. El hombre se orientaría en la justificación 
por la fe (sola fides) sin autoridad más que el Evangelio (sola Scriptura) y su libre 
interpretación138. Lutero exaltaría así la sola conciencia y entendería la libertad del hombre 
como el señorío sobre todas las cosas y quien no estaría sometido a nadie más que a Dios, 
aunque limite la voluntad humana absoluta139. Sin orden metafísico y moral para la ley, se 
hace «depender el orden moral de la ley […] y el orden jurídico de la voluntad de quien tiene 
el poder (la juridicidad vendría dada por la sola efectividad y el orden definido como jurídico 
vendría necesariamente a coincidir con el ordenamiento positivo)»; la ley, el bien y lo justo 
serían la misma cosa140. 
Por otro lado, el racionalismo del s. XVI eleva el Estado como forma de organización 
política-histórica artificial para el cálculo y aumento del poder centralizado y eficaz de la 
seguridad, que lo legitima a coaccionar legalmente en el orden secular141.  
                                                         
133 F. ALTUVE-FEBRES, Los reinos del Perú. Apuntes sobre la monarquía peruana, cit., p. 54. 
134 A. LLANO, Gnoseología, Eunsa, Pamplona, 2011, 7a ed., p. 14. 
135 A. CATERULLI, “El principio de inmanencia, la divinización del hombre y el orden temporal”, Verbo, N° 
253-254, (1987), p. 251. 
136 F. PUY, “El nominalismo: primera crisis de las ideas de la Cristiandad”, Verbo, N° 104, (1972), p. 352. 
137 A. LLANO, Gnoseología, cit., p. 15. 
138 J. SEGOVIA, “La libertad de conciencia como fundamento del constitucionalismo”, en M. AYUSO (ed.), 
Estado, ley y conciencia, Marcial Pons, Madrid, 2010, pp. 153-156.  
139 D. CASTELLANO, Martín Lutero. El canto del gallo de la Modernidad, Marcial Pons, Madrid, 2016, p. 53. 
140 Ibídem, pp. 57-59. 
141 D. NEGRO, Gobierno y Estado, Marcial Pons, Madrid, 2002, pp. 33-35 
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Ante el pluralismo religioso, los intereses subjetivistas y materiales, y la secularización142 
(descristianización o desacralización social), el Estado se consolida como instancia exclusiva 
y excluyente que define el derecho y la justicia. Los derechos individuales de la vida, la 
libertad y la propiedad forjan el interés general (social), garantizados en la ley positiva.  
En suma, la estatalidad es un fin en sí misma, sin rivales históricos opuestos (monarquía y 
estamentos sociales intermediarios) y de conciencia (Iglesia)143. El auge de los intereses 
despersonalizados144. 
2.2. El interés general y las «olas de la modernidad» 
Es posible sintetizar los orígenes del interés general en la Modernidad, en lo que Leo Strauss 
llama «las olas de la Modernidad»: el positivismo, el historicismo y el nihilismo. Estas 
nociones nos permitirán vislumbrar los presupuestos filosóficos, jurídicos y políticos del 
carácter individualista y material del interés general. 
a) La primera ola de la modernidad: positivismo. Asentado en la separación entre hechos 
y valores, está representado por Nicolás Maquiavelo, Thomas Hobbes y John Locke. Se 
caracteriza por reducir el problema moral y político a un problema técnico o de control, y 
describe la naturaleza, revestida de civilización, como mero artefacto145.  
Al estudiar a Maquiavelo, Strauss elabora dos expresiones de su filosofía política moderna. 
Primero, su enfoque realista de las cosas políticas sobre cómo debe conducirse el príncipe 
con sus súbditos o sus amigos, según la verdad efectiva y práctica, y según el saber de cómo 
viven los hombres, descartando el cómo deben vivir (idealismo). Segundo, el control de la 
fortuna (o el azar) por la fuerza de un hombre sobresaliente, movido por la pasión de la gloria 
de ser un príncipe nuevo146. Este usará medios extraordinarios para transformar la materia 
corrupta (hombres) en buena e instaurar el mejor régimen político147.  
Maquiavelo postula que la inmoralidad origina a la moralidad. En efecto, la virtud, por 
naturaleza, ya no es el fin del hombre, ni se puede definir el bien de la sociedad. El bien 
                                                         
142 «La secularización consiste en un progresivo apartamiento de Dios como autor y fin del mundo y del 
hombre, es decir, de la Verdad, tal como la define la Iglesia Católica». Vid. J. SEGOVIA, “Qué es la 
secularización”, Verbo, N° 541-542, (2016), p. 150.  
143 D. NEGRO, La tradición liberal y el Estado, cit., p. 87. Esta entidad reclama una exigencia externa o 
impersonal en la lealtad (lex, abstracta e impersonal) antes que en la fidelidad (fides, concreta y personal). La 
«auctoritas non veritas facit legem» (o la disolución de la distinción clásica entre auctoritas y potestas). Vid. 
D. NEGRO, Gobierno y Estado, cit., p. 42-43. 
144 D. NEGRO, Gobierno y Estado, cit., pp. 39-40. 
145 L. STRAUSS, “Las tres olas de la modernidad”, cit., p. 54. 
146 L. STRAUSS, ¿Qué es la filosofía política?..., cit., p. 133. 
147 L. STRAUSS, “Las tres olas de la modernidad”, cit., p. 54. 
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común ya no tiene una fuente metafísica, ni moral; se transforma en objetivos reales para el 
Estado. Se anuncia una virtud cívica (positiva) y toda acción es buena si se ordena a esos 
fines porque «si el hombre no está por naturaleza ordenado a la virtud o a la perfección, si 
no existe un fin natural del hombre, el hombre puede proponerse casi cualquier fin que desee: 
el hombre es casi infinitamente moldeable»148.  
Por su parte, Hobbes, desde el «estado de naturaleza» y el racionalismo naturalista, 
reconduce el derecho natural y la justicia a la política. Redefine la ley natural desde el 
derecho natural racionalista a la propia conservación, prescindiendo de los demás fines 
naturales, jerárquicos y de los deberes. La naturaleza es reemplazada por el hombre y la ley 
por el derecho149, que representa «las necesidades o deseos básicos que efectivamente 
determinan a todos los hombres la mayoría de las veces, y no de la perfección o fin del 
hombre […]. Estos deseos primarios son, por supuesto, egoístas150». No es la pasión de la 
gloria la que organiza la sociedad, sino el miedo a la muerte violenta, que se traslada al 
estado social o cívico como miedo al poder o al gobierno151. Poder que ordena la sociedad 
en la paz y la seguridad.  
Finalmente, Locke, quien «[p]ercibió que lo que el hombre necesita ante todo para su propia 
conservación no es tanto amarse como alimentarse, o términos más generales, la 
propiedad»152. El deseo a la propiedad y adquisición ilimitada, que se entiende, primero, al 
propio cuerpo como derecho a la «libertad corporal»153. «Si la propiedad ha de entender en 
sentido moral, queda ubicada en la cima de los derechos naturales, en tanto cuanto 
significaría que siendo dueño de mi persona, lo mismo que de las cosas exteriores, soy dueño 
de mi vida, mi libertad y de todos mis derechos, de los que puedo disponer a voluntad. La 
                                                         
148 L. STRAUSS, ¿Qué es la filosofía política?..., cit., p. 132. 
149 L. STRAUSS, “Las tres olas de la modernidad”, cit., p. 57. 
150 L. STRAUSS, ¿Qué es la filosofía política?..., cit., p. 142. 
151 Ibídem, pp. 142-143. 
152 Ibídem, p. 143 
153 L. STRAUSS, “Las tres olas de la modernidad”, cit., p. 58. «Según la ley natural […] el hombre que vive en 
una sociedad civil puede adquirir tantas propiedades de toda clase, y más concretamente tanto dinero, como se 
le antoje, y puede adquirirlas por todos los medios permitidos por la ley positiva, que se encarga de mantener 
la paz entre los competidores y en el interés de éstos. […] Locke no cae en el absurdo de justificar la liberación 
del deseo de adquisición apelando a un inexistente derecho absoluto a la propiedad, sino que justifica dicha 
emancipación del único modo en que es posible defenderla, es decir, demostrando que redunda en el bien 
común, en la felicidad pública o la prosperidad temporal de la sociedad». Vid. L. STRAUSS, Derecho natural e 
historia, Círculo de Lectores, Barcelona, 2000, pp. 313-314. 
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propiedad tiene una prioridad ontológica sobre todos los derecho naturales, porque siendo 
propietario (de mí y de las cosas que hacen mi subsistencia) soy libre e igual»154. 
b) La segunda ola de la modernidad: historicismo 
Inicia con Jean-Jacques Rousseau. El ideólogo suizo sostiene que el verdadero estado de 
naturaleza del hombre es «subhumano o prehumano; su humanidad o racionalidad han sido 
adquiridas a través de un largo proceso. En lenguaje post-rousseauniano, la humanidad del 
hombre se debe no a la naturaleza sino a la historia, al proceso histórico, un proceso singular 
o único que no es teleológico»155.  
El «buen salvaje» rousseauniano carece de sociabilidad y racionalidad. Ante la incapacidad 
natural para asociarse, aparece la sociedad civil dotándole de libertad. En adelante, la ley 
positiva se fundamenta en la voluntad general. No existe ninguna otra ley como la ley natural 
o la ley divina. Esa voluntad es buena por sí misma, no en el sentido moral o metafísico, sino 
por el convencionalismo: «es buena porque es racional, y es racional porque es general, 
emerge a través de la generalización de la voluntad particular, de una voluntad que, en tanto 
particular, no es buena».  
La condición del «buen salvaje», anterior al instinto de conservación, es el sentimiento de la 
existencia, de la felicidad sin temor o preocupación156.  
En fin. La «naturaleza humana es meramente el resultado del desarrollo humano hasta el 
presente; se trata meramente del pasado del hombre, que no puede ofrecer guía alguna para 
el futuro posible del hombre». Sólo la razón es garante para materializar los deseos o deberes 
de los hombres. Un deber ser sin ser157. Presupuesto ideológico del comunismo.  
c) La tercera ola de la modernidad: nihilismo 
Su ideólogo es Friedrich Nietzsche, quien, según Strauss, constituye una nueva comprensión 
del sentimiento de la existencia. Comprensión que no está en la experiencia sentimental del 
terror y la angustia o de la armonía y la paz, sino en «el sentimiento del carácter 
necesariamente trágico de la existencia histórica».  
El problema humano no se resuelve en lo social, ni en el retorno a lo natural, «no hay 
posibilidad alguna de felicidad genuina; o lo más elevado de lo que el hombre es capaz no 
                                                         
154 J. SEGOVIA, La ley natural en la telaraña de la razón. Ética, derecho y política en John Locke, Marcial 
Pons, Madrid, 2014, pp. 115-116. 
155 L. STRAUSS, “Las tres olas de la modernidad”, cit., p. 58. 
156 L. STRAUSS, ¿Qué es la filosofía política?..., cit., p. 150. 
157 L. STRAUSS, “Las tres olas de la modernidad”, cit., p. 59-60. 
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tiene nada que ver con la felicidad»158. Al contrario, todos los ideales son resultado de actos 
humanos creativos o proyectos humanos libres que forjaron la existencia de culturas, aunque 
pretendiendo fundarse en la naturaleza, en dios o en la razón. La perspectiva histórica 
destruye esta pretensión. Así, Nietzsche propone el poder como origen de todos los ideales, 
cuyo nuevo proyecto es la transvaloración de los valores, que solo podrá ser vivido por el 
«superhombre» y por ningún otro hombre más. Aquél domina a otros, disipando la igualdad 
y apelando a la jerarquía como herencia del pasado. Una postura que trasladada a la política 
reivindica el fascismo159. 
En suma, bajo la filosofía política moderna, «la libertad abstracta que el salvaje goza en el 
estadio de naturaleza era el menosprecio de las fórmulas de libertades concretas ganada en 
el curso de los siglos por los pueblos civilizados. Era un estilo de libertad nueva; era la 
libertad ahistórica practicada por el buen salvaje ahistórico; era el optimismo antropológico 
llevado a sus consecuencia últimas, a la política. Era sustituir lo concreto por lo abstracto, 
era afirmar la bondad innata del hombre en cuanto hombre y la maldad de las sociedades 
civiles fundadas en la historia»160. 
2.3. La administración pública, el gobierno de los hombres y la razón de Estado: la 
conservación y defensa del poder, y del interés individual y general 
El Estado moderno es herencia de Nicolás Maquiavelo y del abandono de la filosofía clásica, 
jurídica y política (aristotélico-tomista) por considerarlas utopías fundadas en las nociones 
de naturaleza y virtud. El florentino intenta originar el derecho y la virtud en las instituciones, 
reduciendo el bien común a los fines del Estado: «la libertad respecto de la dominación 
extranjera, la estabilidad o el gobierno de la ley, la prosperidad, la gloria y el imperio»; 
definiendo la virtud (virtud cívica, patriotismo y egoísmo colectivo) como buena si cumple 
esos fines y justifica todos los medios para su cumplimiento161.  
Esos fines son la razón de Estado y la preocupación institucional para asegurar «la 
realización del orden social adecuado o deseable, o con el fin de dominar el azar» mediante 
el cálculo y el control que ofrece el poder162. Fines que legitiman la política exterior en «el 
                                                         
158 Ibídem, cit., pp. 62-63. 
159 Ibídem, pp. 64-66. 
160 F. ELÍAS DE TEJADA, “Libertad abstracta y libertades concretas”, Verbo, N° 63, (1968), p. 156. Vid. J. 
BELLIDO, “Del Estado a la Globalización: el olvido de la socialidad humana”, Nota al Pie, Vol. 5, N° 14, 
(2017), pp. 40-45. 
161 L. STRAUSS, ¿Qué es la filosofía política?..., cit., p. 132. 
162 Ibídem, p. 139. Max Weber no es ajeno: «El Estado es la única fuente del “derecho” a la violencia. Política 
significará, pues, para nosotros, la aspiración (Streben) a participar en el poder o a influir en la distribución del 
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aseguramiento de la integridad del territorio, de la protección de sus habitantes y la 
imposición de los intereses económicos»163.  
Si la razón es identificada con la política, «la única forma de legitimar el arte del Estado 
pasaba por la invención de una razón alternativa que no cupiera ignorar»164. «Razón de 
Estado es, por tanto, la razón de lo dominado y de quien lo domina y consta de privilegios, 
así como de leyes ocultas y secretas (arcana imperii), pensados para garantizar la seguridad 
de ese dominio concreto»165. 
Los mecanismos estatales como las leyes, los procesos y procedimientos, las políticas 
estatales o gubernamentales, proyectos sociales, etc., respaldan la conservación del Estado 
y su seguridad define lo que es justo e injusto para el orden público.  
El espectro político representativo tutelará el interés general de carácter individualista y 
material para mantener la convivencia social sostenida en las libertades individuales. El 
cimiento no es otro que la autonomía y la participación democrática (gobierno de los 
hombres) que determinan los derechos y valores positivos o legales en una sociedad 
pluralista, tolerante y relativista. 
2.4. La legitimidad por el origen (legalismo) y la administración pública 
El Estado y la administración pública moderna no descansan en la legitimidad por el fin o el 
bien común tradicional. La modernidad asume la exclusiva y excluyente legitimidad por el 
origen cuando se interroga sobre qué decisión política y jurídica debe regir la sociedad. Es 
menester realizar algunas precisiones. 
Recordemos que la legitimidad es una noción subjetiva que resalta un sentimiento colectivo 
de adhesión en favor de una persona o de una institución166. Una noción política que 
distingue la dicotomía poder-político y pueblo. 
En este panorama, tenemos dos situaciones en la legitimidad. Primero, el origen. La sola 
decisión política y la ley, que faculta la emisión de una norma jurídica o una política pública 
                                                         
poder entre los distintos Estados, o dentro de un mismo Estado, entre los distintos grupos de hombres que lo 
componen». Vid. M. WEBER, El político y el científico, Alianza, Madrid, 2000, p. 84. 
163 A. BENZ, El Estado moderno…, cit., p. 41. 
164  M. VIROLI, De la política a la razón de Estado. La adquisición y transformación del lenguaje político 
(1250-1600), Akal, Madrid, 2009, p. 41.  
165 Ibídem, p. 310. Vid. E. FERNÁNDEZ, Entre la razón de Estado y el Estado de derecho: la racionalidad 
política, Cuadernos Bartolomé de las Casas, N° 4, Dykinson, Universidad Carlos III, Madrid, 2007, pp. 7-14.  
166 F. ALTUVE-FEBRES, La democracia fuerte y otras herejías políticas, Editorial Quinto Reino, Lima, 2006, p. 
105. 
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en el tiempo bastarían para el orden social. Segundo, refrendar el origen. El plebiscito o acto 
afín ratificaría el origen y el ejercicio del poder, revestidos de legalidad167.  
A primera vista, la legitimidad no contiene al bien común. Tanto el poder político y la 
adhesión popular se vincularían al interés general. Pero es deber del Estado no arrogarse la 
legitimidad en sí mismo (Estado moral rousseauniano), ni encontrarla en el solo legalismo-
constitucionalismo, ni en la técnica de la administración pública, sino en el fin de la 
comunidad social. 
En lo tocante, encontramos la referencia sustancial en la legitimidad. Esta es el bien común 
o la legitimidad por el fin. Este fin legitima el ejercicio de la autoridad y la adhesión popular 
en el orden. Bien común que tutela la naturaleza, la moral, el derecho y la Trascendencia; 
reconoce los cuerpos sociales intermedios y el derecho positivo; confiere la razón de fin al 
Estado, a la administración pública y a la ley. Alejarse de este fin modela la ilegitimidad y 
el legalismo168. 
2.5. El interés general como fin: progresismo 
El interés general es el sustrato del progresismo, que supone dos fundamentos: la razón 
individualista y secularista; y la autonomía de la voluntad para determinar los intereses 
subjetivistas y para el control de la naturaleza. Una vertiente filosófica y otra materialista 
condensadas en la soberanía estatal. 
Ante la ausencia de un fundamento intrínseco (natural) o extrínseco (sobrenatural) que 
ordene el interés general, solo queda asumir el progreso individual (subjetivismo) y material 
(capitalismo) como rudimento social169.  
                                                         
167 «La disputa académica acerca de la existencia de dos legitimidades (de origen y de ejercicio) cede 
necesariamente en la doctrina católica, ante la legitimidad por el fin, ligada, en principio, al ejercicio del poder 
antes que al origen del gobernante. Y digo “en principio” porque el concepto de legitimidad por el fin (bien 
común) califica el ejercicio del gobernante (no toda legitimidad de ejercicio es tal, rectius, no todo ejercicio es 
legítimo) y relativiza el origen del gobernante». Vid. J. SEGOVIA, “Legitimidad y bien común: la tarea del 
gobernante”, cit., p. 177.  
168 Estas ideas giran en torno a la definición sociológica del Estado de Max Weber: «aquella comunidad que, 
dentro de un determinado territorio (el “territorio” es el elemento distintivo) reclama (con éxito) para sí el 
monopolio de la violencia física legítima». Noción que necesita su justificación en la legitimidad tradicional, 
por el carisma y por la legalidad. El Estado weberiano y su fin solo se animan por el “juego del poder” en el 
temor y la esperanza de cuño hobbesiano. Un orden, si es que lo hay, que Weber considera fáctico y a-
valorativo. Vid. M. WEBER, El político y el científico, cit., pp. 82-86. 
169 L. ROUGIER, El genio de Occidente [Raíces clásicas y cristianas de la civilización occidental], Unión 
Editorial, Madrid, 2011, 2a ed., pp. 125-129. 
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a) Progresismo individual y general 
La postura racionalista impela una actitud humana tipo ingeniero, que idea una técnica 
apropiada para concretar intenciones específicas170 históricas o volátiles. Por otro lado, el 
Estado contrae un compromiso moral y jurídico con los individuos, protegiéndolos de las 
amenazas internas y externas a la nación mediante la efectividad legal y de los acuerdos.  
Esta es la conciencia y la libertad negativa sin regla en la naturaleza humana y ante la cual 
el problema moral no se plantea porque «no es posible, en efecto, discernir el bien y el mal. 
El obrar humano “prescinde” de su existencia. Todo acto de la voluntad es bueno en cuanto 
su realización; todo obstáculo a su realización será malo»171. No hay fin concreto, ni hombre 
que deba demandarlo. 
En el ínterin del iusnaturalismo racionalista se cree encontrar el criterio de «legitimidad» 
que redunde el progreso en lo general por lo que «acomoda el respeto a los derechos naturales 
con la conservación de la sociedad; en otras palabras, el interés general. De modo que la ley 
natural no es el punto de toque de la legitimidad del gobierno, sino que el baremo debe 
hallarse, más bien, en el consenso que crea el Estado como salvaguarda de los derechos 
individuales»172. 
b) Progresismo material 
El liberalismo económico es transversal al Estado gendarme de la propiedad privada y del 
mercado libre como condiciones necesarias y suficientes de la sociedad libre y del poder 
político173. Desde esta perspectiva, la moral, la religión, el derecho y la política se subordinan 
al individualismo y al economicismo, y sus fluctuaciones capitalistas, cuyos riesgos son 
asumidos por el Estado y su legislación.  
Desde los tiempos dieciochescos, como expresa Carl Schmitt, se pregonó la idea dominante 
del progreso o la racionalización como mejora o perfeccionamiento de credo humanitario y 
moral.  En este preludio, «progreso significa básicamente progreso en la ilustración, en la 
cultura individual, en el autodominio y la educación, en una palabra, perfeccionamiento 
moral. En una época de pensamiento económico o técnico el progreso se entendería directa 
                                                         
170 M. OAKESHOTT, El racionalismo en la política, Fondo de Cultura Económica, México, 2000, p. 24. 
171 D. CASTELLANO, Martín Lutero. El canto del gallo…, cit., Marcial Pons, Madrid, 2016. 
172 J. SEGOVIA, La ley natural en la telaraña de la razón…, cit., 2014, p. 224. 
173 A. PANEBIANCO, El poder, el Estado, la libertad. La frágil constitución de la sociedad libre, Unión Editorial, 
Madrid, 2004, p. 72. 
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y naturalmente como progreso económico o técnico, y el humanitario y moral, si es que aún 
suscita algún interés, aparecerá como subproducto del progreso económico»174. 
En conclusión, el fin del interés general no es más que el bienestar individual y material de 
la autonomía de la voluntad y el control económico-técnico-científico de la naturaleza hacia 
el progreso total175. 
2.6. Características del interés general: racionalista, contractualista, individualista, 
liberal, pluralista, colectivista y utilitarista 
El interés general posee características inmanentistas e ilustradas que descartan la realidad 
metafísica o teológica: a) racionalista: el racionalismo, transversal en la modernidad, solo 
confía en la razón de descubrir ideas o principios innatos en el hombre e inmanentes en la 
naturaleza. Como tal, parte de verdades a priori, anteriores a la experiencia y comprobadas 
en ella, y edifica un sistema de verdades que explican la realidad; ideal que estructura y 
organiza la actividad humana y social176. Al final, son ideas abstractas, reducidas al 
experimentalismo de los hechos. Teoriza sobre la inmoralidad, el vicio y el conflicto para 
construir la sociedad, el Estado, la ley y el derecho artificiales; b) contractualista: en un 
pesimismo antropológico (estado de naturaleza) y gnoseológico (incognoscibilidad de la 
verdad), inventa que el hombre es bueno, social, jurídico y político por el contrato social. 
Justifica la dominación estatal sólo «cuando ello radicara en interés de todos los miembros 
razonables de una sociedad»177. Queda la razón de Estado y el sentido de la ley como fuentes 
del derecho y de la moral para el interés público; c) individualista: desde la teoría egoísta 
del hombre aislado y la autorreferencialidad del pensamiento junto a la revolución 
protestante e ilustrada sobre la voluntad de los individuos soberanos, se alza los derechos 
individuales del hombre, opuesto a los demás sin más deber que el beneficio a sus intereses 
individuales o materiales en cumplimiento de la conciencia autónoma, de la ley y los 
pactos178; d) liberal: por la emancipación y división de la razón y la naturaleza o del hombre 
y la ley179. Libertad negativa sin fin objetivo (bien o derecho) confiada en la autonomía y en 
la garantía del constitucionalismo y de los derechos fundamentales o humanos abstractos 
                                                         
174 C. SCHMITT, El concepto de lo político, Alianza, Madrid, 2006, p. 113. 
175 D. NEGRO, La tradición liberal y el Estado, cit., p. 13. 
176 F. COPLESTÓN, Historia de la filosofía. Volumen 2: de la escolástica al empirismo, Ariel, Barcelona, 2015, 
p. 14. 
177 A. BENZ, El Estado moderno…, cit., p. 89. 
178 W. NAEF, La idea del Estado en la edad moderna, Comares, Granada, 2005, pp. 89-93. 
179 L. STRAUSS, “Las tres olas de la modernidad”, cit., pp. 60-61. 
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(facultades o intereses). El solo control técnico del poder por la separación geográfica y por 
los procedimientos de tutela180; e) pluralista: asentada en el subjetivismo (la verdad para 
mí) que desplaza la realidad (la verdad en sí) y erosiona el relativismo moral 
(incognoscibilidad del bien). Para esta ideología no existen los bienes comunes inmutables 
y trascendentes; solamente se conocen aperturas históricas con opciones (intereses) morales 
y jurídicos contingentes y convencionales con acento neutral sobre los modus vivendi de la 
sociedad. La tolerancia es la presentación de la sociedad pluralista181; f) colectivista: el 
igualitarismo homologa a los individuos en la identidad de vivir juntos y en el 
autogobernarse con los mismos derechos a ser optimizados en el proceso de socialización 
democrática. La igualdad radica en la autonomía y la ciudadana es definida por el Estado. El 
colectivismo favorece al liberalismo (neutralidad estatal) y al comunismo o el totalitarismo 
estatal disolvente de la jerarquía del bien común y las sociedades intermedias182; y g) 
utilitarista: los bienes propios existen en la polaridad del beneficio sensitivo y material183. 
La juridicidad humana se reduce a los intereses utilitaristas, que precisan del revestimiento 
jurídico-legal para su validez. El bien carece de trascendencia en una sociedad neutral. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                         
180 D. CASTELLANO, Orden ético y derecho, Marcial Pons, Madrid, 2010, p. 99. 
181 J. SEGOVIA, “La libertad de conciencia…”, cit., pp. 171-173. 
182 E. HERNANDO, Deconstruyendo la legalidad. Ensayos de teoría legal y teoría política, Fondo Editorial de 
la Pontificia Universidad Católica del Perú, Lima, 2002, 2ª ed., pp. 241-245. 
183 P. BERKOWITZ, El liberalismo y la virtud, Editorial Andrés Bello, Barcelona, 2001, p. 177. 
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CAPÍTULO III 
CRÍTICA Y RESTAURACIÓN DEL BIEN COMÚN TRADICIONAL COMO 
FINALIDAD DEL PRINCIPIO CONSTITUCIONAL IMPLÍCITO DE BUENA 
ADMINISTRACIÓN. UNA DEFENSA DE LA DIGNIDAD DE LA NATURALEZA 
HUMANA 
 
1. Cuestión previa 
1.1. La persona humana, el bien común y la Constitución Política 
Siguiendo a Santo Tomás de Aquino, la naturaleza humana (condición de la persona) no es 
el fin de la comunidad en stricto sensu, sino el principio de operaciones del hombre y 
fundamento de la exigencia moral (bien propio) y jurídica (derecho natural), que condiciona 
la libertad humana para alcanzar su dignidad moral y su fin último. 
El bien común, al integrar el bien personal, evidencia que el hombre no comprende por sí 
mismo la perfección de su especie (existencia, coexistencia y continuidad), no es absoluto. 
El fin no es el participante, sino el bien participado (perfecto y perfectivo).  
También podemos afirmar que el bien propio y el derecho natural no se reducen a la 
individualidad humana. Los hombres se inclinan al bien y respetan lo justo porque aman más 
a su especie para conservarla (matrimonio y familia) que a su bien singular como aman a las 
cosas circundantes por necesarias (cultura, educación, civilización) y aman absolutamente a 
Dios184. En ese espacio familiar, sus miembros intercambian conocimiento, afectividad, 
cuidado, respeto, recreo, esfuerzo, etc., en una responsabilidad conjunta.  
Precisamente, las nociones de derecho (la cosa justa) y de justicia (constante y perpetua 
voluntad de dar a cada uno lo suyo) confirman la acción humana teleológica. 
Recordemos que el hombre por su razón práctica conoce y obra como sujeto deudor (da o 
respeta lo suyo), actualizando el ius del otro como finalidad (objeto) de la justicia. Asimismo, 
desde el realismo jurídico, las causas del derecho afirman la naturaleza humana social y sus 
fines inmanente y trascedente. Siguiendo a Santo Tomás de Aquino, la causa material del 
derecho alude a las acciones y cosas exteriores debidas en justicia y «puede afirmarse que la 
justicia es el bien del otro»185. La causa formal del derecho «consiste en ese ajuste o igualdad 
                                                         
184 C. CARDONA, La metafísica del bien común, cit., p. 64. 
185 L. VIGO, Las causas del derecho, Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 1982, p. 70.  
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de una acción humana exterior respecto al título del otro»186, que puede ser de derecho 
natural o de derecho positivo. La causa eficiente del derecho, ordenadora de la conducta 
justa, está constituida por «la ley natural jurídica y las normas jurídicas positivas dado que 
engendran y ordenan diferentes obligaciones o débitos de alguien hacia otro»187, aplicando 
sanción ante la desobediencia. Para terminar, la causa final del derecho está en la justicia 
particular que se ordena a la justicia general o al bien común. Si la esencia del orden proviene 
del fin, según Santo Tomás de Aquino, «el orden que proviene del derecho es el orden social, 
y en consecuencia el bien que procura será común»188. 
Por otro lado, si el pilar del bien propio y del derecho natural es la naturaleza humana, 
entonces el bien común posee un sustrato metafísico, moral y jurídico, que explica la realidad 
antropológica. En esta armonía, el bien propio (particular, privado o singular) no es contrario 
al bien común, según los argumentos que pasamos a exponer.  
Primero, de un lado, como enseña el Aquínate, por la cognoscibilidad ético-jurídica del 
hombre o el conocimiento particular de las cosas a las que tenemos dilección particular de 
bien privado, originado en el conocimiento sensible. Por ejemplo, si atiendo el derecho a la 
vida individual y comunitaria, los bienes privados serán los alimentos o la salubridad. Por 
otro lado, en la dilección del bien verdaderamente común y universal que proviene del 
conocimiento intelectivo189. Por ejemplo, el matrimonio, beneficia a la sociedad en la 
responsabilidad generacional y cultural, o la instrucción (educación) que cultiva la razón en 
la palabra (lenguaje), o el conocimiento de Dios en el estudio y la contemplación.  
Fines a los que el individuo aislado no puede llegar por sí solo porque la vida, el matrimonio 
y la familia, y la educación, es el derecho natural que comunica lo particular con lo común 
del otro (bien común) y necesita de la regulación del derecho positivo.  
Segundo, la naturaleza social del hombre evidencia que el bien propio está inmerso en el 
bien común porque «tanto el bien privado como el común son personales, de personas, y, 
por lo mismo, pueden ser llamados propios»190. La razón de la íntima complementariedad 
de ambos bienes está en que el bien personal (bien total) está compuesto de bienes de 
                                                         
186 Ibídem, p. 78. 
187 L. VIGO, Las causas del derecho, cit., p. 132. 
188 Ibídem, pp. 163-164. 
189 T. DE AQUINO, De spiritualibus creaturis, a. 8, ad 5, citado por C. CARDONA, La metafísica del bien común, 
cit., p. 63, nota 135. 
190 J. OSSANDÓN, Aprendiendo a pensar, Monasterio, Santiago de Chile, 2011, 2a ed., p. 45. 
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naturaleza individual y de naturaleza común. Ambos son indispensables, como el alimento 
y el vestido o la verdad y la virtud moral191.  
Por último, no coincidimos con el artículo 1 de la Constitución Política del Perú que 
prescribe: «La defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad son el fin supremo 
de la sociedad y del Estado» por tres razones: Primera, se pretende agotar el principio de 
operación y las exigencias de la naturaleza humana en la individualidad y no en la 
sociabilidad. Segunda, se  reemplaza el bien común como fin social por el hombre como fin 
en sí mismo; es decir, el bien común (perfecto y perfectivo) tiene como finalidad a la 
dignidad humana (perfectible). Esto lo aclaremos más adelante en nuestro apartado sobre la 
dignidad en las sentencias del TC. Tercero, al no existir una noción de bien común y 
enunciados de bienes comunes, se reconocería a la dignidad como fin en sí mismo, 
fundamento y principio de los derechos fundamentales y humanos. 
Creemos necesario, entonces, revisar brevemente los conceptos que criticamos y los 
escenarios donde nuestra argumentación se resuelve, toda vez que hemos destacado, hasta 
aquí, el orden y la subordinación en el bien común. 
1.2. La razón de fin y el fin en sí mismo 
Es imprescindible una noción para sustentar la razón de fin. La persona humana es «una 
substancia individual subsistente dotada de conciencia y dominio de sí misma, que por el 
conocimiento de la verdad y el amor del bien, tiende hacia su perfección en la unión íntima 
con el Ser Absoluto»192. Apreciamos la naturaleza racional (inteligencia y voluntad) y 
espiritual (trascendente) como libre y autónomo, inmaterial (alma) y corporal, individual y 
social, temporal y eterno.  
Si el bien común social o político inicia en el hombre concreto, debe reconocerse la finalidad 
de sus actos ordenados a la plenitud inmanente y trascendente. Ese fin concreto buscado por 
su libertad, que obra hacia el bien (orden moral) y el respeto del derecho (orden jurídico). 
Así las cosas, la persona humana está ordenada a la comunidad política, pero no en todo su 
ser, pues su naturaleza posee cosas ordenadas a otro fin superior, donde sus actos tienen 
razón de mérito o desmérito193. 
                                                         
191 C. SACHERI, El orden natural, cit., p. 191.  
192 J. TODOLI, El bien común, cit., p. 42. 
193 T. DE AQUINO, Suma Teológica, I-II, q. 21, a. 4, ad. 3, citado por J. TODOLI, El bien común, cit., p. 32. 
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a) El fin en sí mismo: autonomía absoluta 
El inmanentismo de Ockham es el punto de partida de la autonomía absoluta. Si «lo único 
real es lo singular», lo real queda limitado a la percepción de los sentidos y así es identificado 
por el entendimiento194.  
Podemos distinguir cuatro momentos de la autonomía absoluta, siguiendo a Julio Alvear: a) 
el momento protestante como el derecho al libre examen para analizar la fe sin autoridad del 
magisterio desde categorías subjetivas, despreciando la razón ante la verdad religiosa; b) el 
momento iluminista que alza la libertad de conciencia bajo tres presupuestos filosóficos: i) 
las ideas existen como sensaciones transformadas y no como esencias de las cosas, ii) la 
separación absoluta entre la religión revelada y la razón, y iii) la artificialidad de la sociedad 
y la política; c) el momento kantiano como la aplicación de la conciencia desligada de la 
religión a la moral: «la conciencia es autónoma, sólo obedece a las leyes que se da a sí 
misma», «se diría de entusiasmo religioso invertido»; y d) el momento del ateísmo 
postulatorio, que negadora de la ley externa a lo inmanente, concluye negando al autor de 
aquéllas, postulando al hombre como deidad por su liberad absoluta195.   
De esta manera, solo queda concebir la dignidad desde la autonomía de la conciencia. «Una 
libertad humana clausurada en su propio ejercicio: […] prescinde de un fin exterior para las 
acciones humanas, porque el sujeto agente es el propio fin de esas acciones»196.  
Esta ética formal de la conciencia autónoma es ley de la voluntad, que es, a la vez, ley 
universal. Para el ideólogo de Königsberg, en su Metafísica de las costumbres, «la dignidad 
de la humanidad consiste precisamente en esa capacidad de ser legislador universal, aun 
cuando bajo la condición de estar al mismo tiempo sometido juntamente a esa 
legislación»197.  
                                                         
194 J. WIDOW, “El derecho natural y la teología (I): una perspectiva clásica”, en M. AYUSO (ed.), Cuestiones 
fundamentales de derecho natural, Madrid, 2009, p. 41. 
195 J. ALVEAR, “La libertad de conciencia y de religión. Una apelación a nuestro presente histórico”, en M. 
AYUSO (ed.), Estado, ley y conciencia, Marcial Pons, Madrid, 2010, pp. 136-137.  
196 R. DIP, “Los derechos humanos y el derecho natural: de cómo el hombre imago Dei se tornó imago hominis”, 
en M. AYUSO (ed.), Cuestiones fundamentales de derecho natural, Marcial Pons, Madrid, 2009, p. 132. 
197 Ibídem, pp. 132-133. Sin duda alguna, de aquí se sigue que todo ser racional, como fin en sí mismo, habría 
de poder considerarse al mismo tiempo como legislador universal con respecto a todas las leyes a las que pueda 
verse sometido, porque justamente esa pertinencia de sus máximas para una legislación universal es lo que le 
distingue como fin en sí mismo, e igualmente esta dignidad (prerrogativa) suya por encima de todos los seres 
simplemente naturales comporta que siempre haya de adoptar sus máximas desde su propio punto de vista, 
pero al mismo tiempo haya de asumir también el punto de vista de cualesquiera otros seres racionales como 
legisladores (a los que por eso se les llama también personas). De tal modo es posible un mundo de seres 
racionales (mundus intelligibilis) como un reino de los fines, y ciertamente por la propia legislación de todas 
las personas como miembros. En virtud de lo cual, todo ser racional ha de obrar como si merced a sus máximas 
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En Kant, el hombre es su propio fin y su conducta no está ordenada a ningún bien de base 
metafísica, moral o divina. Por eso, su imperativo categórico: «obra de modo que la norma 
de tu conducta pueda erigirse en norma de conducta universal» es puramente formal; es 
decir, «en sí misma no manda ni prohíbe nada concreto, pero sirve para cualquier clase de 
contenidos o actos. Según Kant, no debe hacerse un acto porque sea bueno, sino que es bueno 
porque debe hacerse. La moral radica sólo en una forma de hacer, de la razón práctica»198. 
Esta teoría responde a un estado de naturaleza conflictivo199. 
El fin en sí mismo claudica a toda ley moral y trascendente por ser externas al sujeto. Esta 
es la libertad negativa o el concepto moderno de la libertad, «en el sentido que demarca el 
área de exclusión de la intervención de toda autoridad, sobrenatural o natural, que no sea la 
propia individualidad, esto es, la libre autodeterminación […] sin más límite que la igual 
libertad de los demás»200. «Así como en la filosofía tradicional la ley moral se derivaba de 
la existencia de Dios, en el kantismo la existencia de Dios se deriva de la moral»201. 
Una inversión de la dignidad ontológica y de la naturaleza humana porque la conciencia de 
sí mismo o la auto-conciencia es un acto relativo a la persona, que supone la existencia 
                                                         
fuera siempre un miembro legislador en el reino universal de los fines. El principio formal de esta máxima es 
este: “Obra como si tu máxima fuese a servir al mismo tiempo de ley universal (de todo ser racional)” ». 
198 R. GAMBRA, Historia sencilla de la filosofía, Rialp, Madrid, 2008, 27ª ed., pp. 194-195.Vid. I. KANT, 
Fundamentación para una metafísica de las costumbres, Alianza, Madrid, 2012, 2ª ed., pp. 153-154. 
199 «A diferencia de Rousseau, y en consonancia con Hobbes, Kant considera que la lucha tiene raíces en la 
naturaleza humana. La paz no es lo natural entre los hombres, sino una conquista de su voluntad consciente. 
“El estado de paz entre hombres que viven juntos no es un estado de naturaleza (status naturalis), que es más 
bien un estado de guerra, es decir, un estado en el que, si bien las hostilidades no se han declarado, sí existe 
una constante amenaza. El estado de paz debe, por tanto, ser instaurado”. Salir del estado de naturaleza para 
constituir una sociedad civil mediante el “contrato originario” […] es un imperativo de la razón, un deber. Pues 
“la razón práctico-moral formula en nosotros su veto irrevocable: no debe haber guerra». Vid. A. TRUYOL, 
“Introducción”, en I. KANT, Sobre la paz perpetua, Tecnos, Madrid, 1998, 6ª ed., p. XII. 
200 J. SEGOVIA, “La libertad de conciencia…, cit., p. 150. 
201 R. GAMBRA, Historia sencilla de la filosofía, cit., p. 195. «No se trata de tener primero una idea de la esencia 
divina para deducir de ella la existencia de Dios. Se trata de que a través de la consciencia del imperativo 
categórico se llega a la idea de Dios que me habla en y a través de la ley moral. Tener esta idea, de Dios y creer 
en Él son una y la misma cosa. O sea, concebir a Dios como inmanente en mí, como sujeto que ordena 
moralmente, es concebirle como existente. Pero esta consciencia de Dios como inmanente a la conciencia 
moral es una “demostración suficiente” de Su existencia sólo para la conciencia. […] Lo que quiere decir es 
que dentro de la conciencia moral y para ella, la idea de la ley como voz, de un legislador divino es equivalente 
a la fe en la existencia de Dios». Vid. F. COPLESTÓN, Historia de la Filosofía. Volumen 3: de la filosofía 
kantiana al idealismo, Ariel, Barcelona, 2015, p. 307. «No podemos aceptar, ante todo, definir a la persona por 
la autonomía. Es la concepción de Kant, y se comprende muy bien en Kant porque, por una parte, la razón 
teórica no puede elevarse a la metafísica y porque, por otra parte, la razón practica da ella misma sus leyes de 
acción. El deber emana a priori de la razón y el hombre en definitiva no está sometido más que a las leyes que 
el mismo ha dado. A esto objetaremos simplemente que el hombre es incapaz de ser el fundamento último de 
la obligación moral». Vid. R. VERNEAUX, Filosofía del hombre, Herder, Barcelona, 1970, 2ª ed., p. 232. 
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humana. No se es persona porque haya sensaciones, ideas, decisiones, etc., sino en cuanto 
se es, unidad202. 
En suma, el fin en sí mismo es la autonomía absoluta de la conciencia moral o la 
autodeterminación de la voluntad por la que el hombre es su propia ley, sin el fin moral, 
jurídico y político (bien común inmanente) que exige su naturaleza, y sin el fin superior (bien 
común trascendente) que ordena su obrar.  
b) La razón de fin: orden y subordinación 
En el camino de la perfección, enseña José Todoli, la asimilación del conocimiento y la 
posesión de las cosas son insuficientes para colmar las posibilidades del espíritu infinito; por 
ello, la persona humana tiende a Dios como Ser Infinito, Verdad Absoluta y Bien pleno. 
Heteronomía que no se contrapone a la autonomía humana, sino que la ordena, forjando una 
relación de subordinación203. 
En ese Bien está la excelencia del ser humano, según Santo Tomás de Aquino, por la 
perfección de su naturaleza (dominio sobre su acto) y por la dignidad de su fin (conociendo 
y amando a Dios)204. Este conocimiento y amor del Bien lo reconocemos en el orden natural, 
al que el hombre se ordena conscientemente como ser libre y dominador de sus actos y 
cosas205. Y en el orden sobrenatural tenemos un fin, por la gracia, en la «participación de la 
vida divina en nosotros». Dios como principio del orden sobrenatural206. 
Habíamos escrito que la sociedad es una unidad de orden, pues cada persona, en su propio 
ser y dignidad, se ordena al bien común como la parte al todo. Así, cada hombre es digno en 
razón de fin y no constituye medio207. 
Ahora bien, el bien trascendente que supera, no contrapone, el bien común, establece los 
límites de la supremacía del bien social sobre el bien particular208. En este escenario, el bien 
trascendente ordena el bien común social al bien personal cuando la sociedad y el Estado 
                                                         
202 J. TODOLI, El bien común, cit., p. 39. 
203 Ibídem, p. 34. Asimismo expresa sobre la noción boeciana de substancia individual de naturaleza racional, 
que la substancia es «un todo perfecto en toda la línea del ser. En ella encontramos la materia como principio 
individuante, el alma racional como acto formal quiditativo la existencia substancial como acto entitativo». 
En sí misma y por sí misma, la substancia individual «está actuada por una forma subsistente, espiritual, 
racional, gracias a la cual efectivamente la persona significa lo más perfecto que hay en el orden de la 
naturaleza».  
204 T. DE AQUINO, Suma contra gentiles, 1, III, c. 3, citado por J. TODOLI, El bien común, cit., p. 34, nota 18. 
205 «La conciencia moral, por tanto, es primeramente juicio práctico acerca del bien y del mal, de lo justo y lo 
inicuo, que se expresa con referencia a la realidad de las cosas». Vid. D. CASTELLANO, Martín Lutero. El canto 
del gallo…, cit., pp. 73-74. 
206 J. TODOLI, El bien común, cit., pp. 41-46.  
207 Ibídem, p. 78. 
208 Ibídem, p. 85. 
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intenten vulnerar ese fin último. Como se ve, la superioridad del bien común es relativa 
debido a la naturaleza humana que trasciende al Estado. Entonces, la persona humana, junto 
a su bien propio, es superior al bien común en razón de su fin último, superior al Estado, que 
es razón de su ser209.  
Es más, si Dios es comunicable al hombre y la sociedad política es una unidad de orden, solo 
la persona humana puede aprehender la divinidad, por su inteligencia y voluntad, y cumplir 
el acto supremo de la contemplación. Ante esto, afirmamos también que la sociedad y el 
Estado son inferiores a la persona porque el hombre participa del bien trascendente, 
perfección absoluta al que se ordena210. 
Visto que la naturaleza humana se mueve en la eternidad antes que en la temporalidad, la 
«vida social se le presenta […] como un fin intermedio», encontrando en ella la perfección 
temporal necesaria para alcanzar aquello que le excede, el fin último211. El hombres, por 
tanto, es querido y está religado a Dios. 
En conclusión, siguiendo el pensamiento tomista de Todoli, la razón de fin o bien es el orden 
del bien común social (relativo) en sí mismo conocido y apetecido por el hombre en virtud 
de su naturaleza humana, subordinados al fin último o bien trascendente (absoluto).  
2. La dignidad humana en las sentencias del Tribunal Constitucional 
El TC, como máximo intérprete de la Constitución Política del Perú, vincula, mediante sus 
sentencias (erga omnes o inter pares), a la jurisdicción ordinaria y especial. Se delimita así 
el contenido material de los derechos fundamentales y su alcance para la sociedad y el 
Estado.  
En esta labor, el TC desarrolla una noción sobre la dignidad humana: «La dignidad de la 
persona humana es el presupuesto ontológico para la existencia y defensa de sus derechos 
fundamentales. El principio genérico de respeto a la dignidad de la persona por el sólo hecho 
de ser tal, contenido en la Carta Fundamental, es la vocación irrestricta con la que debe 
identificarse todo Estado Constitucional y Democrático de Derecho. En efecto, este es el 
imperativo que transita en el primer artículo de nuestra Constitución»212. 
                                                         
209 Ibídem, p. 91. 
210 Ibídem, p. 93-95. 
211 Ibídem, p. 79-82. 
212 STC Exp. Nº 0010-2002-AI/TC, F.J. 217. En la STC Exp. N° 2273-2005-PHC/TC, del 20 de abril de 2006, 
F.J. 5, manifiesta que la dignidad del ser humano es «el valor supremo que justifica la existencia del Estado y 
de los objetivos que este cumple», además es «el fundamento esencial de todos los derechos que, con la calidad 
de fundamentales, habilita el ordenamiento».  
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2.1. Las clases de dignidad humana 
De acuerdo a lo escrito, el bien común es el orden del bien propio y del derecho natural en 
la sociedad, que se fundamenta en la naturaleza humana.  
Retomando el estudio tomista, es necesario distinguir las nociones de dignidad: persona, 
naturaleza y moral, para aclarar el sustrato del bien común, del bien propio y del derecho 
fundamental213. 
Siguiendo a José Miguel Gambra, la dignidad ontológica se concibe en dos clases: en la 
substancia individual y en la naturaleza humana (facultad racional y libre albedrío). Una 
distinción acorde con la definición boeciana de persona: substancia individual de naturaleza 
racional.  
Expresar que la persona es substancia individual significa que está en sí y no en otra cosa. 
En ella recaen los accidentes o las cosas que están en el sujeto (cantidad, cualidad, relación, 
lugar, tiempo, modo, hábito, acción y pasión). Y lo individual es «lo que no se puede decir 
de muchos» y es materialmente diverso. Por otro lado, la naturaleza es «la forma, o esencia, 
que “se puede decir de muchos”» porque «es común a muchas cosas y hace que “sean lo que 
son”». Así podemos decir que el hombre es un ser subsistente porque se sustenta en sí y no 
en otra cosa, y es hipóstasis (substancia primera) o sujeto de los accidentes que no existen 
en sí, sino en él214; por tanto, el hombre es una forma racional subsistente que lo anima y es 
Pablo o Tomás por la materia concreta que realiza la unidad substancial de la persona215. 
Estas dos clases de dignidad ontológica «se atribuyen a esas substancias individuales que 
son las personas por la perfección de su esencia y de su modo de existir, con independencia 
de sus acciones, que son accidentes sobreañadidos»216. 
Ahora bien, según Leopoldo Palacios, visto que la dignidad de la persona humana alude, en 
un primer momento, a la substancia individual, no podemos enunciar que los derechos 
naturales o fundamentales radican allí. Esa dignidad ontológica o física no es un bien moral 
o jurídico. Además, al evocar que esa substancia individual es de naturaleza racional, 
                                                         
213 Comprendemos el derecho fundamental como el derecho natural jurídicamente constitucionalizado en un 
ordenamiento jurídico y derecho humano a ese mismo derecho natural en el derecho internacional (ius cogens). 
El fundamento es la dignidad de la naturaleza humana. 
214 J. GAMBRA, “La noción clásica de dignidad y los derechos humanos”, Anales de la Fundación Francisco 
Elías de Tejada, Nº 16, (2010), p. 38.  
215 J. TODOLI, El bien común, cit., pp. 30-31. Allí mismo sostiene que: «Individuación es aquello por lo cual 
una forma se multiplica dentro de una misma especie. Individualidad es aquello por lo cual una forma 
subsistente es indivisible, incomunicable a otros seres de la misma especie, constituyendo ella por sí sola toda 
una especie». 
216 J. GAMBRA, “La noción clásica de dignidad…”, cit., p. 41. 
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afirmamos que esta esencia es un bien del hombre; y como todo bien es perfectivo, esa 
esencia de la persona humana es un fin, el fin de la generación217.  
Entonces, solo en la substancia se da la conversión del bien en el ser y del ser en el bien (ser 
en razón de bien)218 o la substancia y la naturaleza humana (facultad racional y libre 
albedrío), propio de todo hombre, por las que es bueno o perfecto (perfección del ser) a otros 
seres. 
Esta dignidad del ser se conserva y no la pierde la persona humana. Lo que no puede 
afirmarse cuando el hombre actúa porque decimos que es digno o indigno, bueno o malo, 
justo o injusto, según sus obras concretas. Aquí estamos ante la dignidad moral o dignidad 
del bien como «perfección teleológica de la acción, que es la que nos hace buenos y dignos 
moralmente, con bondad integral y completa»219. Una dignidad moral que refiere a una cosa 
como bien o derecho; es decir, en razón de fin, de bien propio y de bien común. 
La dignidad como el bien que apetecemos y conservamos a modo de fin es la perfección a 
la que estamos inclinados y es de tres clases. Primera, la perfección de su naturaleza racional; 
segunda, la perfección del hombre por sus acciones que resultan en las virtudes adquiridas y 
las virtudes sobrenaturales que le permiten participar en la divinidad; y tercera, la perfección 
del hombre que alcanzó la luz de la gracia y participa de la naturaleza divina220. 
Estas perfecciones corresponden a la naturaleza humana, a sus inclinaciones naturales, que 
la razón conoce como buenas y por las que puede formular preceptos, conclusiones y 
determinar el derecho natural221. Esto es lo justo natural, según la naturaleza de las cosas y 
como objeto de la justicia y de la ley. Por eso, la dignidad moral es una dignidad accidental, 
que el hombre adquiere «al relacionarse con las cosas que le rodean en el mundo por medio 
de sus actos»222.  
En esa naturaleza se fundamenta el deber u obligación moral del hombre de ordenar sus 
acciones al fin para obtener su bien propio, así como se determina el derecho natural que es 
debido en una relación jurídica223 y el bien común por la sociabialidad y la politicidad. 
Con lo escrito, podemos distinguir que «la dignidad ontológica se da sin más (simpliciter) 
[…] por su substancia –esto es por su esencia y por su modo de ser– y no por sus accidentes. 
                                                         
217 L. PALACIOS, “La persona humana”, Verbo, N° 495-496, (2011), pp. 406-407. 
218 Ibídem, p. 410. 
219 Ibídem, p. 412. 
220 J. GAMBRA, “La noción clásica de dignidad…”, cit., p. 40-41. 
221 L. PALACIOS, “La persona humana”, cit., p. 415. 
222 J. GAMBRA, “La noción clásica de dignidad…”, cit., p. 41. 
223 Ibídem, p. 44-49. 
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En cambio, la dignidad moral se da sin más […] en las personas atendiendo a sus accidentes 
–sus acciones– y, sólo en cierta medida (secundum quid), por su esencia y por su ser»224.  
Valgan estas consideraciones para afirmar que el derecho natural tiene su fundamento en la 
dignidad de la naturaleza humana. Por ella, la persona es sujeto de derechos y obligaciones, 
naturales y positivos, delimitando sus acciones morales, jurídicas y políticas, e incluso 
privándosele de la vida y la libertad si la autoridad lo determina y en orden a la justicia y al 
bien común. No podemos afirmar lo mismo si los derechos están fundamentados en la 
dignidad ontológica de la persona humana pues por sí mismo el hombre sería bueno y justo 
en cada acción. 
En definitiva, si los derechos fundamentales o humanos se sustentan en la naturaleza 
humana, tenemos que esos bienes propios o derechos se ordenan al bien común, fin 
participado. 
Creemos, entonces, que el artículo 1 de la Constitución Política referido a «la defensa de la 
persona humana» debe comprenderse como dignidad ontológica de la persona humana; y 
por «el respeto de su dignidad» comprendemos la dignidad de la naturaleza humana225, 
ontológica por su esencia. En ésta radica el catálogo de los derechos fundamentales del 
artículo 2 y los que se determinarán o concretarán por causa justa (numerus apertus), según 
el artículo 3 del cuerpo normativo 
El argumento precedente corresponde con la fundamentación de los derechos fundamentales 
que ofrece el TC. Así, «puede concluirse que se establece un reconocimiento explícito o 
implícito del derecho a la salud como un derecho intrínseco a la naturaleza humana»226. O 
al exponer sobre el trabajo como una «[v]ocación y exigencia de la naturaleza humana»227. 
                                                         
224 Ibídem, p. 42. José Miguel Gambra sigue a Santo Tomás de Aquino: «según su bondad substancial, alguien 
se dice bueno en cierto modo (secundum quid); pero según su bondad accidental alguien se dice bueno sin más 
(simpliciter). Por ello el hombre injusto no se dice bueno sin más, sino en cierto modo, en cuanto es hombre; 
mientras que del hombre justo decimos que es bueno sin más», T. DE AQUINO, De Veritas, q. 21, a. 5, co., 
citado por J. GAMBRA, “La noción clásica de dignidad…”, cit., p. 47, nota 56. 
225 «Hay un fin intrínseco, como la forma es el fin de la generación y de la alteración, y la forma ya alcanzada 
es un cierto bien intrínseco de aquél de quien es la forma». Vid. T. DE AQUINO, In duodecim libros 
metaphysicorum commentaria, Lib. XII, lect. 12, n° 2627, citado por C. CARDONA, Metafísica del bien común, 
cit. p. 41, nota 75. «Es decir, la forma del hombre es un bien, y como todo bien es perfectivo de algo, esta 
forma con que nace el hombre es un fin. Pero este fin, esta meta, lo es de la generación, no del hombre mismo. 
Al contrario, una vez generado, el hombre tiene una meta ulterior que está fuera de sí mismo: tiene un fin que 
no es el hombre. El ser del hombre no es la finalidad del hombre. Con lo que se ve que una cosa es el fin 
ontológico y físico: la forma, fin de la generación, y otra muy diferente el fin moral y ético: la finalidad ulterior, 
respecto de la cual el fin de la generación queda reducido a preludio». Vid, L. PALACIOS, “La persona humana”, 
cit., p. 409. 
226 STC Exp. N° 2034-2009-PA/TC, del 17 de diciembre de 2009, F.J. 12, 
227 STC Exp. N° 0008-2005-PI/TC, del 12 de agosto de 2005, F.J. 18. 
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Y en un contexto histórico y jurídico: «Históricamente, la noción de derechos humanos se 
elaboró a partir de los atributos de dignidad y libertad del hombre, con el propósito de 
brindarle tutela frente al Estado o poder público. Asentados en esta concepción, los derechos 
fundamentales operan en una dimensión vertical (Estado-ciudadano) y se vinculan tan 
estrechamente a la naturaleza humana»228. (Las cursivas son nuestras) 
Corroboramos, entonces, que las clases de dignidad se encuentran distinguidas unas veces y 
otras no en las sentencias del TC229. 
Ahora bien, es menester realizar dos precisiones. Primero, el derecho se sustenta en la 
naturaleza por el deber intrínseco. Segundo, el derecho es una cosa en relación jurídica. A 
todo esto, el derecho no es absoluto e inalienable, sino que es relativo por estar en una 
relación interpersonal; es decir, el derecho está en la correspondencia entre el hombre y la 
cosa al encontrarse justificado en razón de un fin como deber o exigencia de la naturaleza 
humana230. El bien común es ese fin al que el bien propio y el derecho están orientados. En 
sí, al bien trascendente. Y es que solo existe el deber absoluto de dirigirnos a ese bien último, 
en el culto y servicio a Dios, y el derecho absoluto a no ser impedido en ese deber231. 
Por estas razones, como señalamos arriba, el fin de la sociedad y del Estado no es en stricto 
sensu la dignidad humana, sino el bien común social y el bien divino. Lo contrario significa 
sostener que el hombre y su voluntad no tienen un fin, sino que es la libertad el fin en sí 
mismo que refractaría la naturaleza social pues se prescindiría del otro, la comunidad232. El 
derecho terminaría por “inventarse” y no sería proporción a la naturaleza humana, ni 
ordenado al fin último que condicionan la dignidad moral por la que decimos que un hombre 
es digno, bueno o justo.  
Intentaremos ofrecer, por tanto, un nuevo artículo 1 de la Constitución Política peruana: La 
sociedad y el Estado tienen como fundamento el respeto y la defensa de la dignidad humana, 
y como finalidad el bien común. 
                                                         
228 STC Exp. N° 1567-2006-PA/TC, del 30 de abril de 2006, F.J. 3. 
229 Javier Hervada, por ejemplo, asume la dignidad de la persona humana y la dignidad de la naturaleza humana 
como «la eminencia o excelencia del ser humano, mediante una intensa participación en el más alto grado de 
ser, que lo constituye como un ser dotado de debitud y exigibilidad en relación a sí mismo y en relación a los 
demás hombres». Vid. J. HERVADA, Lecciones propedéuticas de filosofía del derecho, Eunsa, Navarra. 2008, 
p. 452. 
230 J. OSSANDÓN, “El fundamento de los derechos humanos”, Revista de Derecho Público, N° 41-42, (1987), 
p. 42. 
231 J. OSSANDÓN, “Bien común y derechos humanos”, XXXIX Semana Tomista, Pontificia Universidad Católica 
Argentina, 2014, pp. 6-7.  
232 J. ALVEAR, “Los derechos humanos como ideología. Una lectura desde el pensamiento `antimoderno´”, 
Derecho Público Iberoamericano, N° 3, (2013), pp. 62-65.  
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Con esta precisión volveremos más adelante, en nuestro tercer análisis crítico sobre la 
insuficiencia del interés general. 
2.2. La dignidad como autonomía 
El TC desarrolla la noción de dignidad autónoma como el «despliegue en múltiples 
direcciones inherentes a los derechos fundamentales», que «también se encuentra presente 
en la dignidad humana, que es comprehensiva enunciativamente de la autonomía, libertad e 
igualdad humana»233. Además, «[p]artiendo de la máxima kantiana, la dignidad de la persona 
supone el respeto del hombre como fin en sí mismo, premisa que debe estar en todos los 
planes de acción social del Estado […]»234. Y también, «[b]ajo este principio, el Estado no 
sólo actuará respetando la autonomía del individuo y los derechos fundamentales como 
límites para su intervención –obligación de no hacer-, sino que deberá proporcionar, a su 
vez, los cauces mínimos para que el propio individuo pueda lograr el desarrollo de su 
personalidad y la libre elección de sus planes de vida –obligación de hacer-»235.  
En otra parte de nuestra tesis, habíamos analizado la autonomía kantiana y los problemas 
morales, jurídicos y políticos que ocasiona a la dignidad descrita desde la conciencia 
individual o la dignidad inmanente como autodecisión moral absoluta sin contenido 
material236. Tal autonomía formal es una libertad prima facie irrestricta, cuyo «contenido» 
formal es determinable y variable en la historia y justificaría cualquier fundamento 
inmanente relativo al sujeto y a su conciencia237. 
A lo escrito agregamos unas breves críticas a la interpretación del TC sobre la autonomía 
kantiana. La primera es sobre el fundamento de la autonomía. La dignidad de la persona 
humana está en la naturaleza racional, distinguiéndose de otras substancias. En esa 
naturaleza reside la facultad racional por la que la razón conoce y por la que el libre albedrío 
consciente libre y voluntariamente lo que la razón conoce238. Por esta capacidad es que la 
persona humana puede hacer una elección personal independiente de otros sujetos. Y no solo 
                                                         
233 STC Exp. N° 2273-2005-PHC/TC, cit., F.J. 9. 
234 STC Exp. N° 2016-2004-AA/TC, del 05 de octubre de 2004, F.J. 16. 
235 Ibídem, F.J. 19. Precisamente, dicho derecho-principio, en su dimensión negativa, impide que los seres 
humanos sean tratados como cosas o instrumentos, sea cual fuere el fin que se persiga alcanzar con la 
imposición de determinadas medidas, pues cada persona, incluso la que delinque, debe ser considerada como 
un fin en sí mismo, por cuanto el hombre es una entidad espiritual moral dotada de autonomía». Vid.  STC Exp. 
N° 0003-2005-PI/TC, del 09 de agosto de 2006, F.J. 15.  
236 I. HOYOS, De la dignidad y de los derechos, Temis, Bogotá, 2005, p. 167.  
237 J. CHÁVEZ-FERNÁNDEZ, La dignidad como fundamento de los derechos humanos en las sentencias del 
Tribunal Constitucional peruano. La tensión entre la mera autonomía y la libertad ontológica, Palestra, Lima, 
2012, pp. 93-100. 
238 J. GAMBRA, “La noción clásica de dignidad…”, cit., p. 36. 
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eso, también puede y debe obrar racional, moral y justamente conforme a la naturaleza. Solo 
en ese obrar acorde al bien que es razón de fin para la persona humana, el hombre alcanza 
su perfección. Esta es la verdadera autonomía de una dignidad moral libre que, sustentada 
en la naturaleza y ayudado por las personas, alcanza su bien propio y común, inmanente y 
trascendente239. 
Una segunda observación es a la autoridad, sea el Estado o el gobierno. La autoridad surge 
en la sociedad como un bien necesario para orientar a los hombres al bien común, 
armonizando sus derechos. El bien propio y el derecho fundamental no se encuentran 
ordenados en razón de la autoridad, sino en razón del bien común. La autoridad, por tanto, 
realizará las acciones gubernamentales necesarias para garantizar ese fin concreto, sea al 
establecer leyes y derechos positivos que los organicen, sea por coacción para ordenarlos, 
superando la conducta injusta o la ilegítima desobediencia240. 
Habiendo estudiado la dignidad humana en las sentencias del TC, pasemos a analizar las 
nociones sobre el bien común y el interés general del máximo intérprete. 
3. La insuficiencia del interés general en las sentencias del Tribunal Constitucional 
peruano en relación a la dignidad de la naturaleza humana 
3.1. Del carácter subjetivista y material del interés general  
Los orígenes del interés general podemos sintetizarlos en el iusnaturalismo racionalista de 
Thomas Hobbes y John Locke, quienes aportan el fundamento subjetivista y material de los 
derechos fundamentales del constitucionalismo contemporáneo.  
Primero, la exclusividad subjetivista del interés general en el derecho natural racionalista 
hobbesiano derivado de los principios de necesidades o deseos básicos que determinan a los 
hombres. Los deseos egoístas en un único principio: la propia conservación, en un ansia por 
el poder241. Segundo, el iusnaturalismo racionalista lockeano reemplaza el derecho natural a 
la propia conservación por el derecho natural (deseo) a la propiedad (incluyendo la «libertad 
corporal»), o la adquisición ilimitada de bienes materiales, en una constante codicia. Por 
ello, el orden social justo ha de buscarse en el bienestar económico242.  
                                                         
239 Cfr. D. CASTELLANO, “La esencia de la política y el naturalismo político”, Verbo, N° 349-350, (1996), pp. 
1115-1116. 
240 J. TODOLI, El bien común, cit., pp. 63-64. 
241 L. STRAUSS, ¿Qué es la filosofía política?..., cit., pp. 142-143. 
242 Ibídem, p. 143-144. 
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Así pues, el contractualismo jurídico y político de Hobbes y Locke propone que los derechos 
naturales (intereses subjetivistas y materiales) resultan de la construcción racional y del 
consenso voluntarista y legalista para el ordenamiento jurídico y político.  
a) Primer análisis crítico: el interés general subjetivista o el valor perspectivista  
Recordemos que la noción de interés general del TC es intercambiable a otras nociones. «El 
interés público tiene que ver con aquello que beneficia a todos; por ende, es sinónimo y 
equivalente al interés general de la comunidad. Su satisfacción constituye uno de los fines 
del Estado y justifica la existencia de la organización administrativa»243. 
En el mismo fundamento jurídico de la sentencia, la exclusividad subjetivista está en que el 
«interés se expresa confluyentemente como el valor que una cosa posee en sí misma y como 
la consecuencia de la inclinación colectiva hacia algo que resulta atractivo, apreciable y 
útil». (Las cursivas son nuestras) 
Nuestra crítica se dirige al interés general como valor de una cosa en sí. Que una cosa sea 
atractiva, apreciable y útil tiene sentido si vemos a esa cosa como bien o bien honesto que 
apetece nuestra voluntad y porque perfecciona nuestros actos. Esa cosa es también un bien 
deleitable al ordenarse a nuestros apetitos sensibles. Finalmente, es un bien útil, porque nos 
ayuda a conseguir otro bien superior.  
Es pues, importante el alimento que ofrece nutrientes al cuerpo, para su normal operación. 
Operación racional del hombre que busca el conocimiento como finalidad de su inteligencia. 
En ese conocimiento encuentra la verdad, que acompañado de las virtudes, llega a su fin 
último. 
La noción del TC, en esta parte, obedece a la razón común de bien porque el bien no es 
bueno porque muchos lo apetezcan, sino porque al ser bueno es que muchos lo apetecen. No 
podemos decir lo mismo del «valor» si lo estudiamos únicamente desde el interés. El valor 
no es un bien en sí, sino que depende de la estimación humana sobre el bien. Apreciar el 
valor como independiente del bien, es un error que conduce al subjetivismo. 
Carl Schmitt es propicio en esta línea argumentativa, «[p]orque lo específico del valor estriba 
en que solamente vale y no es». Si decimos que una cosa vale, es porque depende de una 
estimación subjetiva. El valor también necesita de la voluntad porque requiere la 
actualización e imposición para su validez. Precisamente,  en sí no vale más que por nuestra 
estimación y voluntad para hacerse valer. «Quien dice valor quiere hacer valer e imponer. 
                                                         
243 STC Exp. N° 0090-2004-AA/TC, cit., F.J. 11.  
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Las virtudes se ejercen, las normas se aplican, las órdenes se cumplen; pero los valores se 
establecen y se imponen»244.   
Por otro lado, el TC manifiesta que «el carácter público del interés no implica oposición ni 
desvinculación del interés privado», sino que «se sustenta en la suma de los intereses 
compartidos» por los que «asume el interés privado» o, lo que es lo mismo, «su preeminencia 
no surge de la valoración de lo distinto, sino de lo general y común»245.  
La noción citada es excluyente del bien común como unidad de orden. Si no se entiende las 
exigencias morales y la debitud jurídica entre los hombres solo quedan los intereses o las 
pretensiones de las individualidades y la necesidad de unirlos, o «sumarlos», o consensuarlos 
por la sola voluntad para que cada valor tenga la misma validez de los demás y se sujete a 
ella. El subjetivismo y el sentido rousseauniano e impersonal de la voluntad general, que 
alcanza el ideario hobbesiana en el Estado como voluntad impersonal. 
Partamos, entonces, desde el ser, considerando el valor como dependiente del bien; es decir, 
desde el realismo y la dualidad del sujeto cognoscente y del objeto cognoscible, inmanente, 
inmediato y evidente, sobre el que se tiene una estimación psicológica u orgánica246. Así, el 
hombre valora una cosa real o existente porque identifica cualidades que distinguen ese bien 
de otro como finalidad. El valor encuentra su fundamento en la naturaleza de las cosas como 
su arquetipo.  
Esto implica naturalmente que el hombre tenga un «punto de vista» sobre una cosa, 
plasmando o resaltando un accidente como cantidad, cualidad, relación, etc., pero, a pesar 
del juicio de valor o la no indiferencia sobre una cosa, la cosa existe y es apetecida por su 
bondad y fin, perfección247. «Esta relación, en cuanto es conocida por la inteligencia, es 
llamada por Santo Tomás “bien adecuado”. El valor, entonces, consiste en el “bien 
adecuado” que implica, por otra parte, siempre, perfeccionamiento, ya que relaciona al ser 
con su fin –que es perfección-. De todo esto podemos concluir que todo aquello que implique 
perfeccionamiento vale (tiene valor) para el ser»248. 
Ese mismo bien como derecho atribuido de un sujeto configura una relación de alteridad. 
Una relación jurídica en la cosa justa o debida. Ese derecho es fin de nuestra conducta 
(justicia) y está inmerso en el orden social. Asimismo, podemos hablar de valores jurídicos, 
                                                         
244 C. SCHMITT, La tiranía de los valores, Comares, Granada, 2010, pp. 39-40.. 
245 STC Exp. N° 0090-2004-AA/TC, cit., F.J. 11.  
246 J. PORTELA, Una introducción a los valores jurídicos, Rubinzal-Culzoni, Buenos Aires, 2008, pp. 32-33. 
247 Cfr. Ibídem, pp. 35-37. 
248 Ibídem, p. 44. 
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si, desde el realismo jurídico, recocemos la misma cosa justa y las deudas recíprocas de 
justicia, que erigen instituciones o sociedades menores e intermedias. Valores jurídicos que 
también son bienes comunes en un orden social y político, conservando su jerarquía o 
subordinación como exigencias de la naturaleza humana. 
En suma, el valor, el interés o la pretensión se subordinan a la realidad del ser, del bien o del 
fin. Separados, se altera el orden por el subjetivismo o el perspectivismo flagrante.  
b) Segundo análisis crítico: el interés general material o el valor económico 
Vayamos más allá. En otra sentencia del TC, el interés general es el interés público o el 
«conjunto de actividades o bienes que, por criterio de coincidencia, la mayoría de los 
ciudadanos estima, meritúa o tasa como “algo” necesario, valioso e importante para la 
coexistencia social», o «todo aquello que, por consenso, se comparte y considera como útil, 
valioso y hasta vital para la sociedad, al extremo de obligar al Estado a titularizarlo como 
uno de los fines que debe perseguir en beneficio de sus miembros. Por tal imperativo, el 
cuerpo político jamás podrá tener como objetivo la consagración de intereses 
particulares»249. (Las cursivas son nuestras) 
Vuelve la valoración subjetiva consensuada; sin embargo, el «valor» ya no está en la cosa 
«en sí misma», como en la anterior sentencia, ahora se «tasa» y depende de la «mayoría». 
Estamos ante la exclusividad material del bien común, que el TC describe a través del 
derecho fundamental de la propiedad privada, porque la «exégesis del régimen económico 
constitucional […] encuentra en el bien común (que es idéntico al interés de la sociedad) su 
ratio fundamental», precisando «un orden jurídico, tanto nacional como internacional, que, 
bajo el influjo rector de la justicia social y por medio de un cuadro de instituciones públicas 
o privadas, permita a los hombres dedicados a las tareas económicas armonizar 
adecuadamente su propio interés particular con el bien común»250. 
En efecto, al tasar algo denotamos el valor económico (precio) de una cosa susceptible de 
tráfico comercial. En este aspecto, el bien común es el interés general de carácter material 
consensuado en la propiedad privada y los intereses valorados de las partes. 
Tenemos dos problemas. Uno, la utilidad de la cosa es por razón de la misma propiedad; es 
decir, por el valor del valor. Dos, la noción del TC intenta escapar a los intereses privados 
                                                         
249 STC Exp. N° 3283-2003-AA/TC, cit., F.J. 33. 
250 STC Exp. N° 0008-2003-AI/TC, cit., F.J. 12. 
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apelando a su «no consagración», excepto si la decisión tomada es por mayoría. De esta 
manera, todos están sujetos a la voluntad general e impersonal. 
Esta es la salida lockeana del TC a favor de la propiedad individual. Para protegerla se 
necesita de la justicia en la legalidad que se adopta por mayoría. La sociedad (igual 
consentimiento) establece la ley para la seguridad jurídica de la propiedad, que obliga a 
todos. Ese mismo consenso es el que permite la Constitución, los poderes, las instituciones, 
confiriéndoles el poder de establecer el derecho (ley); por tanto, obedecer las leyes adoptadas 
(mayoría) es útil, porque permite el disfrute de la propiedad como valor en sí y sus 
beneficios251. 
El mercado ya no está al servicio de los fines propios y, en lo material, los bienes necesarios 
estarían condicionados por el utilitarismo de cuño económico y comercial252. 
Ambas características nos llevan a la «tiranía de los valores» observada por Schmitt. 
«Tiranía, en primer lugar, porque han invadido el lenguaje y el pensamiento actuales. Y 
tiranía, sobre todo, porque el lenguaje de los valores crea un pensamiento de los valores, 
muy peligroso en derecho como en política y aún en teología. Lo que antes eran bienes o 
verdades ahora se han transmutado en valores, sustitución en el fondo de la moral por la 
economía»253. 
Abordemos nuestro análisis crítico desde el orden y la subordinación. Según Antonio Millán, 
los bienes materiales de orden económico son bienes útiles o medios para el crecimiento de 
las potencialidades espirituales (razón y voluntad), cosas materiales requeridas 
instrumentalmente para el crecimiento personal y para la paz social. La ausencia o 
desproporción irracional de ellos genera conflictos de intereses254, por exceso o defecto 
(injusticia). 
Además, la «función social» y la «función personal» del bien material (propiedad privada) 
están ordenadas y no se oponen. Ambas son dos aspectos de la función instrumental de los 
bienes materiales, que realiza el bien propio y el derecho fundamental255. Por ejemplo, la 
                                                         
251 J. SEGOVIA, La ley natural en la telaraña de la razón…, cit., pp. 147-151.  
252 J. ALVEAR, Las tendencias perversas del neocapitalismo, en M. AYUSO¸ Utrumque ius. Derecho, derecho 
natural y derecho canónico, Marcial Pons, Madrid, 2014, p. 262.  
253 M. AYUSO, “¿Dos derechos? El imprescindible derecho natural”, en M. AYUSO (ed.), Utrumque ius. 
Derecho, derecho natural y derecho canónico, Marcial Pons, Madrid, 2014, p. 267. 
254 A. MILLÁN, Bien común, Tomo IV, Gran Enciclopedia Rialp, Madrid 1971, p. 226, citado por R. VIGO, Las 
causas del derecho, cit., p. 175, nota 276. 
255 Julio Alvear sostiene que la función social de la riqueza privada es un «bien para la sociedad. Permite, entre 
otras cosas, dar trabajo. Pero también facilita la práctica de tres virtudes: la caridad con los necesitados, la 
magnificencia y la magnanimidad. Con ellas se fomentan y financian las grandes empresas no lucrativas: la 
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posesión y el respeto de la propiedad privada es garantía para el derecho a la vida, que 
requiere los bienes necesarios para la existencia, y también para la vida familiar que necesita 
de bienes particulares para la subsistencia de sus miembros.  
La propiedad, entonces, contribuye a la plenitud de la persona humana y de la sociedad en 
virtud de sus acciones. La propiedad, como institución, es un bien común pues su recto 
ejercicio jurídico se ordena a éste256. 
Estas nociones del TC nos permiten un análisis crítico de otros escenarios morales y jurídicos 
sobre el bien común. 
c) Tercer análisis crítico: el progresismo o la negación de la dignidad de la naturaleza 
humana y del bien común 
Valor, tasación, consenso y utilidad, efectivamente, no se refieren al bien humano y al 
derecho natural en concreto, sino a la obligación que ese «algo» alcanza por la estimación y 
la convención humana. Bastaría solamente encontrar una técnica jurídica o política (leyes, 
reglamentos, entre otros) para especificar esas intenciones abstractas y materiales de cada 
individuo, que requiere el compromiso jurídico y político del Estado. 
Este es el escenario del progresismo individualista y material asentado en el interés general 
de corte naturalista y secularista que no reconoce un orden óntico en la dignidad de la 
naturaleza humana, ni que su exigencia constituya un orden moral, jurídico y político. Al 
contrario, asentada en un no orden son negados. Extenso a la inmutabilidad del bien común 
y a la perfección humana, que se reducen a la individualidad distante de la sociedad como 
fin sin ninguna jerarquía que rescate la sociabilidad humana y el bien último, participados y 
comunicados en la pluralidad de las comunidades políticas, que asumen en su integridad al 
bien propio. 
Hemos estudiado que el bien común social se constituye por bienes espirituales y morales 
pues son comunicables y participables por muchos. No así los bienes económicos que siendo 
materiales son menos comunes por la apropiación, escapando «a la esfera de la acción del 
                                                         
defensa de la fe, el auxilio a la Iglesia, el esplendor de las artes, el cultivo de las ciencias, el sostenimiento de 
la educación, el emprendimiento guerrero, el cuidado del patrimonio histórico, la transmisión de las buenas 
maneras, la defensa de la patria, etc. Empresas todas que giran en torno a bienes difusivos, no privativos». Vid. 
J. ALVEAR, Las tendencias perversas del neocapitalismo, cit., p. 262. Por su parte, Carlos Sacheri expresa: 
«Siendo la propiedad un derecho derivado, su ejercicio efectivo ha de ordenarse no sólo a la satisfacción de las 
necesidades individuales, sino también al bien común de la sociedad política. En otras palabras, los bienes de 
los particulares deben contribuir a solventar todas aquellas actividades y servicios que son indispensables a la 
buena marcha de la sociedad». Vid. C. SACHERI, El orden natural, cit., p. 96. 
256 C. CARDONA, La metafísica del bien común, cit., pp. 87-88. 
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Estado. Sin embargo, puede considerarse que forman parte (en sentido amplio) del bien 
común temporal en la medida en que son necesarios para la obtención de bienes superiores. 
Pero siempre en relación de medios A FIN del bien común propiamente tal»257. Una relación 
de jerarquía y subordinación. 
Podemos afirmar, como Leopoldo Eulogio Palacios, que «el individuo es para el bien 
común», pues «se profesa una concepción comunitaria, porque el bien común es erigido en 
el fin del hombre»258. Así las cosas, la persona humana no es un fin en sí mismo. Si lo es, 
¿qué diríamos de Dios, bien divino y último, del bien del universo y del bien común social? 
¿Acaso que se subordinan al hombre o son medios del hombre? Si así fuese, ¿cuál es el fin 
del hombre o para quién es?  
Nuestro análisis crítico debe realizar dos consideraciones sobre la persona. Primero, la 
persona considerada ontológicamente por la que «es una totalidad subsistente e 
independiente que no puede entrar a formar parte de ningún otro todo»259. Segundo, 
teleológicamente, «nuestra persona debe ser siempre una parte, porque la ley moral la ordena 
a unirse con un bien común que las trascienda y que es comunicable a otros seres. No en 
vano se define la ley (y no sólo la ley civil) como una ordenación de la razón al bien 
común»260. Asimismo, la persona en el orden moral, jurídico y político no se basa en el ser, 
sino en el fin.  
Ahora bien, la dignidad de la naturaleza humana tiene como finalidad al bien común. Louis 
Lachance, siguiendo a Santo Tomás de Aquino, identifica este fin con la persona humana, 
quien es causa material que carece de la perfección por lo que apetece el bien, fin cui. «En 
otros términos, designa al sujeto privado de la bondad del fin y que, cuando la ha alcanzado, 
se hace beneficiario de sus enriquecimientos. Es evidente que no puede tratarse de finalidad 
sin que haya un sujeto al que proporcione un bien cualquiera. El bien es fin y el sujeto que 
experimenta su atracción se ordena a él. De manera que no es fin el sujeto, sino el objeto que 
lo atrae. Quiere para sí el objeto que le conviene, pero la causa, el motivo por el cual lo 
quiere para sí reside en la bondad encarnada en ese objeto. Si un objeto condensa más bien 
que otro, es más deseable, tiene más razón de fin. Si, por el contrario, no tiene ningún valor, 
                                                         
257 C. SACHERI, “Función del Estado en la economía social (II)”, Verbo, N° 76, (1967), p. 21. 
258 L. PALACIOS, “La primacía absoluta del bien común”, Verbo, N° 495-496, (2011), p. 376. 
259 Ibídem, p. 379. 
260 Ibídem, pp. 379-380. 
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resulta despreciable y sería irracional ordenarse a él»261. De ahí que la dignidad moral se 
ordene en ese fundamento y por ese fin. 
En este horizonte, la persona, su libertad y su dignidad no constituyen un fin en sí mismo 
como un todo, no es el fin de todas las cosas porque la persona es para al bien común como 
la parte al todo, en la unidad de orden262. 
Esa es la finalidad de la persona humana como criatura racional que puede y debe alcanzar, 
y a la que todas las cosas se ordenan; «en eso difieren de las irracionales, que son meros 
instrumentos, útiles nada más, que no alcanzan explícitamente el bien universal al que están 
ordenadas. Y en esto consiste la dignidad de la naturaleza racional»263.  
d) Cuarto análisis crítico: el legalismo ante la legitimidad  
Si el Estado está obligado a titularizar el interés público en beneficio de sus miembros sin 
«consagrar» los intereses particulares, salvo que sean consensuados, el Estado prescribiría 
por la sola obligación legal y no porque ese «algo» sea  bueno y justo. Además, la validez 
del derecho residiría en la Constitución y su autorización a la ley y a los hombres para crear 
normas jurídicas generales que obligan a otros a cumplirlas (significado subjetivo). Validez 
objetiva por fundarse en una norma fundamental (grundnorm) histórica, hipotética y 
presupuesta que valida al ordenamiento jurídico positivo. Esta grundnorm no fue creada por 
la voluntad humana, ni depende de la naturaleza o lo sobrehumano, sino que es una norma 
presupuesta en el pensamiento jurídico264.  
Estamos en la doctrina del positivismo jurídico o de la norma jurídica como coacción y de 
la incognoscibilidad del bien, la justicia y el derecho natural; es decir, la ley que obliga una 
conducta debida sin ser legitimada por un orden moral o trascendente.  
                                                         
261 L. LACHANCE. Humanismo político. Individuo y Estado en Santo Tomás de Aquino, Eunsa, Pamplona, 2001, 
p. 387. Louis Lachance distingue también el fin qui como el bien concretamente buscado; es decir, implica dos 
formalidades: «la bondad y la realidad que la traduce. Dicho de otro modo, una cosa y la causa de las 
inclinaciones de ésta». Y en la relación del fin qui al bien propio y al bien común, sostiene: «Los dos son fines 
qui, pero es evidente que el bien común lo es en grado supremo, ya que el bien propio es siempre 
particularizado, está siempre en ecuación con la receptividad del individuo». Además, también está el fin quo: 
«El fin quo es un fin intermediario, un fin connotado por el fin qui, un fin que pone éste último en posesión 
inmediata de quien lo persigue. El ejemplo clásico está extraído de la felicidad. Dios es fin qui, pero el acto de 
alcanzarlo que nos permite poseerlo y gozar de Él es fin quo. […] Del mismo modo, el Estado, respecto del 
individuo, no es un medio, pues está por encima de él, lo regula, lo gobierna y lo transforma, pero es para él 
fin quo, fin-causa. Al excederlo por su masa, su forma, su poder, su prestigio, es infinitamente más capaz que 
él de producir el bien humano. Incluso es su órgano indispensable. Por esto, tal como lo hemos señalado ya, el 
deseo de bien vivir y de felicidad envuelve el deseo del Estado».  
262 L. PALACIOS, “La primacía absoluta del bien común”, cit., p. 380. 
263 CH. DE KONINCK, “El bien común y la primacía”, Cuadernos Hispanoamericanos, N° 28, (1952), p. 31. 
264 H. KELSEN, Teoría pura del derecho, Trotta, Madrid, 2011, pp. 48-49. 
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La negación insiste en que históricamente existieron distintos sistemas morales donde lo 
bueno y lo malo, lo justo o lo injusto y la justicia son relativos (variables), y que una doctrina 
metafísica y teológica es contraria al conocimiento científico, empírico y descriptivo265.  
Y es que, según Kelsen, el conocimiento racional conoce los intereses y conflictos de 
intereses que responden a las inclinaciones egoístas de los hombres, cuya solución está en la 
gradación de los mismos, o satisfaciendo uno en detrimento de otro, o en el compromiso o 
equilibrio entre ambos. Más aún, «el conocimiento solo tiene la tarea de conocer el derecho 
positivo»; es decir, solo la norma jurídica266. 
En suma, el derecho se caracterizaría no por el contenido (qué), sino por la forma en que 
obliga (cómo), generando, señala Raúl Castaño, que una norma jurídica sea válida sin ser 
justa o sea justa por ser válida pues depende de las normas supraordenadoras. Por ello, el 
ejercicio del poder político puede decirse que es ilegal si contraría la jerarquía normativa, 
pero no es ilegítima. La norma jurídica es la legalidad y la legitimidad recaería en quien está 
revestido de esa autoridad por aquélla en el ordenamiento jurídico267. 
Distinto es el bien común, que evidencia el conocimiento de la moralidad, la juridicidad y la 
politicidad de la persona humana y de la sociedad. Esos deberes y derechos concretos 
responden a las exigencias de la naturaleza humana y establecen un orden moral, jurídico y 
político en la relación personal y en las relaciones intersubjetivas hacia el fin temporal y 
último. La legitimidad conduce a la realidad del bien humano y del derecho natural, que 
ordena la acción del poder político y la ley. 
El orden social no es como lo describe Kelsen, sino un espacio de convivencia pacífica 
asentado en obligaciones morales y responsabilidades jurídicas. Cada hombre busca su 
perfección moral en relación con los demás, alcanzando aquello que por sí mismo excede la 
individualidad humana y al Estado. Esta legitimidad arraigada en la ley natural y en la 
tradición o constitución natural de una sociedad evidencia la armonía natural y convencional 
de la realidad jurídica para la legalidad. 
Por otro lado, si el Estado está obligado a titularizar el interés público o los intereses 
consensuados, estaría promoviendo y protegiendo los intereses, bienes o derechos 
individuales como fin de la comunidad política. Tutelar estas pretensiones o cosas 
                                                         
265 Ibídem, pp. 85-90. 
266 Ibídem, p. 50. 
267 R. CASTAÑO, “La legitimidad política en el Estado democrático-representativo. Breve examen desde la 
tradición clásica”, Revista europea de historia de las ideas políticas y de las instituciones públicas, Nº 7, 
(2014), p. 101. 
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individuales o de asociaciones humanas menores sin referencia a un fin perfecto, perfectivo, 
comunicable y participable, implica dos cosas. Primero, renunciar a la unidad de orden y 
establecer una pluralidad de fines indeterminados. Segundo, los intereses consensuados 
originarían la sociedad y no el bien común como causa final.  
Según el párrafo precedente, el Estado y el ordenamiento jurídico evitarían o removerían los 
obstáculos para esos intereses individuales y consensuados, y solo serían instrumentos 
colaboradores de esos fines indeterminados y múltiples268. Volvemos a la función coactiva 
de las normas jurídicas como elemento común de un sistema jurídico, no en razón del bien 
común, afectando su jerarquía e integridad en la sociedad. 
Finalmente, es menester recordar y reconocer, como lo hace Carlos Sacheri, los cuatros 
elementos esenciales de una sociedad: «1) Las acciones de la multitud o causa material, 2) 
la causa final: el bien común, 3) la causa formal: el orden o coordinación expresada en la 
ley, y 4) la causa eficiente, que en este caso es doble: la autoridad, como causa principal, y 
la multitud o cuerpo social, como causa subordinada» en salvaguarda de la iniciativa y 
responsabilidad de los ciudadanos y la preminencia del poder político269. Elementos que 
informan la legitimidad y la legalidad en el orden social bueno y justo. 
e) Quinto análisis crítico: el conjunto de condiciones y la razón de bien común 
¿Qué es lo que beneficia a todos? Si el TC desarrolla el interés general como interés público 
y como ese «algo» que, por criterio de coincidencia, la mayoría valora o conviene, se sostiene 
que la jurisprudencia no puede especificar o identificar cuáles son esos bienes comunes. 
Estamos ante las condiciones que la administración pública y el Estado establecen. 
La jurisprudencia o prudencia del derecho implica una ciencia de lo justo y de lo injusto en 
el conocimiento de la realidad o de la naturaleza de las cosas humanas y divinas, permitiendo 
discernir y determinar lo justo prudencialmente, para obtener la justicia en el caso concreto 
y alcanzar el bien común como exigencia de la sociabilidad y de la politicidad natural de la 
persona humana.  
Llama la atención que el TC deje a la sola potestad de los ciudadanos el establecimiento de 
sus intereses antes que, como autoridad, determine el bien común, ordenando al Estado y a 
la sociedad a ese fin. Si el TC no identifica esos bienes concretos, la autoridad política es 
                                                         
268 R. CASTAÑO, “¿El bien común un conjunto de condiciones?”, Anales de la Fundación Francisco Elías de 
Tejada, N° 18, (2012), pp. 159-160. 
269 C. SACHERI, “Función del Estado en la economía social (II)”, cit., pp. 17-18. 
 59 
 
solo un medio y una institución de condiciones mínimas para los intereses indeterminados y 
múltiples que el hombre establece por su libre autodeterminación. 
Entendemos por conjunto de condiciones a las formalidades, leyes, técnicas, procedimientos, 
instrumentos, etc., que colaboran en un fin, pero no es el fin mismo. Precisamente, la 
condición es un requisito o lo auxiliar, que permite o impide la acción de una causa270. En 
sí, la condición no es causa, no es bien común. Caso contrario, si el bien común es un 
conjunto de condiciones, los intereses o bienes individuales serían el fin de la sociedad, y 
aquél solo un medio.  
Nos encontramos nuevamente ante la individualidad de cada sujeto como un todo social que 
reduce la razón de bien común a la razón de condición y de medio.  
En este escenario comprendemos porqué el TC reduce el interés general al conjunto de 
actividades, a los intereses compartidos, consensuados o a la suma de intereses pues no puede 
identificar los bienes comunes si tiene la individualidad del fin en sí mismo como finalidad 
de la sociedad y del Estado. Ésta sería la sumatoria de individuos con intereses contrapuestos 
y armonizados en la valoración y el consenso como criterio de coincidencia o lo común por 
la mera autonomía de la voluntad que obliga la actividad de las partes. 
Ahora bien, Sergio Castaño, siguiendo a Camilo Tale, propone un sentido lícito de llamar 
bien común al conjunto de condiciones porque «es verdad que el fin se realiza a través de 
ciertos medios; y si a esos medios –institucionales, ante todo– se acepta denominarlos 
“condiciones” (en la medida en que favorecen o allanan la acción causal), entonces cabría 
incluir –siempre en sentido derivado y secundario– las condiciones como una parte del bien 
común. Sin embargo, en tanto “bien común” se dice de tales condiciones de modo secundario 
y derivado, no cabría significar la naturaleza del bien común por medio de la locución 
“conjunto de condiciones”». 
En el tenor de esta argumentación, la causa final de la sociedad ordena y subordina la causa 
eficiente y las demás causas, de manera que el bien común es superior al bien particular y es 
el fin de la sociabilidad y de la politicidad natural del hombre.  
Esta es también la posición de Carlos Sacheri, quien sostiene que la definición sobre el 
«conjunto de condicionales» atiende a la función social del Estado porque «la misión 
específica del Estado no consiste en causar la ciencia o la virtud sino en crear las condiciones 
                                                         
270 T. ALVIRA, L. CLAVELL Y T. MELENDO, Metafísica, Eunsa, Pamplona, 1982, p. 187, citado por R. CASTAÑO, 
“¿El bien común un conjunto de condiciones?”, cit., p. 163, nota 15. 
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exteriores que hagan posible a cada ciudadano la práctica de la virtud, el progreso del saber, 
etc.»271. El bien común es reconocido por el Estado y el poder político porque aquél «es 
mejor para cada uno de los particulares que en él participan, en tanto que es comunicable a 
otros particulares; la comunicabilidad es la razón misma de su perfección»272.  
«Por último, y en general, no debe identificarse primacía y supraordenación del bien común 
político con 1) licuación de todas las órbitas sociales en el Estado (-comunidad); ni, a 
fortiori, 2) asunción por el Estado (-gobierno/administración) de todas las actividades y 
operaciones propias de los diversos órdenes sociales»273. Distinción que atiende a la 
naturaleza individual y común de los bienes. «Ambos bienes, particular y común, se integran 
dentro de lo que puede llamarse el bien propio o personal, es decir, el bien de todo el 
hombre6. La importancia de esta conclusión surge al constatar que el radical y común error 
tanto del liberalismo como del socialismo modernos en sus respectivas doctrinas políticas, 
ha consistido en contraponer como términos excluyentes el bien individual y el bien 
común»274. 
¿Cómo conocemos la esencia de la persona? Por sus accidentes porque en ellos abstraemos 
los fines humanos naturales. Precisamente, conocemos la perfección de la naturaleza humana 
                                                         
271 C. SACHERI, “Función del Estado en la economía social (II)”, cit., p. 19. Carlos Sacheri observa que el 
«conjunto de condiciones» fue considerado por PÍO XII, en su Radiomensaje de Navidad, 1942, n° 13: «que 
toda actividad del Estado, política y económica, está sometida a la realización permanente del bien común; es 
decir, de aquellas condiciones externas que son necesarias al conjunto de los ciudadanos para el desarrollo de 
sus cualidades y de sus oficios, de su vida material, intelectual y religiosa, en cuanto, por una parte, las fuerzas 
y las energías de la familia y de otros organismos a los cuales corresponde una natural precedencia no bastan, 
y, por otra, la voluntad salvífica de Dios no haya determinado en la Iglesia otra sociedad universal al servicio 
de la persona humana y de la realización de sus fines religiosos». En contraste, señala el profesor argentino, 
con Divini illius magistri, 1929, n° 36, de PÍO XI, quien enseña sobre los bienes comunes: «Ahora bien, este 
fin, es decir, el bien común de orden temporal, consiste en una paz y seguridad de las cuales las familias y cada 
uno de los individuos puedan disfrutar en el ejercicio de sus derechos, y al mismo tiempo en la mayor 
abundancia de bienes espirituales y temporales que sea posible en esta vida mortal mediante la concorde 
colaboración activa de todos los ciudadanos». Bien común, observa Miguel Ayuso, que se realiza socialmente 
en virtud del orden natural de las cosas en el magisterio de LEÓN XIII, Rerum novarum, 1891, n° 5; y que se 
determina por la ley natural, pero cometida por el Estado cuando la necesidad lo exige y la ley natural no lo 
determina como lo enseñó PÍO XI, Quadragesimo anno, 1931, n° 49. Noción que JUAN XXIII sigue en Mater 
et magistra, 1961, n° 65: «se requiere, sin embargo, que los gobernantes profesen un sano concepto del bien 
común. Este concepto abarca todo un conjunto de condiciones sociales que permitan a los ciudadanos el 
desarrollo expedito y pleno de su propia perfección». Asumida también en Pacem in terris, 1963, n° 58; 
Gaudium et spes del Concilio Vaticano II, 1965, n° 74; PABLO VI, Octogesima advenians, 1971, n° 46; el 
Catecismo de la Iglesia Católica, n° 1905-1912; y el Compendio de la Doctrina Social de la Iglesia, n° 164. 
Vid. M. AYUSO, “¿Por qué el bien común? Problemas de un desconocimiento y razones para una 
rehabilitación”, en M. AYUSO (ed.), El bien común. Cuestiones actuales e implicaciones político-jurídicas, 
Itinerarios, Madrid, 2013, pp. 293-294. 
272 CH. DE KONINCK, “El bien común y la primacía”, cit., p. 21. 
273 R. CASTAÑO, “¿El bien común un conjunto de condiciones?”, cit., p. 169. 
274 C. SACHERI, “Función del Estado en la economía social”, Verbo, N° 75, (1967), p. 12. 
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por la sociabilidad y politicidad humana en la sociedad como accidente, en el bien común 
como fin perfecto, comunicable, participable y perfectivo del hombre. 
3.2. De la armonía espiritual, moral y material del bien común 
Las inclinaciones naturales de la persona hacia el fin nos revelan su naturaleza social. En 
esta relación identificamos la dimensión inmanente (ayuda mutua, orden y paz) y la 
dimensión trascendente (Dios) del bien común. La relación de ambas dimensiones hace 
visible un orden de bienes comunes desde lo divisible (material) a lo indivisible (natural, 
moral y espiritual), necesarios para la plenitud de la persona humana. 
3.3. Las clases de bien común 
a) El bien Trascendente (divino y sobrenatural). Dios, acto de ser puro, absoluto y 
perfecto y último. Bien común en cuanto comunica el bien al hombre, quien conoce, 
participa y obra por su acción virtuosa, propia a su naturaleza hasta contemplar el Sumo 
Bien. 
b) El bien común participable. Bienes participados por un número indeterminado de 
personas sin que esos bienes se dividan o aminoren: la verdad objetiva, el bien, la cultura, el 
ambiente, la civilización, el orden, el Estado, la patria, la nación, el orden público, la justicia, 
la autoridad, la seguridad, la ayuda mutua, la paz, la política, el juego, etc.). También 
ubicamos el derecho natural o el bien propio y común: la vida, la libertad (del ser y del obrar: 
de la conciencia y de la religión, del pensamiento y de la objeción de conciencia; y las demás 
derivadas de la libertad del ejercicio y social), del matrimonio y la familia. 
c) El bien personal y común de carácter material. Bienes participados por todos, recibidos 
en propiedad por unos, pudiendo compartirse (por amistad y caridad): los alimentos y demás 
bienes en propiedad para la subsistencia (vestido, vivienda, transporte, etc.). Este es el bien 
privado. Distintos son los bienes participados por todos, pero su disfrute por algunos afecta 
el de otros: economía, instituciones educativas, hospitales, carreteras, parques públicos y 
demás productos de la obra de la asociación humana y de la infraestructura o servicios 
públicos, de origen privado o estatal. Este es el bien común público. 
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d) El bien común distribuible. Bienes que se dividen y distribuyen según la justicia 
distributiva entre los sujetos y los grupos, supliendo cierta insuficiencia de los mismos: 
subsidios, créditos, alimentos, seguridad social, etc.275.  
3.4. El interés general en relación con el bien común  
a) El derecho subjetivo y el interés particular y público 
El derecho es la cosa justa (lo justo o lo suyo) de alguien en virtud de un título o fundamento. 
Si el ius es una cosa concreta, es conveniente distinguir el derecho subjetivo del derecho 
subjetivista. 
El derecho subjetivo es la facultad moral de exigir (hacer u omitir) una cosa debida. Facultad 
que es cosa justa porque deriva del ius como lo suyo del titular (exigir la devolución de una 
suma de dinero o vender una propiedad)276. Asimismo, debemos comprender la ley (llamada 
derecho objetivo) o la norma jurídica como reguladora de conductas debidas en virtud de la 
ipsa res iusta (misma cosa justa)277.  
Por otro lado, el derecho subjetivo racionalista es la facultad moral (libertad formal) de exigir 
el derecho independientemente de que en la realidad se tenga o no la cosa justa para el 
obrar278. Alejado del realismo jurídico, el subjetivismo jurídico justifica que todo (la 
naturaleza, las personas, las instituciones o los sentimientos) posee una carga axiológica y 
significativa en el yo que contempla y juzga (subjetividad humana)279. Entonces, el derecho 
deja de ser lo justo en sí para reducirse exclusivamente a lo justo en mí. 
Partamos de que el interés particular y el derecho subjetivo se encuentran ordenados. La 
facultad moral de exigir que asume el interés particular es la pretensión del sujeto de derecho 
que busca tutela o defensa de un bien o derecho, propio o común, del que puede o no tener 
título y fundamento. Puede gozar de él o ser determinado por la justicia.  
                                                         
275 Exceptuando el Bien Trascendente, nos guiamos por la clasificación de Juan Casaubón. Vid. J. CASAUBÓN, 
“Estudio crítico sobre lógica del ser y lógica del deber ser en la Teoría Egológica”, Ethos, N° 2/3, Buenos 
Aires, (1974/75), p. 54, citado por R. VIGO, Las causas del derecho, cit., p. 177, nota 281. 
276 J. HERVADA, ¿Qué es el derecho?, Eunsa, Navarra, 2002, pp. 60-61. 
277 «En particular, la ruptura de la noción de derecho, que de unitaria se expande para acoger también la ley y 
luego el llamado derecho subjetivo. Sin embargo, y como también se dijo, tal expansión venía amparado por 
la analogía. Esto es, si el derecho no dejaba de ser id quod iustum est o ipsam rem iustam, en cambio se admitía 
su extensión (primeramente por Francisco de Vitoria) también a las leyes, cuando el hecho del tipo coincidía 
con el hecho del caso (pues más allá debía de seguir acudiéndose a la equidad), o (ya con Francisco Suárez) a 
la facultad o el poder de exigir en justicia». Vid. M. AYUSO, “La tan necesaria como difícil rehabilitación del 
derecho natural”, en M. AYUSO (ed.), Cuestiones fundamentales de derecho natural, Marcial Pons, Madrid, 
2009, cit., p. 206. 
278 J. HERVADA¸ ¿Qué es el derecho?, cit., pp. 61-62. 
279 S. COTTA, ¿Qué es el derecho?, Rialp, Madrid, 2000, 3a ed., p. 42. 
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b) La noción de interés general en orden al bien común 
El interés general es el interés particular ejercido por los integrantes, total o parcialmente, 
de una colectividad, que busca la tutela o la defensa de un bien común o un derecho 
determinado o por determinarse. 
Ahora bien, el ejercicio recto de la defensa de un interés particular o general es de bien 
común (formal) porque se defiende un interés que será reconocido si existe correspondencia 
con el bien propio o el bien común (sustancial)280. Aquí debe obrarse según la legitimidad 
por el fin pues los intereses pueden entrar en conflicto entre los individuos, la sociedad o el 
Estado281.  
Entonces, «lo que llamamos “bien particular” es “bien común”, si no perjudica a nadie, o es 
“interés”, cuando se interfiere con el interés de otra persona o grupo»282. Esta recta defensa 
en conciencia de los derechos propios o bienes comunes objetivos implica también la defensa 
legítima de lo propio y común frente a otros283. 
c) El interés público como pretensión del bien común social 
Evaluando la jurisprudencia del TC sobre el interés general, revelamos que su nociones 
constituyen solo a los bienes comunes inmanentes, por un lado; y existe una ambigüedad 
sobre lo que son los intereses (pretensiones) y los bienes (cosas concretas) en lo particular, 
general, público y común. 
c.1) El bien común y el interés público 
Si el interés público integra al bien común se enriquece en la medida de que se ordena a un 
bien, y las pretensiones y acciones serán legítimas si alcanzan ese fin. 
                                                         
280 A. D´ORS, Bien común y enemigo público, Marcial Pons, Madrid, 2002, pp. 43-44. 
281 J. HERVADA, ¿Qué es el derecho?, cit., p. 134. 
282 A. D´ORS, Bien común y enemigo público, cit., p. 19. 
283 a) Cuando un sujeto o grupo humano realiza actos injustos contrarios al bien común como la poligamia, el 
sacrificio humano u otra arbitrariedad reflejada en su identidad comunitaria, legitimando la defensa de un orden 
justo mediante los procedimientos legales que instaure una cultura que respete las exigencias del derecho 
natural.  
b) Cuando existe una agresión actual o inminente contra la existencia de una persona o la comunidad por parte 
de un individuo o una colectividad, generando el ejercicio de la legítima defensa personal o comunitaria que 
implica la privación existencial del agresor. 
c) Cuando desde el poder político se niega el bien común o el derecho natural de los miembros de una sociedad, 
precisamente por quienes los deben garantizar mediante leyes justas, legitimando el ejercicio del tiranicidio 
por las autoridades políticas o la comunidad; o la guerra ante el agresor injusto de la nación. Vid. B. 
MONTEJANO, Curso de derecho natural, Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 2002, 7ª ed., pp. 211-225; A. D´ORS, 
Derecho y sentido común. Siete lecciones de derecho natural como límite del derecho positivo, Civitas, Madrid, 
2001, 3ª ed., pp. 126-138.  
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c.1.1) El interés público objetivo  
Distingamos entre lo común y lo público. Lo «común es universal, en tanto lo público se 
refiere a un determinado “pueblo”, o “Estado”». Lo público es de la comunidad y lo común 
de todos los hombres284. Identificamos el bien público con el bien común colectivo por su 
carácter material asequible por los hombres sin recibirlo en propiedad.  
Si el bien común público se refiere a cosas materiales, el interés público objetivo es la 
pretensión de la colectividad, total o parcial, sobre un bien material que se quiere tener en 
una determinada sociedad. Por ejemplo, podemos requerir la construcción de una represa o 
una hidroeléctrica porque serían bienes públicos que se reclaman de interés público.  
El interés público es «el inter-esse, que consiste, literalmente, en la diferencia que hay entre 
una cosa y su contraria, entre tener o no tener algo», generando el interés nacional frente al 
interés regional o municipal relativo285. Así pues, consideramos el interés público objetivo 
(material) como esa pretensión sobre un bien público común que existe y se reclama en 
cuanto se desposee o se intenta desposeer o destruir. 
Esta noción está considerada por el TC cuando señala que el «interés público tiene que ver 
con aquello que beneficia a todos»286 o a muchos, dependiente de la participación. 
Vemos también que el interés público versa sobre el bien común participable del orden, la 
paz y la seguridad, que gesta el interés o la seguridad nacional o de Estado.  
Además, el bien público puede referirse a lo accesible al público, cuyo sentido social y 
alcance material está en la titularidad y la regulación normativa estatal o privada por razones 
de cantidad y espacio287. El TC lo reconoce cuando «[e]l interés se expresa confluyentemente 
como el valor que una cosa posee en sí misma y como la consecuencia de la inclinación 
colectiva hacia algo que resulta atractivo, apreciable y útil»288. No deja de referirse al interés 
público objetivo, pese al valor subjetivo y los «intereses compartidos» como «interés 
privado» para lo «general y común»289.  
Para terminar, si el bien común es la suma exclusiva de intereses particulares, aquél no es 
común, ni objetivo porque apenas falte uno de esos intereses, el bien será divisible. No 
permanece, ni trasciende. Lo contrario es sostener que «el bien de una comunidad limitada 
                                                         
284 A. D´ORS, Bien común y enemigo público, cit., pp. 17-19. 
285 Ibídem, pp. 23-24. 
286 STC Exp. N° 0090-2004-AA/TC, cit., F.J. 11. 
287 A. D´ORS, Bien común y enemigo público, cit., pp. 20-22. 
288 STC Exp. N° 0090-2004-AA/TC, cit., F.J. 11. 
289 Ibídem. 
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[…] para ser “bien”, ha de ser integrable en el bien universal, y, si no lo es, es “interés” y no 
“bien”». Además, los bienes colectivos que benefician a esa comunidad constituyen «bien 
“público”, pero no común» en sentido estricto290. 
c.1.2) El interés público subjetivo  
Recordemos que el interés público, según el TC, es el «conjunto de actividades o bienes que, 
por criterio de coincidencia, la mayoría de los ciudadanos estima, meritúa o tasa como “algo” 
necesario, valioso e importante para la coexistencia social»291. Si bien esta noción denota 
pretensiones valorativas y consensuadas, el interés público subjetivo debe acentuar el interés 
particular ejercido por los integrantes, total o parcialmente, de una colectividad que busca 
tutela o defensa de un bien o derecho determinado o por determinase. Enfatizamos la relación 
entre el sujeto y el bien, y no la mera valoración subjetiva. 
Comprender el interés público subjetivo desde la autonomía formal es insuficiente porque 
nos detenemos en la valoración de una acción o una cosa que la colectividad impone, pero 
no nos dice si realmente es un bien común público al que me ordeno y demando como propio 
por necesario.  
Si el interés público recoge la bondad del bien común, estaremos ante una acción o bien 
como bien útil para alcanzar un bien honesto final. La subordinación del bien material al 
bien común participable de orden natural y moral.  
Asimismo, desde la bondad del bien común, nos alejamos de la noción del interés público 
como la «suma de los intereses compartidos por cada uno de ellos» y del interés privado 
axiológico292 porque el interés privado en el derecho subjetivo está en orden del bien propio 
y el derecho en la unidad del orden social. Caso contrario, tenemos las «opciones 
compartidas», producto consensuado de los «intereses compartidos». Las «opciones 
compartidas sustituyen a los principios y legitiman (o por lo menos se entiende que puedan 
legitimar) el poder, todo poder (tanto la patria potestad como el poder político) […] se 
convierten en constitutivas de lo verdadero y lo falso, de lo justo y lo injusto»293.  
Siguiendo a Danilo Castellano, el bien o lo justo social no sería el principio o fin del derecho 
para una comunidad inmanente y no respondería a la naturaleza humana por dos razones. 
Primero, todo orden (natural, moral, social, jurídico, político, etc.) debe ser absolutamente 
                                                         
290 A. D´ORS, Bien común y enemigo público, cit., p. 19. 
291 STC Exp. N° 3283-2003-AA/TC, del 15 de junio de 2004, F.J. 33. 
292 STC Exp. N° 0090-2004-AA/TC, cit., F.J. 11. 
293 D. CASTELLANO, Orden ético y derecho, cit., pp. 24-25. 
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provisional y abierto a la constitución de un nuevo orden, sea como fundamento provisional 
del orden institucional y negación del mismo orden instituido cuando no sea compartido en 
el tiempo. Segundo, la sociedad, al carecer de un fundamento racional, ontológico, que ajuste 
la razón y la voluntad hacia el fin inmanente y trascendente, tendría un «orden» efecto de la 
regla de la mayoría o del poder para inventar cualquier «orden»294. Entonces, el bien y el 
derecho son reemplazados por la convención ético-jurídica «a-esencialista, esto es, prescinde 
de la naturaleza y del fin de las “cosas”. […] Por eso las “opciones compartidas” son 
irracionales: rechazando el conocimiento de la realidad, quedan prisioneras de un nihilismo 
voluntarista y, al límite, vitalista, sea del solo individuo (en el plano moral) o de un grupo 
social (en el plano jurídico-político)»295. 
Sería legítimo, según el TC, «obligar al Estado a titularizarlo como uno de los fines que debe 
perseguir en beneficio de sus miembros»296. Al contrario, si se trata desde esa interpretación, 
el «criterio de coincidencia» para los intereses convenidos, es ilegítimo por insuficiente y 
por desconocer la moralidad y la juridicidad humana fundamento del ordenamiento jurídico 
y político.  
La legitimidad del fin antecede a la legalidad, el bien y el derecho anteceden a la ley. 
c.2) El bien común y el orden público: los principios del orden 
El TC considera el orden público como «el conjunto de valores, principios y pautas de 
comportamiento político, económico y cultural en sentido lato, cuyo propósito es la 
conservación y adecuado desenvolvimiento de la vida coexistencial»297.  
El hombre que convive con sus semejantes se rige por leyes que se justifican en los fines 
perfectivos de su naturaleza. Solo en esta realidad el orden público «consolida la pluralidad 
de creencias, intereses y prácticas comunitarias orientadas hacia un mismo fin: la realización 
social de los miembros de un Estado»298.  
El orden público es el particular orden de una sociedad que procura la paz y la defensa de su 
convivencia social299. Variable en cada sociedad. No obstante, es necesario analizar la 
noción de constitución para entender los «principios» y las «pautas de comportamiento» 
social. Excluimos el «valor» de nuestro análisis que ya criticamos líneas arriba.  
                                                         
294 Ibídem, pp. 27-28, 
295 Ibídem, p. 29. 
296 STC Exp. N° 3283-2003-AA/TC, del 15 de junio de 2004, F.J. 33. 
297 Ibídem, F.J. 28. 
298 Ibídem.  
299 A. D´ORS, Bien común y enemigo público, cit., p. 78. 
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La constitución se sostiene en la naturaleza humana y en el derecho positivo específico y 
genérico. Primero, en el orden natural conocemos las inclinaciones o tendencias hacia el bien 
o razón de fin de las acciones. Esa naturaleza es el sustrato de la moral, el derecho y la 
política: el bien humano, la justicia y el bien común300. Estos son los principios naturales 
ordenadores de la sociedad301. Segundo, los principios convencionales ordenadores son los 
que dependen de la voluntad humana como la accidentalidad del gobierno, la idiosincrasia 
de los pueblos, la cultura, las costumbres, las tradiciones, la economía, las leyes, en 
circunstancias del tiempo y del lugar302. La relación de estos principios distingue una 
sociedad en la historia con un núcleo fundamental, ampliado por preceptos complementarios 
contingentes y variables303. 
«El orden político -es decir, el régimen, lo que hoy llamamos constitución- resulta de la 
síntesis entre el imperativo de la justicia legal y la prudencia concreción del orden natural 
acorde a las circunstancias de lo justo y lo bueno por naturaleza. La ley natural esclarece la 
naturalidad del orden político –el hombre es sociable y político por naturaleza- y, al iluminar 
el fin de la política -esto es, el bien común político-, lo prescribe como la perfección temporal 
alcanzable en el orden de la convivencia política»304.  
En este orden, el Estado y el gobierno (institución) se sustentan en la constitución social, 
sujetos a la legitimidad del bien común.  
Así, el «orden público alude a lo básico y fundamental para la vida en comunidad, razón por 
la cual se constituye en el basamento para la organización y estructuración de la sociedad»305, 
para obtener «el bienestar general, la felicidad común o, si se prefiere, las condiciones 
sociales necesarias y convenientes para que los ciudadanos obtengan su desarrollo 
personal»306. 
En suma, el orden público es un bien común. 
                                                         
300 J. SEGOVIA, El derecho (y la ley) natural católicos de cara al protestantismo y la constitución moderna”, en 
M. AYUSO (ed.), Utrumque ius. Derecho, derecho natural y derecho canónico, Marcial Pons, Madrid, 2014, 
pp. 152-153. 
301 Cfr. E. ZULETA, “totalidad. La pauta del bien común”, Verbo, N° 199-200, (1981), p. 1172. 
302 Cfr. J. SEGOVIA, “El derecho (y la ley) natural…”, cit., pp. 153-154. 
303 A. D´ORS, Bien común y enemigo público, cit., pp. 79-80. 
304 J. SEGOVIA, “El derecho (y la ley) natural…”, cit., pp. 152-153. 
305 STC Exp. N° 3283-2003-AA/TC, cit., F.J. 28. 
306 J. HERVADA, ¿Qué es el derecho?, cit., p. 133. 
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3.5. Las clases de interés general en orden al bien común 
a) El interés particular. La pretensión del sujeto de derecho (persona natural o jurídica) 
que busca tutela o defensa de un bien o derecho, propio o común, del que puede o no tener 
título y fundamento: las pretensiones de acceso a la educación, vivienda, justicia, transporte, 
proceso administrativo, arbitraje, etc. en asociaciones o instituciones públicas o privadas. 
b) El interés público. Interés particular ejercido por los integrantes, total o parcialmente, de 
una colectividad, que busca tutela o defensa de un bien o derecho público común 
determinado o por determinase en tanto existe o se demanda porque se desposee o se intenta 
desposeer o destruir: intereses colectivos o difusos, ambiente, infraestructuras o servicios 
públicos, paz, la seguridad y demás bienes comunes participables, materiales y distribuibles. 
c) El interés público objetivo. Pretensión de la colectividad, total o parcial, sobre un bien 
o derecho público material, que se desea tener o conservar en una determinada sociedad: 
bienes comunes materiales y distribuibles. 
d) El interés público subjetivo. Pretensión de los integrantes, total o parcialmente, de una 
colectividad, que busca tutela o defensa de un bien o derecho determinado o por determinase: 
bienes comunes participables, materiales y distribuibles. 
3.6. El bien común en la interpretación jurídica del interés general 
Si postulamos la legitimidad del interés general, fin del principio constitucional implícito de 
buena administración, debemos restaurar e integrar la noción de bien común tradicional 
(inmanente y trascendente).  
Un interés individual o general queda en el terreno inmanentista y formal de los «intereses», 
«intereses compartidos», «suma de intereses compartidos», «interés público», «orden 
público», etc., cuando no se refiere al bien humano y al derecho natural ordenados en el bien 
común o dispone la convención de lo público y no la razón del bien común.  
Si el interés general asume el bien común como su estatuto, recoge la dignidad de la 
naturaleza humana en su totalidad; es decir, «la común felicidad temporal, o sea la perfecta 
suficiencia de la vida, debidamente subordinado a la bienaventuranza eterna; el buen vivir 
humano o la armónica plenitud de los bienes humanos, el bien humano en la plenitud y según 
la proporción que requiere la naturaleza humana, el bien común perfecto en cuanto puede 
tenerse en este mundo»307. Se tutela el bien humano y el derecho natural, en relación de 
                                                         
307 B. MERKELBACH, Summa Theologiae Moralis, Vol. II, N° 265, citado por J. TODOLI, El bien común, cit., p. 
81, nota 20. 
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justicia, jurídicamente constitucionalizado como derecho fundamental en la Constitución 
Política peruana. 
Asimismo, se colabora con la dignidad moral del hombre y su auténtica libertad. En principio 
porque el bien común es un bien objetivo por «nuestra relación esencialmente moral, no es 
una cosa material, como son los “bienes” que componen un patrimonio personal o el de la 
humanidad, sino una conducta humana objetivada por su realidad y resultado»308.  
3.7. La dignidad de la naturaleza humana como fundamento del principio 
constitucional implícito de buena administración 
a) La moralidad y la juridicidad: el bien humano y el derecho natural en el contenido 
del bien común 
La persona humana en una relación jurídica es sujeto de derecho o la «potencia natural 
necesaria, para que el hombre pueda atribuirse o atribuir a otros alguna cosa como derecho 
suyo»309. En esa necesidad de atribuirse cosas y exigir respeto a los demás (deudas de 
justicia), el hombre muestra su convivencia.  
Esa convivencia revela la imperfección de la persona humana, su «indigencia en el sentido 
etimológico: indigere, tener necesidad». La persona tiene «necesidad de los demás para ser 
él mismo: es, por naturaleza, yo-con-el-otro. Una coexistencia que no es ocasional y 
soslayable, sino la expresión de una condición ontológica, natural», hacia el desarrollo y 
perfección de su naturaleza humana310.  
Esa juridicidad ordena el poder y la ley. Al poder porque se establece un deber de «establecer 
las condiciones de coexistencia que hagan posible la realización del desarrollo personal y 
alejen la amenaza de la inseguridad» y anime la amistad311. A la ley, que recoge la realidad 
personal y social, y los deberes constituidos, «lo que cada uno le debe a la sociedad es su 
                                                         
308 A. D´ORS, Bien común y enemigo público, cit., p. 26. «Debemos entender por "cosa justa" no sólo las cosas 
materiales, sino también las acciones u omisiones humanas, en su razón de debidas a otro. Por lo que el derecho 
objetivo en el tomismo viene a identificarse con la coordinación de conductas según norma, de que habláramos. 
No ignoramos que modernamente "derecho objetivo" significa solamente las normas; para el moderno sólo hay 
dos acepciones principales de la palabra "derecho": las normas o "derecho objetivo", y el derecho subjetivo o 
facultad jurídica. Pero hay allí sin duda cierta influencia del racionalismo y del idealismo. La "objetividad" de 
la norma es sólo una objetividad ideal dado que la norma es una proposición de la razón práctica. En cambio, 
el derecho viviente es algo dado en la realidad de la sociedad; en la realidad de la interacción humana; y por 
eso es más propio llamar "derecho objetivo" al orden concreto entre seres humanos en sociedad. La ley o norma 
debe ser llamada —en un sentido derivado— derecho, sí, pero "normativo"». Vid. J. CASAUBÓN, “La justicia 
y el derecho positivo”, Idearium, N° 4/5, (1979), pp. 48-49.  
309 J. HERVADA, ¿Qué es el derecho?, cit., pp. 96-97. 
310 S. COTTA, ¿Qué es el derecho?, cit., pp. 43-44.  
311 Ibídem, p.49. 
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cuota de participación en la obtención del bien común. […] es el derecho de la sociedad y el 
deber de justicia de cada ciudadano»312. 
En este horizonte, el hombre necesita del «bien común ontológico […] de la sociedad, […] 
la realización de las perfecciones de la sociedad humana, o mejor aún, de la especie humana. 
[..]. Es sencillamente la perfección humana. La sociedad toda, como Humanidad, se compara 
aquí con un solo hombre, en el cual todas las perfecciones humana se manifiestan»313.  
El bien humano y el derecho natural están en el contenido del bien común, en las cosas 
necesarias, para el bien último314. En este propósito, la persona humana domina su ser y sus 
actos ajustados a su naturaleza que le confiere deberes morales y la titularidad de derechos 
y obligaciones (sujeto de derecho). Por esta juridicidad natural se ejerce la facultad moral de 
exigir, de establecer relaciones jurídicas, siendo protagonista del orden social.  
En fin. La juridicidad ofrece al ordenamiento jurídico una concepción del derecho alejado 
del formalismo nominalista y clasificatorio o de una estructura imperativo-retributiva que 
prevean la sanción y pretenda configurarse como única fuente de juridicidad315. 
Especialmente cuando las decisiones políticas son de la administración pública. 
b) Hacia una nueva noción del principio constitucional implícito de buena 
administración en orden al bien común 
Recordemos que el principio constitucional implícito de buena administración del TC  
«evidencia no sólo que los órganos, funcionarios y trabajadores públicos sirven y protegen 
al interés general, pues “están al servicio de la Nación” (artículo 39° de la Constitución), 
sino, además, que dicho servicio a la Nación ha de realizarse de modo transparente»316.  
Es menester recomendar, entonces, una nueva noción de este principio que recupere e integre 
el bien común: el principio constitucional implícito de buena administración prescribe que 
los órganos, funcionarios y servidores públicos del Estado tienen como finalidad el bien 
común o el deber de colaborar en la realización del bien humano y a respetar y defender el 
derecho natural sustrato del derecho fundamental o humano en su carácter religioso, natural, 
moral y material, fundamentados en la dignidad de la naturaleza humana hacia la plenitud 
                                                         
312 J. HERVADA, ¿Qué es el derecho?, cit., p. 110. 
313 J. TODOLI, El bien común, cit., pp. 76-77. 
314 J. VALLET DE GOYTISOLO, ¿Fuentes formales del derecho o elementos mediadores entre la naturaleza de 
las cosas y los hechos jurídicos?, Marcial Pons, Madrid, 2004, pp. 54-55. 
315 S. COTTA, ¿Qué es el derecho?, cit., 56. 
316 STC Exp. Nº 2235-2004-AA/TC, cit., F.J. 10.  
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de su dignidad moral; a la vez que los actos administrativos y de la administración pública 
se deben ejercer en virtud de la transparencia317. 
Creemos que el sentido de anteponer el adjetivo «buena» al sustantivo «administración» 
tiene menor valor en la cualificación de las instituciones públicas y sus funcionarios si 
expone la finalidad comunicada del bien común. 
b.1) Causa: el Estado 
El principio constitucional implícito de buena administración es de derecho positivo porque 
surge del Estado en su labor ordenadora de la administración pública que debe tutelar, 
garantizar y promocionar el bien humano y el derecho natural, estableciendo las condiciones 
legales (causa eficiente) y procedimentales que realicen a la persona humana. En sí, «la 
sociedad como Estado, administrador de ese bien común […] no tiene más función que 
favorecer lo humano del hombre para así indirectamente favorecer lo más divino, lo 
sobrenatural que hay en él»318 sin intromisión que le afecte (principio de subsidiariedad). 
b.2) Fundamento: la dignidad de la naturaleza humana 
La dignidad de la naturaleza humana es el fundamento del principio constitucional implícito 
de buena administración pues el bien propio y la cosa justa necesitan de la administración 
pública para su tutela, promoción y defensa. Este aparato administrativo reconoce lo bueno 
y colabora en la determinación de lo justo según la justicia conmutativa, distributiva y legal 
(perspectiva jurídica) para el orden social en el bien común (perspectiva política)319. No 
olvidemos que «las personas concurren al bien común como partes, sin perder para nada de 
su dignidad, sino al contrario, elevando con su perfección la perfección del bien común, 
mientras a sí misma se perfecciona mediante la perfección de todos los demás miembros»320. 
Asimismo, la objetividad que se desprende de la universalidad del bien común nos brinda 
dos consideraciones fundamentales: «una, que el bien no depende de un “punto de vista” 
necesariamente subjetivo como todo perspectivismo, sino de un axiológico principio de 
carácter apodíctico; otra, que en relación con lo anterior, el bien no puede quedar circunscrito 
                                                         
317 Vid. J. BELLIDO, “El bien común como finalidad del derecho a la buena administración pública: dos críticas 
al interés general”, XII Jornadas Internacionales de Derecho Natural: Ley Natural y Dignidad Humana, 
Pontificia Universidad Católica Argentina, Buenos Aires, 2016. 
318 J. TODOLI, El bien común, cit., p. 87. 
319 J. HERVADA, Lecciones propedéuticas…, cit., pp. 318-319. 
320 J. TODOLI, El bien común, cit., p. 84. 
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a un área personal o territorial determinado»321, en virtud de lo bueno y justo en la naturaleza 
humana. 
b.3) Fin: el bien común 
El principio constitucional implícito de buena administración tiene como finalidad el bien 
común. La administración pública colabora para que la persona humana alcance su bien y 
respeta el derecho natural de la dignidad de la naturaleza humana hacia su dignidad moral.  
Las instituciones estatales al subordinarse al bien común, reconocen «esa plenitud ordenada 
de los bienes necesarios para la vida humana perfecta, la satisfacción de las necesidades 
materiales y espirituales del hombre, y de ahí que el bien común será más perfecto cuanto 
mayor suficiencia posea de los distintos bienes humanos»322; es decir, «el bien propio de 
todo hombre en cuanto hombre y, por esto, bien común a todos los hombres»323.  
El Estado confirma así su condición de fin, para el bien común, proveyendo los medios 
oportunos para que hombre alcance el bien trascendente324 como fundamento último del 
orden. 
En el capítulo final de nuestra tesis argumentaremos sobre la importancia de restaurar el bien 
común tradicional como finalidad del principio constitucional implícito de buena 
administración, especialmente en la defensa del deber y del derecho de los padres a educar, 
en sus convicciones morales y religiosas, a sus hijos.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                         
321 A. D´ORS, Bien común y enemigo público, cit., p. 29. 
322 L. VIGO, Las causas del derecho, cit., p. 74. 
323 D. CASTELLANO, “¿Qué es el bien común?”, en M. AYUSO (ed.), El bien común. Cuestiones actuales e 
implicaciones político-jurídicas, Itinerarios, Madrid, 2013, p. 24. 
324 J. TODOLI, El bien común, cit., p. 86. 
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CAPÍTULO IV 
LA RESTAURACIÓN DEL BIEN COMÚN TRADICIONAL: LA 
COLABORACIÓN JURÍDICA Y POLÍTICA DE LA ADMINISTRACIÓN 
PÚBLICA PARA LA DEFENSA DEL BIEN Y DEL DERECHO FUNDAMENTAL 
DE LOS PADRES A DETERMINAR LA EDUCACIÓN MORAL Y RELIGIOSA 
DE SUS HIJOS 
 
1. En Currículo Nacional de la Educación Básica 
El Estado, a través del Ministerio de Educación, emitió la Resolución Ministerial Nº 281-
2016-MINEDU, del 2 de junio de 2016, que hace vigente el Currículo Nacional de la 
Educación Básica (Currículo), enunciando que «debe ser usado como fundamento de la 
práctica pedagógica en las diversas instituciones y programas educativos, sean públicas o 
privadas; rurales o urbanas; multigrado, polidocente o unidocente; modelos y formas de 
servicios educativos»325.  
En el mismo texto se lee sobre «los enfoques transversales para el desarrollo del perfil de 
egreso» que «aportan concepciones importantes sobre las personas, su relación con los 
demás, con el entorno y con el espacio común y se traducen en formas específicas de actuar, 
que constituyen valores y actitudes que tanto estudiantes, maestros y autoridades, deben 
esforzarse por demostrar en la dinámica diaria de la escuela». Asimismo, «[c]uando decimos 
que los valores inducen actitudes, es porque predisponen a las personas a responder de una 
cierta manera a determinadas situaciones, a partir de premisas libremente aceptadas. Son los 
enfoques transversales los que aportan esas premisas, es decir, perspectivas, concepciones 
del mundo y de las personas en determinados ámbitos de la vida social»326.  
Cada enfoque transversal responde a los principios educativos: «calidad, equidad, ética, 
democracia, conciencia ambiental, interculturalidad, inclusión, creatividad e innovación, 
además de igualdad de género y desarrollo sostenible»327. Allí mismo, el Currículo demanda 
un «esfuerzo conjunto de estudiantes y educadores por vivenciar y demostrar valores en el 
marco de los enfoques transversales». 
                                                         
325 MINISTERIO DE EDUCACIÓN, Currículo Nacional de la Educación Básica, 2016, p. 4. 
326 Ibídem, p. 12.  
327 Ibídem. 
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En las siguientes líneas haremos una crítica al «enfoque de igualdad de género» y su relación 
con el interés general en el derecho subjetivista. Por otro lado, defenderemos la legitimidad 
de restaurar el bien común como finalidad de la administración pública y del Estado para 
tutelar y garantizar el bien propio y el derecho fundamental de los padres a determinar la 
educación moral y religiosa de sus hijos328.  
2. La «igualdad de género» en el Currículo: el interés individual y el interés general 
El «género» se entiende, en la doctrina y en la cultura hodierna, desde dos perspectivas. En 
una, el «género» es la construcción social y cultural, considerando que el sexo no está 
determinado biológicamente, sino psicológicamente en el tiempo; es decir, por la sola 
conciencia del varón o de la mujer. En otra, el «género» denota los roles o comportamientos 
del varón y la mujer influido por el contexto cultural sobre las diferencias biológicas y 
psicológicas en la virilidad y la feminidad, que constituyen normas para la conducta 
sexual329. 
¿Qué línea interpretativa del «género» asume el Currículo? Asume el «género» solo como 
lo «cultural» y «socialmente construido», pues enfatiza la percepción psicológica-cultural es 
desmedro de la realidad biológica sexuada, a partir de la noción de «enfoque Igualdad de 
Género»: «Todas las personas, independientemente de su identidad de género, tienen el 
mismo potencial para aprender y desarrollarse plenamente. La Igualdad de Género se refiere 
a la igual valoración de los diferentes comportamientos, aspiraciones y necesidades de 
mujeres y varones. En una situación de igualdad real, los derechos, deberes y oportunidades 
de las personas no dependen de su identidad de género». Especialmente porque señala que 
«[s]i bien aquello que consideramos “femenino” o “masculino” se basa en una diferencia 
                                                         
328 El colectivo «Padres en Acción» interpuso una Acción Popular ante la Primera Sala Civil de la Corte 
Superior de Justicia de Lima contra la Resolución Ministerial N° 281-2016-MINEDU, publicada el 03 de junio 
de 2016, que aprobó el Currículo Nacional de la Educación Básica, para que se declare inconstitucional e ilegal, 
se deje sin efecto y se derogue. Mediante Sentencia N° 30, del 13 de junio de 2017, el Órgano Jurisdiccional, 
declaró fundada en parte la demanda en el extremo referido al Enfoque de Igualdad de Género contenido en el 
acápite II, Enfoques Transversales para el Desarrollo del Perfil de Egreso: «Si bien aquello que consideramos 
femenino o masculino se basa en una diferencia biológica sexual, estas son nociones que vamos construyendo 
día a día, en nuestras interacciones», exhortando al Ministerio de Educación que promueva o implemente un 
mecanismo específico, democrático, deliberativo, transparente, y efectivo, para que la sociedad y los padres de 
familia participen en las diversas modalidades de formulación de políticas públicas en educación. La sentencia 
fue apelada por el Ministerio de Educación y el colectivo, que a la fecha se encuentra a voto en la Sala de 
Derecho Constitucional y Social Permanente de la Corte Suprema del Poder Judicial. Finalmente, mediante 
Resolución N° 03, del 15 de enero de 2018, la Primer Sala Civil mencionada fundó la medida cautelar del 
colectivo, para que se suspenda la eficacia de la resolución ministerial en el extremo sentenciado hasta que sea 
resuelta la apelación por la Sala de la Corte Suprema.  
329 D. UGARTE, La garantía institucional del matrimonio…, cit., p. 129. Aunque es preferible hablar sobre la 
sexualidad humana antes que el género, la doctrina moral, jurídica y política lo recoge como ligado al sexo. 
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biológica-sexual, estas son nociones que vamos construyendo día a día, en nuestras 
interacciones»330. 
Los términos no se refieren al desarrollo biológico de los sexos, ni a sus caracteres físicos y 
psicológicos, ni a su complementariedad dinámica diferenciadora, sino a las «interacciones» 
como comportamientos o percepciones subjetivas de la «identidad de género». Es más, la 
«igual valoración de los diferentes comportamientos» y otros independientemente de los 
sexos es la «igualdad real» ficticia, pues no hay una base ontológica. 
Tenemos un par de preguntas. Si los derechos y deberes no se fundamentan en las diferentes 
percepciones («identidad de género») del varón y de la mujer, y sus comportamientos son 
valorados sin discriminación («igualdad de género»), ¿dónde se fundamenta esa «igualdad 
real»? Y sobre todo, ¿quién «valora» esa igualdad? La respuesta cae de madura: el 
fundamento de los derechos y deberes de esa «igualdad» es la autonomía de la conciencia 
personal subjetivista (interés individual) y quien valora esa «igualdad» es el Estado mediante 
sus instituciones y leyes (interés general).  
Si no hay nada objetivo en qué fundamentar se necesita de la valoración impositiva del 
Estado a través de las políticas públicas, como la Resolución Ministerial, como la ley que 
así lo prescriba y coaccione.  
La «igual valoración» carece de existencia real y solo queda ser actualizada e impuesta. Los 
comportamientos indiscriminados serían los «roles» en un contexto socio-histórico-cultural. 
Asimismo, la sexualidad (masculinidad y la feminidad) en el Currículo no se sustenta en la 
realidad biológica y psicológica del varón y de la mujer en sí. 
La «ideología de género» no es otra cosa que la autopercepción sexual del individuo; es 
decir, cómo él «quiere ser» y sentirse sexualmente según su derecho al libre desarrollo de la 
personalidad; por tanto, los comportamientos sexuales como la homosexualidad, la 
poligamia, la poliandria, etc., son válidos como la heterosexualidad. Predomina el 
«comportamiento sexual» sobre el sexo como parte integral de la personalidad331. 
Finalmente, la «desigualdad de género» reflejaría una sociedad donde los varones asumen la 
vida pública, el poder político y el trabajo; y las mujeres estarían en la vida privada y 
procreativa, y educadora de los hijos. La maternidad sería un impedimento de «igualdad», 
cuya solución está en los «derechos sexuales y reproductivos» o el aborto (control de la 
                                                         
330 MINISTERIO DE EDUCACIÓN, Currículo Nacional de la Educación Básica, 2016, p. 4 
331 R. SANTA MARÍA, Dignidad humana y “nuevos derechos”: una confrontación en el derecho peruano, 
Palestra, Lima, 2012, p. 328. 
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natalidad). «Derechos» para el ejercicio de la «igualdad de género» y la valoración 
indiscriminada del comportamiento. Una «igualdad» de la identidad absolutamente 
intercambiable desde la autonomía absoluta, donde cada quien elige su propio «género», 
negando la distinción y la complementariedad de la virilidad y de la feminidad332 en vista a 
una sociedad pluralista caracterizada por la heterogénesis de los fines, relativistas y 
contrapuestos333.  
3. El deber y el derecho natural de los padres a determinar la educación moral y 
religiosa de sus hijos: bien propio y bien común 
Podemos afirmar que «la condición de varón o mujer pertenece tanto al ámbito de la 
biología como del espíritu, de la cultura y de la vida social»334; es decir, la realidad sexual 
es biológica, psicológica y social en la unidad de la persona humana. Como explica José 
García Cuadrado, el sexo se determina por una configuración cromosómica y genética que 
explican la realidad biológica de la diferenciación sexual. «En efecto, la formación del 
organismo masculino o femenino depende de las hormonas sexuales que a su vez dependen 
de los genes x e y»335; es decir, determinado por los cromosomas XX de la mujer y XY del 
varón desde la fecundación. Además, el sexo evidencia la diferenciación de los órganos 
corporales destinados a la reproducción sexual, acompañados de una distinta morfología 
anatómica y de distintos rasgos psicológicos, afectivos y cognitivos336. Y al constituir su 
                                                         
332 J. SCALA, La ideología del género o el género como herramienta de poder, Ediciones Logos, Rosario, 2010, 
p. 11. L discusión sobre qué significa el género viene por la Convention on the Elimination of All Forms of 
Discrimination Against Women (CEDAW) que estableció la perspectiva de género que no distingue las 
diferencias sexuales entre el varón y la mujer. Vid. R. SANTA MARÍA, Dignidad humana y “nuevos derechos”…, 
cit., pp. 324-350. 
333 D. CASTELLANO, Orden ético y derecho, cit., pp. 71-80. Esta postura parte también del conflicto de los 
intereses existenciales o de los derechos naturales, y cuya solución estaría en una determinada valoración o una 
solución en el bien común, en los valores o en los principios generales del Derecho. Vid. A. ROMERO, La 
relación entre la persona y el derecho en la iusfilosofía de Carlos Fernández Sessarego, Universidad Católica 
San Pablo, Arequipa, 2013, pp. 137-157.  
334 J. GARCÍA, Antropología filosófica. Una introducción a la filosofía del hombre, Eunsa, Pamplona, 2011, p. 
183. 
335 Ibídem. 
336 Ibídem, p. 184. Por otra parte, «[e]l sexo sociológico (o civil) es el asignado a una persona en el momento 
de su nacimiento» y percibida por los demás. Estos comportamientos específicos del varón y la mujer son el 
«resultado de procesos histórico-culturales» o las funciones, roles y estereotipos «que cada sociedad asignan a 
los diversos grupos de personas». Asimismo, el sexo psicológico «alude a las vivencias psíquicas de una 
persona como varón o mujer» por pertenecer a un sexo determinado y forjada entre los 2 o 3 años de edad, 
«afectada hondamente por la educación y el ambiente donde se encuentra el niño». En cuanto a la identidad 
sexual, se la identifica como la adquisición gradual de la persona al identificar los factores biopsíquicos del 
propio sexo, diferenciándose del otro. Asumiendo la noción anterior, la identidad genérica está en los factores 
psicosociales y culturales del varón y de la mujer en cada sociedad. Y la orientación sexual (heterosexualidad, 
homosexualidad, bisexualidad) es «la preferencia sexual que se establece en la adolescencia coincidiendo con 
la época en que se completa el desarrollo cerebral», configurada por la educación, la cultura y las propias 
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identidad sexual personal como varón y mujer, su naturaleza le impele a la interacción social 
y cultural337.  
Estos rasgos del ser sexuado, varón y mujer, configuran la virilidad y la feminidad o el 
«conjunto de características típicas corporales y anímicas» y son «estructuras dinámicas y 
complementarias entre sí». «Son dinámicas porque tienden y se ordenan (finalidad)» a la 
generación y educación de los hijos, y a la ayuda mutua. «Son complementarios porque sus 
finalidades se cumplen y se obtienen por el aporte complementario de la feminidad y de la 
virilidad»338.  
Ellas son los presupuestos del matrimonio (sociedad propia y autónoma) con un doble bien 
común: «a) la unión misma puede ser considerada el bien común intrínseco, y b) un bien 
común extrínseco, para el cual es necesario que se produzca dicha unión y del cual 
dependerán las características o propiedades de la misma»339.  
El bien común intrínseco es la mutua ayuda entre el varón y la mujer como esposos en los 
bienes propios del matrimonio: la heterosexualidad, la monogamia y la indisolubilidad 
(estabilidad). Estos bienes se ordenan a la procreación y educación de los hijos. Este es un 
proceso educativo, como deber y derecho de los hijos, que culmina en una persona 
desarrollada en lo físico, intelectual, moral y religioso, capaz de valerse por sí mismo, 
asumiendo decisiones libres y responsables, conservando la civilización y la nación. Por otro 
lado, el bien común extrínseco trascendente ordena la vida familiar, de los padres e hijos, a 
Dios340. Aquí los deberes conyugales y domésticos están subordinados a la Providencia, 
reconocida por la moral y la fe de los padres como creaturas de Dios, llamados a la unidad 
matrimonial y sacramental. 
                                                         
experiencias. Distinta es la conducta sexual o el propio comportamiento del varón y la mujer en la conducción 
de su sexualidad Observa la autora la condición de los «intersexos» (hermafroditas o transexuales), que son 
problemas de carácter biológico y con características clínicas variadas. Vid. J. BURGGRAF, ¿Qué quiere decir 
género? En torno a un nuevo modo de hablar, Promesa, San José, 2004, 2a ed., pp. 15-19. La locución 
«identidad sexual» es cuestionada por Jorge Scala, al no ser definida en la academia, ni en el derecho 
internacional o el desacuerdo existente en el campo de la salud mental y en la metodología para su evaluación, 
siguiendo a psiquiatras peruanos. Vid. R. FLORES Y M. GARCÍA, "Orientación sexual: Medicina y Política", 
Gestión Médica, N° 464-465, (2006), citado por J. SCALA, Ideologia de gênero. O neototalitarismo e a morte 
da família, Katechesis-Artpress, São Paulo, 2011, p. 105, nota 102.  
337 Ibídem, p. 185. 
338 J. HERVADA, Cuatro lecciones de Derecho Natural. Parte Especial, Eunsa, Pamplona, 1989, p. 121.  
339 J. OSSANDÓN, “Fines y propiedades del matrimonio”, Revista chilena de Derecho, Vol. 7, (1980), p. 36.  
340 Ibídem, pp. 39-43. «Larga tradição humana assenta que o matrimônio é a união de un homem e de uma 
mulher –unius coniugalis, maris et feminæ-, porque é uma comunidade (koinonía) destinada, principalmente, 
à geração e à educação da prole, o que, por força da natureza, demanda sempre o consórcio entre o homem e a 
mulher». Vid. R. DIP, “A família e os novos modelos de união sexual”, en M. AYUSO (ed.), De matrimonio, 
Marcial Pons, Madrid, 2015, p. 41. 
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Esos bienes propios del matrimonio y de la familia son reconocidos por el TC como rasgos 
básicos. Si bien se parte del «more uxorio» (uniones de hecho) y la aplicación de la «teoría 
de la apariencia» sobre la institución matrimonial, expresa en sí «una unión monogámica 
heterosexual, con vocación de habitualidad y permanencia, que conforma un hogar de 
hecho. Efecto de esta situación jurídica es que […] se reconozca una comunidad de bienes 
concubinarios, que deberá sujetarse a la regulación de la sociedad de gananciales»341. (Las 
cursivas son nuestras) 
Los padres son responsables primigenios de la educación sexual de sus hijos en virtud de la 
realidad biológica y psicológica, y de sus convicciones filosóficas, morales y religiosas342; 
un deber y derecho propios de la exigencia del orden natural343 y del interés superior del 
niño344. 
                                                         
341 STC Exp. N° 6572-2006-PA/TC, del 06 de noviembre de 2007, F.J. 16. Esta es la tesis de Daniel Ugarte, 
quien sostiene que los rasgos básicos y esenciales de las instituciones jurídicas del matrimonio y de las uniones 
de hecho están definidos en la sentencia citada del Tribunal Constitucional; sin embargo, la institución 
matrimonial tiene una imagen común en el ordenamiento jurídico, legal y constitucional, y en la cultura 
occidental. Por otra parte, sostiene que la garantía institucional debe proteger los rasgos esenciales de las 
instituciones jurídicas constitucionalmente garantizadas, reconocibles en el tiempo y en la historia, que, para 
nuestro estudio, son los bienes propios: la monogamia, la heterosexualidad y la estabilidad. Vid. D. UGARTE, 
La garantía institucional del matrimonio en la Constitución peruana de 1993. La heterosexualidad como rasgo 
esencial de la institución matrimonial, Palestra, Lima, 2014, pp. 100-112. 
342 L. CASTILLO, El principio de libertad en el sistema educativo, ARA Editores, Lima, 2004, pp. 125-126. «La 
simple comunicación material de la vida sería ineficaz el bien de la especie supone además la satisfacción de 
las primeras necesidades del recién nacido (nutrición) y el desarrollo progresivo de su facultad de conocimiento 
(educación intelectual) y de su voluntad (educación moral)». Vid. C. SACHERI, Orden social y esperanza 
cristiana, Escipión, Mendoza, 2014, p. 127. «El deber de educar a los hijos que se ha impuesto a los padres de 
familia conforme al artículo 13° de la constitución, está en correlación con el derecho de los hijos de ser 
educados. No solo se trata de un deber de los padres para con sus hijos, sino también de un derecho –el de 
educación– que cabe oponer y exigir al Estado: “El educando tiene derecho a una formación que respete su 
identidad, así como al buen trato psicológico y físico” (segundo párrafo del artículo 15° de la Constitución)». 
Vid. STC Exp. Nº 0052-2004-AA/TC, del 01 de setiembre de 2004, F.J. 3. «De esta forma su contenido 
constitucionalmente protegido está determinado por el acceso a una educación adecuada (artículo 16), la 
libertad de enseñanza (artículo 13), la libre elección del centro docente (artículo 13),  el respeto a la libertad de 
conciencia de los estudiantes (artículo 14),  el respeto a la identidad de los educandos, así como a un buen trato 
psicológico y físico (artículo 15), la libertad de cátedra (artículo 18), y la libertad de creación de centros 
docentes y universidades (artículos 17 y 18)». Vid. STC. Exp. Nº 0091-2005-PA/TC, del 18 de febrero de 2005, 
F.J. 6. 
343 «Así, la existencia del varón y de la mujer está en función de la procreación. Lo que no es convencional ni 
dependiente de opciones individuales, sino dispuesto por la naturaleza que nos muestra cómo nada se hace sin 
finalidad». Vid. M. AYUSO, “Algunas reflexiones (políticas sobre la naturaleza del matrimonio y la familia”, 
en M. AYUSO (ed.), De matrimonio, Marcial Pons, Madrid, 2015, p. 154.  
344 STC Exp. N° 1817-2009-PHC/TC, del 07 de octubre de 2009, F.J. 6. Derecho conforme al Principio 2 de 
la Declaración de los Derechos del Niño: «El niño gozará de una protección especial y dispondrá de 
oportunidades y servicios, dispensado todo ello por la ley y por otros medios, para que pueda desarrollarse 
física, mental, moral, espiritual y socialmente en forma saludable y normal, así como en condiciones de libertad 
y dignidad. Al promulgar leyes con este fin, la consideración fundamental a que se atenderá será el interés 
superior del niño».  
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4. El bien común y el principio constitucional implícito de buena administración: una 
defensa del derecho fundamental de los padres a determinar la educación moral y 
religiosa de sus hijos como exigencia de la dignidad de la naturaleza humana 
4.1. El «género» como fin en sí mismo  
La autonomía formal es la base del «derecho a la igualdad de género», «derecho» en el «yo 
individual» que va «creando» el ser sexuado. La justicia es considerada como instrumento 
de los intereses o deseos individuales345. El Estado revestiría de legalidad a las pretensiones 
subjetivistas «reconocidas» como «derechos fundamentales» con la coacción necesaria para 
su cumplimiento para quienes lo desconozcan. 
Tenemos tres consideraciones a nuestro juicio sobre esa «igualdad». Primera, como 
«derecho valorativo» de los «intereses compartidos» o de «la suma de intereses 
individuales» por lo que es indiscriminada. Segunda, el interés individual separado del bien 
propio y del derecho natural requiere del consenso social para tutelar las libertades y la 
propiedad sobre el propio cuerpo. Tercera, el interés individual en la «identidad de género» 
y el interés general por la «igualdad de género» propone «proyectos individuales» 
convertidos en «proyectos sociales» desde el poder político y el legalismo. 
La «igualdad de género» no es más que la renuncia a la sexualidad humana en la distinción 
y complementariedad hacia el otro (ser-para-el-otro)346. Al carecer de existencia y por el solo 
«valor» se bosqueja un derecho fundamental abstracto sin contenido donde: «1) no existirían 
condicionamientos biológicos para determinar la feminidad y la masculinidad; 2) no habría 
naturaleza humana, ya que los atributos masculinos podrían ser construidos 
psicológicamente, tanto por varones cuanto por mujeres; 3) por ende no existiría 
complementariedad entre los sexos, pues serían idénticos; 4) la cultura determinaría cuáles 
serían las características femeninas y masculinas»347.  
                                                         
345 «Apresentam essas condutas sexuais especialmente desordenadas uma comun característica egótica, sendo 
condutas que, marcadas pelo vício da soberba, refutam o princípio fundamental de conservação da sociedade 
[…], elegendo a via da mera tentativa de organização jurídica de pulsões sexuais». Vid. R. DIP, “A família…”, 
cit., p. 42. 
346 J. BURGGRAF, ¿Qué quiere decir género?..., cit., p. 23. 
347 J. SCALA, La ideología del género…, cit., p. 49. Se podría alegar que una diferenciación de los 
comportamientos sexuales es causa de discriminación; sin embargo, «desde la perspectiva de quien se 
considera afectado en su derecho a la igualdad […], no basta alegar la existencia de una determinada 
circunstancia que lo asemeja a quien pretende utilizar como término de comparación, sino que es necesario 
incidir en la ausencia de un criterio razonable que permita diferenciarlos en atención a la materia que es 
regulada por la norma; y, desde la perspectiva de quien considera legítima una determinada diferenciación 
legal, no bastará incidir en un criterio accesorio inocuo de distinción, sino en la existencia de una diferencia 
objetiva y esencial a la luz de la materia regulada por la norma». Vid. STC Exp. N° 6155-2006-PA/TC, del 16 
de abril de 2007, F.J. 4.  
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En fin. La «igualdad de género» es contraria a la sexualidad, al matrimonio y a la familia 
(bien común), y al derecho de los padres a determinar la educación moral y religiosa de sus 
hijos (bien propio). Ambos, una en el derecho, otra en la institucionalidad jurídica, son un 
bien propio y común, y un derecho natural jurídicamente constitucionalizado.  
4.2. La educación como razón de fin 
La razón de bien orienta la inteligencia y la libertad al conocimiento de la verdad y al acto 
de bien, propio de las exigencias de la naturaleza humana. Así, el hombre tiene como razón 
de bien a la verdad o las cosas tal cual son, y buscará los medios necesarios para alcanzarlos 
porque son proporcionales a su naturaleza.  
Debemos advertir que el derecho constitucional de los padres a determinar la educación 
moral y religiosa de sus hijos es un derecho natural de primer orden jurídicamente 
constitucionalizado porque tutela la naturaleza misma del matrimonio y de la familia. Los 
padres tienen el deber y el derecho de educar primaria y exclusivamente a sus hijos en sus 
creencias religiosas y convicciones morales, anteriores a la sociedad y al Estado que colabora 
y regula jurídicamente esta obligación.  
Ahora bien, los padres necesitan de medios para este fin educativo (la verdad y el bien). Esta 
es la libertad de enseñanza, derecho natural de segundo orden jurídicamente 
constitucionalizado348 en: a) un sujeto que enseña con recta libertad, b) un sujeto que 
aprende, quien elige la enseñanza que estime conveniente para su formación intelectual, 
moral y religiosa, y c) un objeto o materia que se enseña y aprende349. Asimismo, la libertad 
de enseñanza es concreta, su finalidad está determinada por la naturaleza de su objeto: «la 
adquisición, indagación, transmisión y conservación de la verdad» y, en consecuencia, «la 
libertad de enseñanza implica la exclusión de una enseñanza errónea o falsa»350. 
Solo el hombre tiene conciencia de su existencia y posee la capacidad para autodeterminarse 
hacia el bien o hacia el mal351, no está determinado por el Estado o alguna ideología. El 
                                                         
348 Segundo párrafo del artículo 6 de la Constitución Política del Perú: «Es deber y derecho de los padres 
alimentar, educar y dar seguridad a sus hijos. Los hijos tienen el deber de respetar y asistir a sus padres». 
Artículo 13: «La educación tiene como finalidad el desarrollo integral de la persona humana. El Estado 
reconoce y garantiza la libertad de enseñanza. Los padres de familia tienen el deber de educar a sus hijos y el 
derecho de escoger los centros de educación y de participar en el proceso educativo». Artículo 14: «La 
educación promueve el conocimiento, el aprendizaje y la práctica de las humanidades, la ciencia, la técnica, 
las artes, la educación física y el deporte. Prepara para la vida y el trabajo y fomenta la solidaridad».  
349 E. CANTERO, “La libertad de enseñanza como expresión del derecho natural de los padres a la educación de 
los hijos”, Verbo, N° 179-180, (1979), pp. 1236-1237. 
350 Ibídem, pp. 1239-1240.  
351 B. ORTIZ, “La familia y el derecho natural”, Verbo, N° 207-208, (1982), p. 816. 
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hombre es libre en su dignidad moral y es capaz de conocer la naturaleza de las cosas en la 
verdad. 
Finalmente, la familia conserva la sociedad por su responsabilidad generacional. El bien 
común familiar ofrece beneficios abundantes y eminentemente difusivos (extensivos) 
cuando su constitución es perfecta y comunica el conocimiento y la cultura entre los 
hombres352. Fin posible en «la verdad como elemento más noble e importante del bien común 
político, puesto que el fin del orden legal es promover la vida virtuosa del cuerpo social y 
que la práctica de las virtudes morales presupone el conocimiento de ciertas verdades 
universales»353.  
4.3. El «género» como valor y ¿valor jurídico? 
El igualitarismo del «género» y del comportamiento nos llevan al punto de vista subjetivo y 
valorativo como parte de un «sistema de puro perspectivismo, de un sistema de referencias» 
hacia el lenguaje de la «“revalorización de los valores”. […] Puntos de vista, puntos de 
partida y puntos visuales no tienen consistencia por sí mismos»354. 
Esta inconsistencia requiere de la legalidad del Estado pues en la misma moralidad y 
juridicidad humanas no hay tal igualdad, sino actos humanos que se juzgan como buenos o 
malos, justos o injustos, según la naturaleza del hombre. 
Una actitud crítica también contra el «valor jurídico» que no sería la cosa justa, ni el bien 
humano, sino la valoración del derecho según los intereses de las partes o del derecho 
subjetivista. Un problema si tratamos el derecho fundamental de la «igualdad de género», 
que no sería fundamental por estar en la naturaleza humana, sino por ser derecho positivo 
constitucional y como parte de un jerarquía normativa. Asimismo, al carecer de la onticidad 
de cosa justa necesitaría de la voluntad de la mayoría o de la ley para su aprobación. 
Este perspectivismo axiológico conduce al constructivismo moral y jurídico porque ante la 
irrealidad, solo queda inventar, valorar e imponer. Esta es la igualdad de la educación en las 
instituciones educativas públicas y privadas, del Estado y del Ministerio de Educación, que 
se arrogan el derecho natural de los padres a la educación de sus hijos.  
Ahora bien, analicemos la sexualidad como valor jurídico y el «género» como valor. La 
sexualidad es un bien humano porque es causalidad formal en un orden de especificación 
pues da forma al hombre como ser sexuado, varón o mujer, en su individualidad. Pero 
                                                         
352 CH. DE KONINCK, “El bien común y la primacía”, cit., pp. 21-23. 
353 C. SACHERI, “Estado y educación”, Verbo, N° 82, (1968), p. 18. 
354 C. SCHMITT, La tiranía de los valores, cit., p. 41. 
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también la sexualidad es causalidad final en el orden de la ejecución porque el hombre realiza 
una conducta para alcanzar un fin al que está psicológica y biológicamente proporcionado 
por su sexualidad. Este fin es la comunicación interpersonal y, plenamente, la fecundidad en 
el recíproco amor como donación, para la concepción de una nueva persona humana en el 
matrimonio y la familia355. 
La sexualidad como bien y fin del hombre está sujeta a la naturaleza racional, ordenando su 
conducta en la moralidad y en la juridicidad para ser auténticamente libre. Además, podemos 
decir que es un derecho porque la persona humana posee la identidad sexual como un bien 
en relación de justicia, exigiendo a los demás un reconocimiento y respeto como ser sexuado.  
En estas condiciones, la sexualidad, como bien propio y la identidad sexual como derecho, 
adquiere un mayor valor cuando permanecen en el matrimonio y la familia, constituyendo 
la paternidad y la maternidad en la heterosexualidad, la monogamia y la indisolubilidad 
como bienes comunes de esa sociedad intermedia.  
Si la sexualidad o la identidad sexual es un valor jurídico, el Estado debe reconocerlo y 
tutelarlo pues existe una relación entre la constitución anímico-corporal de cada sexo, 
distinto y complementario, y la permanencia de una sociedad por la renovación generacional 
de sus miembros. Persona, matrimonio y familia, y sociedad. Un bien común a promoverse 
y protegerse porque el Estado no crea la realidad antropológica, ni la ciencia, sino que actúa 
en función de ellas, estableciendo las condiciones para su realización. La sexualidad es 
comunicable, participable, perfecta y perfectiva por fundamentarse y ordenarse en la 
naturaleza humana. 
Por otro lado, el «género» es un aspecto de la sexualidad; parte de una perspectiva descriptiva 
del aspecto cultural o social configuradores de los roles o comportamientos del varón y de 
la mujer. El «género» no es la sexualidad, tampoco es un bien o derecho que subsista 
independientemente de ella. Siguiendo a José García Cuadrado, el sexo varón y mujer están 
biológicamente diferenciados y para configurar su identidad sexual necesitan de la 
interacción social y cultural, pero esto no significa que lo biológico se oponga a la identidad 
sexual vista como «género». «En la persona humana, el sexo y el género, es decir, el 
fundamento biológico y su expresión cultural, no son idénticos, pero tampoco son del todo 
                                                         
355 J. GARCÍA, Antropología filosófica…, cit., pp. 186-193. Cfr. J. TODOLI, El bien común, cit., pp. 30-31; J. 
PORTELA, Una introducción a los valores jurídicos, cit., p. 38. 
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independientes. Varón y mujer tienen la misma naturaleza humana, pero la tienen y la 
realizan de modos distintos y complementarios»356 por su condición sexual. 
En este orden, la «sexualidad no es un simple atributo, sino un modo de ser de la persona 
humana»; es decir, «[l]a masculinidad y la feminidad caracterizan todos los componentes de 
la unidad personal de cuerpo-espíritu que llamamos hombre o mujer. Por eso todas las 
dimensiones corporales del hombre están impregnadas de espiritualidad; y ésta a su vez, de 
corporeidad»357. Irreductible a lo psicológico, a lo biológico o a lo socio-cultural. 
Lo contrario a la recta sexualidad es un mal y una injusticia porque no se actúa conforme al 
bien propio y común, y al derecho.  
Del «género» solo podemos decir que es un desvalor en perspectiva, según un punto de 
referencia (sexualidad, igualdad, libertad, etc.) para los roles o comportamientos culturales 
o sociales de las personas. El género depende de la sexualidad, mas no al revés pues ésta 
informa la individualidad humana, especifica un ser sexuado, distinto y complementario358.  
El «género» como perspectiva no es, entonces, la sexualidad, ni una cosa, ni un bien o fin 
porque aquélla describe los accidentes de la persona en su sexualidad; es decir, los roles y 
comportamientos influidos por la cultura y lo social en un determinado lugar y tiempo, 
respecto de la acción, el modo, el hábito, en la cualidad y relación del varón y la mujer.  
Por ello, no es correcto hablar de «igualdad de género» porque los comportamientos son 
distintos por la sexualidad evidente, inmanente, inmediata y diferenciada. La condición 
sexual, en la unidad psicológica y biológica de cada sexo, demuestra que solo la mujer puede 
                                                         
356 Ibídem, p. 185. 
357 Íbídem, p. 182. 
358 Al contrario, Jutta Burggraf sostiene: «El término gender puede aceptarse como una expresión humana y 
por tanto libre que se basa en una identidad sexual biológica, masculino o femenina. Es adecuado para describir 
los aspectos culturales que rodean a la construcción de las funciones del varón y de la mujer en el contexto 
social. Sin embargo, no todas las funciones significan algo construido a voluntad; algunas tiene una mayor 
raigambre biológica». Además, identifica la «perspectiva de género» como la defensa del derecho a ser 
diferentes o la diferencia entre hombres y mujeres, en el trabajo y la familia, lo público y lo privado, en lo 
empresarial y social, como meta del gobierno y del Estado. Vid. J. Burggraf, ¿Qué quiere decir género?..., cit., 
pp. 28-32. ¿Existe un «derecho a ser diferente»? Si bien la cuestión excede nuestro trabajo, no queda claro cuál 
es el contenido de ese derecho, salvo que lo demande alguien que no lo es. Si no es, ¿qué es? Porque el varón 
y la mujer son diferentes en sí, por su sexualidad. Solo queda, entonces, demandar desde una postura 
subjetivista, porque al no ser varón, ni mujer, demanda que se le reconozca en algo que no es. Una posición 
que resulta ilógica a la luz de los principios de identidad, no contradicción, tercio excluido y razón suficiente. 
Y por otro, un derecho a la diferencia en el ejercicio del «derecho» al aborto y los «derechos» sexuales y 
reproductivos, donde encontraremos el «cambio de sexo» o a identificarse con cualquier «género». Asimismo, 
Martha Miranda expresa que la «perspectiva de género» «apunta hacia la distinción entre la diferencia sexual 
y los roles sociales que se construyen a partir de dicha diferencia. Su principal objetivo es la consecución de la 
igualdad de derechos y oportunidades entre varón y mujer, sin homogeneizarlos» desde un enfoque relacional. 
Vid. M. MIRANDA, “Diferencia entre la perspectiva de género y la ideología de género”, Díkaion, Vol. 21, N° 
2, (2012), pp. 345-348. 
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albergar la concepción de un ser humano en su vientre, y en su seno le proporciona el 
alimento y los cuidados necesarios para su realización y desarrollo. En cambio, el varón debe 
asistir en esa labor, proporcionando los bienes necesarios para ese fin. Nótese que estas 
conductas no son intercambiables, ni son valoradas por igual como los deberes y derechos 
allí presentes; sin embargo, la sexualidad posee rasgos psicológicos, afectivos y cognitivos 
distintivos. Por ejemplo, la inteligencia femenina es más intuitiva, reaccionando de manera 
racional y afectiva a la vez; mientras la masculina es más discursiva, reaccionando racional 
antes que afectivamente, sin que ello signifique exclusividad, habiendo excepciones359. Una 
distinción que encontramos complementadas en las relaciones de padres e hijos. 
La medianera entre la perspectiva y la ideología de «género» es la sola distinción sobre 
dónde radica esa igualdad: si en la sexualidad o en los roles o comportamientos. En la 
primera, para algunos, será en la naturaleza de las cosas: la naturaleza humana y la 
sexualidad; en el segundo, en la libre autodeterminación subjetivista. Por eso, el «género» 
no tiene más valor para quien lo considera, y es un desvalor si se omite la sexualidad, para 
unos, o no, para otros, lo que deja entrever una concepción dualista de la sexualidad360. 
En ambos casos, prima la sexualidad, objeto de controversia. Lo contrario es el 
perspectivismo de la ideología de «género» o que, en última instancia, el «género» sea un 
vocablo ideologizado361. 
                                                         
359 J. GARCÍA, Antropología filosófica…, cit., p. 184. 
360 «Otras veces la comprensión de la sexualidad humana viene mediada por una concepción antropológica 
dualista, según la cual la unidad entre el alma y el cuerpo es entendida en términos de causalidad  instrumental: 
la persona sería el espíritu, y el cuerpo sería el instrumento del que aquél se serviría para obrar. Es lo que sucede 
en el hedonismo y en utilitarismo, en donde el cuerpo no es reconocido en su dimensión personal. De tal manera 
es reducido a su materialidad por lo que pasa a ser considerado como objeto de placer o de explotación y 
utilidad. Al afirmar que «yo soy dueño de mi cuerpo y hago lo que quiero con él» da la impresión de esconderse 
un latente dualismo antropológico, puesto que el cuerpo no es algo que se tiene como una cosa de la que yo 
puedo disponer a mi antojo, sino que yo, al ser persona, soy alma-cuerpo de manera constitutiva». Vid. J. 
GARCÍA, Antropología filosófica…, cit., p. 182.  
361 «En el lenguaje se define el género masculino, femenino o neutro de las palabras, de manera arbitraria –es 
decir, sin que tenga relación alguna con la sexualidad. Por ejemplo: la mesa es de género femenino y el vaso 
es de género masculino, sin que ninguno de ambos casos, haya connotación sexual alguna. Extrapolando esto 
a los seres humanos, se pretende sostener que hay un sexo biológico, con el que nacemos y, por ende, resulta 
definitivo; pero –a la vez-, toda persona podría construir libremente su sexo biológico o género». Vid. J. 
SCALA, La ideología de género…, cit., p. 9. Apelamos al «Informe de la Real Academia Española sobre la 
expresión violencia de género», publicado el 19 de mayo de 2004: «La palabra género tiene en español los 
sentidos generales de ‘conjunto de seres establecido en función de características comunes’ y ‘clase o 
tipo’: Hemos clasificado sus obras por géneros; Ese género de vida puede ser pernicioso para la salud. En 
gramática significa ‘propiedad de los sustantivos y de algunos pronombres por la cual se clasifican en 
masculinos, femeninos y, en algunas lenguas, también en neutros’: El sustantivo ‘mapa’ es de género 
masculino. Para designar la condición orgánica, biológica, por la cual los seres vivos son masculinos o 
femeninos, debe emplearse el término sexo: Las personas de sexo femenino adoptaban una conducta 
diferente. Es decir, las palabras tienen género (y no sexo), mientras que los seres vivos tienen sexo (y 
no género). En español no existe tradición de uso de la palabra género como sinónimo de sexo». Esta misma 
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En suma, es propio y correcto reconocer y dialogar sobre la sexualidad. «Se dice que el 
lenguaje es el “lugar” del pensamiento. Pero si el pensamiento no es la aprehensión de lo 
real difícilmente puede ser su “lugar”»362, escribe Danilo Castellano, que bien constituye la 
aporía del «género». 
4.4. La educación como bien y derecho natural 
La educación es un derecho natural reconocido como derecho fundamental primigenio de 
los padres y ejercido en la libertad de enseñanza sobre sus hijos. Un bien y un derecho que 
evita el desorden, educando en la racionalidad y en la autonomía para que la persona 
individúe por sí mismo las exigencias o normas de la naturaleza humana, que dicen del 
hombre en cuanto hombre363. 
Ante este hecho, la institución educativa es la prolongación de la familia, no su suplencia; la 
familia delega la facultad de educar y enseñar al Estado, que no le corresponde por 
naturaleza364. La promoción de este derecho es deber del Estado que promueve la familia 
como institución constitucionalmente garantizada365.  
En ese derecho fundamental, según Julián Gil de Sagredo, los padres tienen el derecho de 
elección de la enseñanza y de su contenido. Uno, el sujeto del derecho de elección; es decir, 
quiénes son los que tienen derecho a educar y elegir la educación y enseñanza 
complementaria. Los padres de los alumnos, en primer lugar; y los alumnos, en segundo 
lugar, a elegir su profesión, oficio y carrera según su consciencia y responsabilidad. Dos, el 
                                                         
observación, cita Jorge Scala, se reitera en la «Nueva gramática de la lengua española» de Carlos de Castro 
Expósito: «Género es una propiedad de los nombres y de los pronombres, tiene carácter inherente y produce 
efecto en la concordancia con los determinantes, los adjetivos… y no está relacionado con el sexo biológico. 
Las personas no tenemos género, tenemos sexo. De ahí que la expresión “violencia de género” sea incorrecta 
porque la violencia la cometen las personas, no las palabras. En nuestra lengua se debe decir violencia sexual 
o violencia doméstica, como nos indica la Real Academia Española» (Las negritas son nuestras). Asimismo, 
se permite alternancia como «ella es el miembro» o “la miembro”», pero no se acepta «la miembra» o 
reiteraciones innecesarias como «ciudadanos y ciudadanas», como el incorrecto uso del «@», entre otros. Vid. 
J. SCALA, La ideología de género…, cit., pp. 39-41. Aquella distinción también está presente en el vigente 
Diccionario Panhispánico de Dudas (DPD) y en el informe «Sexismo lingüístico y visibilidad de la mujer», del 
01 de marzo de 2012, del lingüista Ignacio Bosque, miembro de la RAE. 
362 D. CASTELLANO, Orden ético y derecho, cit., p. 97. 
363 D. CASTELLANO, “Tratamonto o eclisse della famiglia”, en M. AYUSO (ed.), De matrimonio, Marcial Pons, 
Madrid, 2015, p. 22. 
364 E. CANTERO, “Universalidad y pluralidad en la enseñanza”, Verbo, N° 161-162, (1978), p. 263. 
365 Lo prescribe el Tribunal Constitucional: «En efecto, cuando dicho precepto fundamental establece que el 
“Estado protege a la familia y promueve el matrimonio”, reconociéndolos como “institutos naturales y 
fundamentales de la sociedad”, con ello simplemente se ha limitado a garantizar constitucionalmente ambos 
institutos [la familia y el  matrimonio] con una protección especial, la derivada de su consagración en el propio 
texto constitucional. Más que de unos derechos fundamentales a la familia y al matrimonio, en realidad, se 
trata de dos institutos jurídicos constitucionalmente garantizados». Vid. STC Exp. N° 2868-2004-AA/TC, del 
24 de noviembre de 2004, F.J. 13. 
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objeto del derecho de elección o materia de elección, las personas que serán profesores, los 
procedimientos didácticos y los centros docentes (qué es lo que cabe elegir). Tres, el 
fundamento del derecho de elección; o sea, en qué se funda o cuál es la razón de ese derecho: 
la naturaleza paternal del matrimonio: engendrar, criar y educar. Y cuatro, el fin del derecho 
de elección en la enseñanza, que «los padres persiguen de manera próxima o inmediata, la 
ampliación de la cultura de sus hijos, y de manera remota y mediata la adquisición de un 
porvenir social y económico […] y de manera última y final, si son cristianos auténticos, el 
objeto y meta última de su vida que es la salvación y posesión de Dios»366.  
4.5. De la razón de Estado Administrativo al bien común del Estado: la legitimidad 
por el fin 
De un tiempo a esta parte, la administración estatal irrumpió como instancia única en la 
determinación de los derechos sin previo análisis jurídico. 
Identificamos este hecho como la razón de Estado Administrativo que apela «a la necesidad 
objetiva, a la situación real, a la fuerza coercitiva de las relaciones, a las necesidades de la 
época y a otras justificaciones no basadas en normas sino en situaciones fácticas», 
encontrando su «principio existencial en la conveniencia, en la utilidad, en la adaptación 
inmediata y concreta de sus medidas, de sus disposiciones y de sus órdenes a las necesidades 
reales»367. El hecho sociológico es transversal a este modelo estatal y a la ley, que no se 
cuestiona sobre los presupuestos del orden jurídico y moral. 
Este es el caso del «enfoque de la igualdad de género» y el Currículo vigentes por la 
Resolución Ministerial, configurándose como ley y política pública nacional sobre la 
educación.  
Realidad distinta es requerir que la administración pública y el derecho administrativo sean 
legítimos por los principios naturales (bien humano, derecho natural y bien común) y 
convencionales (costumbres, cultura, idiosincrasia, etc.) del orden público. Esta es la 
relación del bien propio y del derecho natural de los padres en la educación de los hijos, y 
del derecho administrativo368 que no está en la descripción sociológica, sino en el 
fundamento natural y último que legitima el hecho social y la actuación estatal. 
                                                         
366 J. GIL DE SAGREDO, “El derecho de elección en la enseñanza”, Verbo, N° 126-127, (1974), pp. 813-820. 
367 C. SCHMITT, “Legalidad y legitimidad”, en H. AGUILAR (comp.), Carl Schmitt, teólogo de la política, Fondo 
de Cultura Económica, México, 2001, p. 264. 
368 G. DUMONT, “El derecho natural en el derecho administrativo…”, p. 224. 
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4.6. De la geometría legal a la juridicidad: la dignidad de la naturaleza humana 
En la razón de Estado Administrativo, la razón está identificada con la política y la ley. Esta 
es la «geometría legal» donde prevalece «la acepción de ordenamiento jurídico como 
conjunto de normas jurídicas» o «sistemas de normas»369 «“autorreferenciales”, 
herméticamente cerrados al “derecho natural”»370. Estamos ante el sistema normativo 
positivista de representaciones convencionales de normas puestas por la ciencia jurídica 
sobre el presupuesto de la norma fundamental hipotética371. 
El ordenamiento jurídico, por tanto, es virtual y no real o sustancial; y a la vez es funcional 
a los mandatos de la autoridad372. Así, la geometría legal instituye un orden virtual «a partir 
de un no-orden objetivo»373. Y el derecho no tiene otra realidad que la norma jurídica. 
La administración pública sería distinta si parte desde la juridicidad o la realidad de las 
relaciones jurídicas sobre lo bueno y lo justo. Es más, estudiar el derecho desde su íntima 
pertenencia a la sociabilidad, es reconocer la constitución social como exigencia de la 
dignidad de la naturaleza humana y regulada por el derecho positivo específico y genérico: 
moral, justicia, cultura, costumbre, convención, gobierno, etc. Espacio de realización de la 
educación y de la familia.  
En suma, el derecho no está, stricto sensu, en el normativismo jurídico, sino en la cosa justa, 
debida entre personas. Encontraríamos el derecho en el Currículo y la Resolución Ministerial 
como segunda acepción: la ley. 
4.7. El principio de subsidiariedad: la colaboración y la autonomía de la familia 
La sociedad política ordena distintas sociedades intermedias o menores que participan en el 
bien común. La unidad de orden donde cada sociedad conserva su autonomía y libertad para 
alcanzar su bien propio junto a la participación de otras sociedades. 
Estamos ante una pluralidad de sociedades, comunicables, armonizadas en el bien honesto y 
útil. «Lo que significa que en la medida que la sociedad política permite a cada persona y 
cada grupo social perseguir su fin particular, facilita así la colaboración y la participación en 
el bien común. Luego, lo legítimo es que, como recto proceder en la consecución del bien 
común, cada uno pueda perseguir por sus propios medios los fines que le son propios»374. 
                                                         
369 F. GENTILE, El ordenamiento jurídico entre la virtualidad y la realidad, Marcial Pons, Madrid, 2001, p. 14. 
370 M. AYUSO, Constitución. El problema y los problemas, Marcial Pons, Madrid, 2016, p. 62. 
371 F. GENTILE, El ordenamiento jurídico…, p. 17.  
372 Ibídem, pp. 17-20. 
373 Íbídem, p. 24. 
374 SEGOVIA, “El derecho natural católico y la política…”, cit., p. 110. 
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Bajo el principio de subsidiariedad, el Estado respeta la autonomía de la familia como 
sociedad intermedia, distinta a otras, en la pluralidad del bien común. «La razón de ser del 
principio radica en el carácter accesorio y transitorio que se activa por la insuficiencia del 
cuerpo inferior y se desactiva cuando éste logra asumir con suficiencia su función»375. 
La aplicabilidad del principio de subsidiariedad es una exigencia del bien común que evita 
concebir una sociedad como individuos agregados (socialismo) o una sociedad opuesta al 
individuo (liberalismo)376.  
El TC prescribe la importancia de este principio en el sentido vertical y horizontal. La 
subsidiariedad vertical está en la relación del ordenamiento mayor (nacional o central) y el 
ordenamiento menor (regional o local), inhibiéndose el primero en las competencias del 
segundo. En la subsidiariedad horizontal, la relación del Estado y la ciudadanía está en el 
respeto de la autonomía y libertad de los individuos por parte del cuerpo político, 
condicionando la intervención pública a lo esencial377.  
Aunque el TC no lo exprese, la familia es una sociedad en el orden vertical y jerárquico 
porque la unidad nacional necesita de la unidad inmediata de sociedades menores como el 
municipio necesita de las familias o la región necesita de los municipios378.  
La relación entre la administración pública estatal y la familia está ordenada, por tanto, en 
el principio de subsidiariedad, siendo su deber respetar el derecho fundamental primigenio 
de los padres a educar a sus hijos, y colaborar en la educación de forma secundaria o 
accesoria. 
4.8. El bien propio y el derecho fundamental de los padres a determinar la educación 
moral y religiosa de sus hijos como un fundamento 
a) De la moralidad pública 
La distinción moral en pública y privada es el remanente de la razón de Estado y la división 
del derecho en público y privado. Ante las diferentes «religiones», el Estado redujo las 
                                                         
375 J. NOVOA, “Subsidiariedad y derecho natural. Una reflexión colombiana”, en M. Ayuso (ed.), Utrumque 
ius. Derecho, derecho natural y derecho canónico, Marcial Pons, Madrid, 2014, p. 228. 
376 M. AYUSO, “Estado, Estado de derecho y bien común”, Verbo, N° 483-484, (2010), pp. 205-206. 
377 STC Exp. Nº 0008-2003-AI/TC, cit., F.J. 19. 
378 J. GIL DE SAGREDO, “El principio de subsidiariedad y los cuerpos intermedios”, Verbo, N° 193-194, (1981), 
pp. 468-469. El autor distingue los cuerpos intermedios en dos ramas: «la de aquellos que siguen la línea 
vertical del orden político, la cual, arrancando de la familia, pasa por el Municipio, la Comarca y la Región, 
hasta llegar al Estado; y la de aquellos otros Cuerpos Intermedios, que siguen la línea horizontal del orden 
cultural y económico, la cual, atravesando el plano vertical de las instituciones políticas, compone los núcleos 
de las diversas agrupaciones de finalidad espiritual o material, como escuelas, Universidades, oficios, Gremios, 
Sindicatos, Corporaciones, etc.». Vid. PÍO XI, Quadragesimo anno, 1931, n° 79. 
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convicciones y creencias al fuero privado de la conciencia, y se arrogó un orden público de 
la «razón» desmitificada y neutral379. Un fin efectivo por el derecho administrativo y sus 
instituciones distanciados de la moral tradicional del pueblo afincada en la moral natural380. 
La moral natural refiere a los actos humanos conforme a las exigencias de la naturaleza 
humana. Si alguna distinción hay entre la moral pública y privada, no se debe a su origen, 
sino al ejercicio de los actos morales en lo personal, familiar y social. 
El Estado no es una persona humana y se subordina a la unidad de orden. No origina una 
conciencia colectiva, impersonal y abstracta, opuesta a la conciencia individual381. Si lo 
hiciera, no habría nada en común (moral natural) entre las «moralidades» y los actos morales 
serían indeterminados. La validez de la moral dependería de la imposición y la coacción 
predicadas únicamente en razón del poder del Estado y no en otro fundamento382. 
La moral pública y privada tiene su fundamento en la moral natural que se traduce en las 
exigencias morales (bien propio) y jurídicas (derecho natural) de la dignidad humana que el 
Estado reconoce (derecho fundamental) y regula (derecho positivo específico y genérico) en 
el orden del bien común. 
El Currículo no debe ser contrario a este orden. La bondad de la educación está en la 
perfección del conocimiento del niño o del adolescente que aprehende las cosas de sí mismo 
y de la realidad, de lo temporal y lo sobrenatural, guiados responsablemente por sus padres. 
b) Del derecho público 
La autoridad y la norma jurídica prevén lo necesario para regular los actos jurídicos y las 
relaciones jurídicas de las personas. Esta ley es pública y privada, según la regulación del 
derecho positivo hacia el orden social o atendiendo a la voluntad privada del hombre y las 
sociedades intermedias sobre sus propios asuntos jurídicos. 
En este camino, tenemos la misma cosa justa y la juridicidad humana; es decir, la realidad 
jurídica habituada en la sociedad misma. Así, el Estado, las instituciones y las leyes que 
                                                         
379 «Los teóricos liberales preconizaron y aplicaron el arte de la separación, oponiéndose de este modo al mundo 
antiguo. […] La separación más famosa es la del “muro” erigido entre la Iglesia y el Estado, pero existen 
muchos más. El liberalismo es un mundo de muros, y cada uno de ellos engendra una nueva libertad». Vid. M. 
WALZER, Guerra, política y moral, Paidós, Barcelona, 2001, p. 93. 
380 D. NEGRO, “Estado y conciencia: Una perspectiva histórica”, en M. AYUSO (ed.), Estado, ley y conciencia, 
Marcial Pons, Madrid, 2010, pp. 38-39.  
381 Ibídem, pp. 42-43. 
382 M. AYUSO, ¿Ocaso o eclipse del Estado? Las transformaciones del derecho público en la era de la 
globalización, Marcial Pons, Madrid, 2005, pp. 19-20. Vid. M. AYUSO, “Ante la emergencia educativa: 
educación y tradición”, Verbo, N° 475-476, (2009), p. 484. 
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ordenan la sociedad se basan en el orden jurídico propio de cada sociedad intermedia. No se 
sobrepone a ella por el principio de subsidiariedad vertical. 
Si la autonomía privada del derecho emana de las relaciones jurídicas concretas, la 
«intervención pública se funda en el bien común»383 porque es responsabilidad de la 
autoridad ordenar a la persona humana y a cada sociedad intermedia a su fin como la parte 
al todo. 
Este espacio propio y relacional es de derecho natural que, en el bien propio y el derecho 
fundamental de la educación y de los padres a determinar la educación de sus hijos, delimita 
los campos de lo privado y público: la familia, sociedad autónoma y libre, frena toda 
intervención injusta o ilegítima del Estado384. 
El derecho natural permite que lo público y lo privado estén ordenados al bien común porque 
el Estado encuentra su competencia en relación a la persona y a las sociedades intermedias 
por ese derecho natural que determina las esfera de competencia385; es decir, en virtud del 
derecho fundamental de los padres a determinar la educación de sus hijos. 
c) De los principios y las fuentes del derecho 
Si el derecho fundamental de los padres a determinar la educación moral y religiosa de sus 
hijos es un derecho natural primario, es porque es un derecho natural propio de la dignidad 
humana. Con esta noción nos alejamos del monismo legalista del Estado y del Currículo. 
En este horizonte, siguiendo a Juan Vallet de Goytisolo, la dignidad de la naturaleza humana 
es una fuente material del derecho, si entendemos como tal la base donde hallamos lo justo 
concreto. Mientras que las fuentes formales del derecho se rigen por dos perspectivas, la de 
los órganos y la de las formas de creación para la exteriorización del derecho386. Esta fuente 
pasa por la Constitución, la ley, decretos, jurisprudencia, la autonomía de la voluntad, etc., 
generando una pluralidad de formas en atención a la naturaleza de las cosas387. 
Por otra parte, si consideramos los principios como «proposiciones verdaderas, capitales, 
originarias o previas a algo, que nacen o son nacidas de algo», entonces la dignidad de la 
naturaleza humana se identifica como «primer singular de un todo plural»388, que ordena 
                                                         
383 Ibídem, p. 22. 
384 Ibídem. Vid. E. CANTERO, “La libertad de enseñanza…”, cit., p. 1222. 
385 J. VALLET DE GOYTISOLO, Panorama del derecho civil, Barcelona, 1973, 2a ed., p. 92, citado por M. AYUSO, 
¿Ocaso o eclipse del Estado?..., cit., p. 22, nota 10. 
386 M. AYUSO, La Constitución. El problema…, cit., pp. 84-85. 
387 STC Exp. N° 0047-2004-AI/TC, del 24 de abril de 2006, F.J. 7 y ss. 
388 M. AYUSO, La Constitución. El problema…, cit., p. 106. 
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hacia el bien común. Así, describimos a los «principios generales del derecho como el 
conjunto de verdades jurídicas nacidas en el mismo derecho y dotadas de poder generativo 
para que sigan naciendo otras verdades jurídicas en el mismo derecho»389, en razón de la 
juridicidad. 
Este es el sentido del principio constitucional implícito de buena administración que remite 
al interés general, pero no agota el contenido del bien común y requiere del principio de 
subsidiariedad, que nos conduce al bien propio y al derecho natural. 
A juicio del TC, la dignidad humana es el «fundamento esencial de todos los derechos que, 
con la calidad de fundamentales, habilita el ordenamiento»390 y el «principio motor sin el 
cual el Estado adolecería de legitimidad, y los derechos de un adecuado soporte 
direccional»391. 
Finalmente, de lo escrito, podemos afirmar que el bien común de la educación y la familia 
es un principio en razón de que ordena el bien propio, el derecho, la sociedad y el Estado al 
fin de la dignidad de la naturaleza humana, principio y fundamento de los derechos 
fundamentales o humanos. 
d) Del ordenamiento jurídico  
La finalidad de las normas jurídicas es regular las relaciones jurídicas humanas que son 
deudas de justicia constante, sea conmutativa, distributiva o legal. De ahí que lo propio de 
la ley sea ordenar la sociedad a su fin, el bien común. Así, el ordenamiento jurídico tiene 
como función la regulación de los actos y las relaciones jurídicas en virtud de la justicia, 
siendo su fin la instauración del orden justo para la convivencia pacífica acorde a la 
naturaleza humana392. 
Las relaciones jurídicas no sólo son en virtud de la autonomía de la persona, estableciendo 
actos o negocios jurídicos, sino que el derecho se realiza en las sociedades intermedias, de 
orden político, cultural o económico. En cada una se ejercen derechos y obligaciones como 
                                                         
389 Ibídem. 
390 STC Exp. N° 2273-2005-PHC/TC, del 20 de abril de 2006, F.J. 5. 
391 Ibídem, F.J. 6. En la misma sentencia, el TC considera la dignidad como derecho y valor, y no distingue 
entre dignidad de la persona humana, la dignidad de la naturaleza humana y la dignidad moral, que 
desarrollamos en los capítulos III y IV de nuestro trabajo. Vid. STC Exp. N° 0034-2004-PI/TC, del 15 de 
febrero de 2005, F.J. 68; STC Exp. N° 0042-2004-AI/TC, del 13 de abril de 2005, F.J. 2; STC Exp. N° 1417-
2005-AA/TC, de 08 de julio de 2005, F.J. 2; STC Exp. N° 0030-2005-PI/TC, del 02 de febrero de 2006, F.J. 
40; STC Exp. N° 0050-2004-AI/TC y otros, del 03 de junio de 2005, F.J. 32; STC Exp. N° 05212-2011-HC/TC, 
01 de diciembre de 2014, F.J. 2. Vid. J. CHÁVEZ-FERNÁNDEZ, La dignidad como fundamento…, cit., pp. 83-
91. 
392 F. GENTILE, El ordenamiento jurídico…, cit., p. 20. 
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el deber de los padres en la educación de sus hijos y la mutua ayuda en la familia, o los actos 
o pretensiones sobre el matrimonio, la filiación, el trabajo, el transporte, la propiedad, etc. 
obrados en la sociedad y no estrictamente en el Estado393. 
El ordenamiento jurídico, por tanto, se asienta en la unidad del orden de cada sociedad 
intermedia y de su autonomía y libertad. Aquél no es indiferente a la juridicidad e individua 
el orden pronunciándose sobre lo justo e injusto, lo bueno y lo malo, lo equitativo o inicuo, 
prescribiendo o prohibiendo en la pluralidad de órdenes394. 
Este es el orden del derecho que el artículo 13 de la Constitución, en la jerarquía normativa, 
garantiza a los padres en la educación de los hijos: «La educación tiene como finalidad el 
desarrollo integral de la persona humana. El Estado reconoce y garantiza la libertad de 
enseñanza. Los padres de familia tienen el deber de educar a sus hijos y el derecho de 
escoger los centros de educación y de participar en el proceso educativo»395 (las cursivas 
son nuestras). Y en los derechos humanos (ius cogens), vinculantes al Estado peruano396. 
                                                         
393 M. AYUSO, Constitución. El problema…, cit., p. 80. La sociedad es el espacio para la realización de la 
justicia conmutativa o igualdad aritmética (lo debido entre los hombres), de la justicia distributiva o la igualdad 
geométrica o proporcional (lo debido de la sociedad al hombre) y de la justicia general o del bien común (lo 
debido del hombre a la sociedad). Vid. J. VALLET DE GOYTISOLO, ¿Qué es el derecho natural?, Speiro, Madrid, 
1997, p. 54; J. HERVADA, Introducción crítica al derecho natural, Eunsa, Pamplona, 2001, 10ma edición, pp. 
53-64. 
394 D. CASTELLANO, Orden ético y derecho, cit., pp. 55-56. «Las Constituciones contemporáneas “pactadas” se 
distancian de las modernas en primer lugar por el acogimiento del pluralismo, entendido no como pluralidad 
de ordenamientos jurídicos que tienen como denominador común el derecho como determinación de la justicia, 
sino como pluralidad de derechos creados por el sistema o el ordenamiento jurídico positivo. Lo que significa 
que los derechos se hacen depender, en último término, de las “fuerzas” definidas como “políticas” que logran 
imponerse». Vid. D. CASTELLANO, Constitución y constitucionalismo, Marcial Pons, Madrid, 2013, pp. 20-21. 
395 En ese derecho fundamental tiene asidero la patria potestad regulada por nuestro Código Civil en el artículo 
418: «Por la patria potestad los padres tienen el deber y el derecho de cuidar de la persona y bienes de sus hijos 
menores», y en el artículo 419: «La patria potestad se ejerce conjuntamente por el padre y la madre durante el 
matrimonio, correspondiendo a ambos la representación legal del hijo», y en el artículo 423, inciso 2: «Dirigir 
el proceso educativo de los hijos y su capacitación para el trabajo conforme a su vocación y aptitudes». Deberes 
que se corresponden con el artículo 74 del Código de los Niños y Adolescentes, especialmente en los incisos 
«a) Velar por su desarrollo integral», «b) Proveer su sostenimiento y educación» y «c) Dirigir su proceso 
educativo y capacitación para el trabajo conforme a su vocación y aptitudes». 
396 El inciso 3 del artículo 26 de la Declaración Universal de Derechos Humanos prescribe: «Los padres tendrán 
derecho preferente a escoger el tipo de educación que habrá de darse a sus hijos». Asimismo, el inciso 4 del 
artículo 18 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos dispone: «Los Estados Partes en el presente 
Pacto se comprometen a respetar la libertad de los padres y, en su caso, de los tutores legales, para garantizar 
que los hijos reciban la educación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones». El 
inciso 4 del artículo 12 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos reconoce: «Los padres, y en su 
caso los tutores, tienen derecho a que sus hijos o pupilos reciban la educación religiosa y moral que esté de 
acuerdo con sus propias convicciones». Vinculantes en virtud del artículo 55 de la Constitución, los tratados 
celebrados por el Estado forman parte del derecho nacional y en virtud de su cuarta disposición final y 
transitoria, las «normas relativas a los derechos y a las libertades que la Constitución reconoce se interpretan 
de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y con los tratados y acuerdos 
internacionales sobre las mismas materias ratificados». 
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Ordenamiento jurídico que los funcionarios o servidores públicos tienen el deber de 
cumplir397. 
Por último, consideramos también al Estado de excepción del artículo 137 de la Constitución 
Política, sea en el Estado de emergencia o en el Estado de sitio, donde la norma 
constitucional prevé los casos que demandan una acción directa del Estado en la 
conservación de la seguridad, la paz y del orden interno de una nación, restringiendo o 
suspendiendo o no los derechos constitucionales. En sí, la protección de la sociedad política 
y las sociedades intermedias o menores, entre ellas la familia. 
Más allá de lo que puede llamarse una «dictadura comisarial» para mantener el orden jurídico 
social, la unidad de orden del bien común limita y legitima la acción del soberano en una 
«dictadura soberana» sobre una situación excepcional no prevista por la norma jurídica o 
constitucional398.  
De esta forma se busca proteger la existencia del Estado y del orden social, ejerciendo la 
prudencia399. «Como quiera que el estado excepcional es siempre cosa distinta de la anarquía 
y del caos, en sentido jurídico siempre subsiste un orden, aunque este orden no sea 
                                                         
397 El artículo 38 de la Constitución ordena que: «Todos los peruanos tienen el deber de honrar al Perú y de 
proteger los intereses nacionales, así como de respetar, cumplir y defender la Constitución y el ordenamiento 
jurídico de la Nación», y el artículo 45 dispone: «Quienes lo ejercen lo hacen con las limitaciones y 
responsabilidades que la Constitución y las leyes establecen». Sentencia el TC que: «este Tribunal ha entendido 
que detrás de las disposiciones de dicho capítulo de nuestra Constitución y en especial del artículo 39º de la 
Constitución que establece que “los funcionarios y trabajadores públicos están al servicio de la Nación”, 
subyace el principio de “buena administración” (Cfr. Exp. Nº 2235-2004-AA/TC; 2234-2004-AA/TC). A su 
vez, el artículo 44º de la Constitución establece que “(s)on deberes primordiales del Estado: defender la 
soberanía nacional; garantizar la plena vigencia de los derechos humanos; proteger a la población de las 
amenazas contra su seguridad; y promover el bienestar general que se fundamenta en la justicia y en el 
desarrollo integral y equilibrado de la Nación”, tales fines son también atribuibles a los funcionarios y 
servidores públicos (Exp. Nº 008-2005-AI, fundamento Nº 14)». Vid. STC Exp. N° 0017-2011-PI/TC, del 03 
de mayo de 2012, F.J. 15. 
398 E. HERNANDO, “Excepción y realismo político: Algunas cuestiones de fondo”, Revista Enfoques, Vol. II, 
N° 10, (2009), p. 61. «Soberano es quien decide el estado de excepción. Sólo esta definición puede ser justa 
para el concepto de soberanía como concepto límite. […] concepto de la esfera más extrema […]». Vid. C. 
SCHMITT, Teología política, Trotta, Madrid, 2009, p. 13. 
399 P. HIRTS, “Carl Schmitt´s Decisionism”, en CH. MOUFFE (ed.), The Chalenge of Carl Schmitt, Verso, 
Londres, p. 12, citado por E. HERNANDO, “Excepción y realismo político…”, cit., p. 54, [ ]. «Tres son, por 
tanto, las fuerzas o virtudes intelectuales relativas al acto humano con que puede contar el hombre para orientar 
sus acciones: sindéresis, ciencia moral y prudencia. Las tres son indispensables para una perfecta acción 
política. Todo lo dicho de ellas cobra una relación evidente con la política en cuanto lo referimos al bien común 
de la nación». Vid. L. PALACIOS, “La prudencia política”, Revista de estudios político, N° 13-14, (1944), pp. 
97-98.  
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jurídico»400, pues la decisión estriba en la conservación o restauración del «interés público o 
estatal, la seguridad y el orden público, le salut publique, etc.»401. 
e) De la tradición jurídica 
La «traditio significa algo que transita de alguien, o de algo, hacia más allá de; alguna cosa 
que se da o se entrega de un lado a otro (el que recibe)»402. La tradición es el movimiento 
del bien común en la conservación y defensa del bien propio y del derecho natural, que los 
padres entregan a sus hijos en el conocimiento, la virtud, la justicia, el amor, la obediencia, 
la amistad, la fe, etc.; en la práctica del culto del Dios verdadero403, «precisamente esa 
voluntad natural del fin es la que funda su razón de ser»404. 
La tradición del derecho requiere de un ordenamiento jurídico dinámico que se ordene a la 
pluralidad de las sociedades humanas, a su integridad y jerarquía, según las exigencias de 
las circunstancias históricas. El derecho no es estático, sino dinámico; se actualiza en virtud 
de los actos y de las relaciones jurídicas exigidas por la dignidad de la naturaleza humana, 
del consenso y de la ley legítimos. 
El derecho es relación con el pasado, «un pasado, en cuanto vivo y críticamente cualificado 
para el tiempo futuro, es un estar de nuevo y, por su permanencia, un topos argumentativo, 
en particular un topos no sólo para la argumentación práctico-prudencial, sino también para 
la via inventionis de la ciencia jurídica»405. 
f) De la democracia 
La democracia moderna se define como el «conjunto de reglas (primarias y fundamentales) 
que establecen quién está autorizado para tomar las decisiones colectivas y bajo qué 
procedimientos», supuestas las libertades necesarias, sin fundamento, para elección406. Una 
                                                         
400 C. SCHMITT, Teología política, cit., p. 17.  
401 Ibídem, pp. 13-14. Una discusión entre Carl Schmitt y Hans Kelsen, quien sostiene la unidad legal y la 
personificación del derecho en el Estado, y la previsibilidad de los hechos en la norma jurídica o constitucional; 
sin embargo, la observación de Schmitt radica en el hecho excepcional o extraordinario que no se subsume en 
ninguna norma jurídica positiva. Vid. C. SCHMITT, La defensa de la Constitución, Tecnos, Madrid, 1998; E. 
HERNANDO, ¿Teología Política o Filosofía Política?: La amistosa conversación entre Carl Schmitt y Leo 
Strauss, Foro Interno, N° 2, (2002), p. 114; E. HERNANDO, Pensando peligrosamente. El pensamiento 
reaccionario y los dilemas de la democracia deliberativa, Fondo Editorial de la Pontificia Universidad Católica 
del Perú, Lima, 2002, pp. 134-142. 
402 R. DIP, Seguridad jurídica y crisis…, cit., p. 43. 
403 J. MEINVIELLE, Critica de la concepción de Maritain sobre la persona humana, Ediciones Nuestro Tiempo, 
Buenos Aires, 1948, p. 247. 
404 L. LACHANCE. Humanismo político…, cit., p. 341. Vid. C. SACHERI, Orden social y esperanza cristiana, 
Escipión, Mendoza, 2014, p. 127.  
405 R. DIP, Seguridad jurídica y crisis…, p. 45. 
406 N. BOBBIO, El futuro de la democracia, Fondo de Cultura Económica, México, 2010, pp. 24-27. 
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democracia autorreferencial que se ocupa sólo de los medios, pero no de los fundamentos y 
fines que lo legitiman. 
La democracia moderna propone la libertad negativa de conciencia o la no sujeción a ningún 
orden que no sea aceptado por la autodeterminación. La libertad de la propia 
individualidad407 o la autonomía moral subjetivista408. 
Desde esta descripción, se justificaría que el Currículo asuma la educación primigenia de los 
niños y adolescentes pues al no existir un orden moral y jurídico, el Estado lo establecería 
por la ley o por el consenso de los participantes o por sus representantes (funcionarios 
públicos contratados o por voto popular). 
Al contrario, si la democracia es defendida como la participación de los hombres en la cosa 
pública, se comprende que el gobierno es una exigencia natural para la tutela y defensa de 
las libertades humanas ordenadas al bien propio y al derecho natural, fundamental o humano, 
en orden al bien común. 
Es más, la familia, sociedad primigenia en la educación de los hijos, posee libertades 
concretas como la libertad de la conciencia, del pensamiento y de la religión. La libertad de 
la conciencia está «ligada a la verdad trascendente y la objetividad del ser»409. La libertad 
del pensamiento afirma la verdad como objeto del pensamiento410 y la libertad de la religión 
anima el culto personal y social a Dios, en lo privado y público. La tutela para ellas está en 
la objeción de la conciencia o el «deber ético de respetar una ley -divina, natural- inscrita en 
su propia conciencia»411 y en la desobediencia civil pues ante una ley o política contraria a 
                                                         
407 J. SEGOVIA, “El derecho (y la ley) natural…”, cit., pp. 155-156.  
408 M. AYUSO, “Estado y conciencia”, en M. AYUSO (ed.), Estado, ley y conciencia, Marcial Pons, Madrid, 
2010, p. 22. La libertad de conciencia origina la libertad de pensamiento sin ninguna referencia al bien y a la 
verdad, y a la libertad de religión que significa tener cualquier creencia religiosa o no tenerla (ateísmo), «a 
abandonar las creencias propias cuando se quiera y sustituirlas por otras o por ninguna» (apostasía) y «el 
derecho a ejercer libremente “en conciencia” la adhesión crítica a un sistema de creencias determinadas» 
(herejía). Vid. J. ALVEAR, “La libertad de conciencia y de religión…”, cit., p. 139. La garantía para esas 
libertades es la objeción de conciencia o «la autonomía moral del sujeto que se enfrenta u opone a la ley en 
nombre de “su” conciencia, es decir, de su opinión». Vid. J. SEGOVIA, “La libertad de conciencia…”, cit., p. 
148. Podemos identificar estas libertades como derecho fundamentales en la Constitución Política peruana, en 
el artículo 2, incisos 3 y 4, aunque la terminología no sea la adecuada. 
409 J. SEGOVIA, “La libertad de conciencia…”, cit., p. 149. «Nos consideramos felices y orgullosos de combatir 
el buen combate por la libertad de las conciencias, no (como tal vez por inadvertencia nos han hecho decir 
algunos) por la libertad de conciencia, frase equívoca y frecuentemente utilizada para significar la absoluta 
independencia de la conciencia, cosa absurda en un alma creada y redimida por Dios». Vid. PÍO IX, Non 
abbiamo bisogno, 1931, n° 23: 
410 M. SCIACCA, Filosofia e metafísica, Vol. II, Marzorati, Milano, 1962, citado por  M. AYUSO, “Estado y 
conciencia”, en M. AYUSO, Estado, ley y conciencia, Marcial Pons, Madrid, 2010, pp. 23-24, nota 16.  
411 J. SEGOVIA, “La libertad de conciencia…”, cit., pp. 148-149. 
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los bienes y al derecho natural, se debe desobedecer412. Esto sucede porque la libertad está 
en la voluntad y no propiamente en la razón, aunque en ésta se origine por lo que es libre, 
conociendo la verdad y queriendo el bien. 
Decimos que alguien es bueno cuando su conducta se ordena y obtiene el bien, y decimos 
justo cuando da o respeta lo justo o el derecho de otro. Así, alguien es digno porque su 
accionar es conforme a su naturaleza humana; es decir, alcanzando el bien común y el bien 
último, propio de su naturaleza racional, que evidencia que al hombre una criatura querida y 
religada a Dios. 
Estas libertades inmutables son comunicadas por los padres a sus hijos, no como algo 
meramente subjetivo y relativo a la conciencia, sino como un deber moral y de justicia 
objetivos que condicionan sus actos y relaciones sociales al bien común y al bien divino.  
Es menester que una democracia otorgue seguridad jurídica por el «positivo reconocimiento 
del derecho y del deber conformados moralmente», alejada del positivismo jurídico 
funcional que observa el derecho por el origen y no por la justicia y la finalidad413.  
Así, la familia, como sociedad intermedia, autónoma y libre, posee la administración de su 
comunidad familiar. La familia administra, dice Carlos Sacheri, porque aplica las reglas más 
simples y generales en su organización; mientras que el gobierno favorece al máximo las 
diversas iniciativas, públicas o privadas, que concurren en el bien común. El «administrador 
unifica, centraliza y simplifica al máximo. El gobernante diversifica, descentraliza y respeta 
todas las diferencias legítimas que la diversidad de situaciones complejas impone al buen 
sentido»414. 
Finalmente, el principio constitucional implícito de buena administración tiene el carácter 
administrativo por ocuparse de las sociedades intermedias (municipio, regiones, 
instituciones, universidades, etc.), reguladas por el derecho positivo y administrativo estatal, 
y solo de forma secundaria a la sociedad familiar que es administradora primigenia. Ello 
garantiza que los padres y la sociedad deban participar legítimamente en las diversas 
                                                         
412 «Se abre aquí entonces la perspectiva cierta de la negativa a cumplir disposiciones políticas o legales que 
afecten el triple orden tendencial, es decir, las que se opongan a los principios propios del derecho natural 
primario: 1) las que contraríen la inclinación a la conservación, propia de todas las sustancias (v. gr., conservar 
la vida y evita sus obstáculos), 2) las que contraríen o se opongan a la procreación y a la educación de los hijos 
(v. gr., la comunicación sexual, la formación de una familia), y 3) las que contraríen la inclinación 
específicamente humana a vivir en sociedad y conocer las verdades divinas (v. gr., practicar la religión)». Vid. 
J. PORTELA, La justificación iusnaturalista de la desobediencia civil y de la objeción de conciencia, Educa, 
Buenos Aires, 2005, pp. 245-246. 
413 R. DIP, Seguridad jurídica y crisis del mundo posmoderno, Marcial Pons, Madrid, 2016, p. 31. 
414 C. SACHERI, Orden natural, cit., pp. 205-206. 
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modalidades de elaboración de las políticas públicas de educación que una institución estatal 
formule415. 
Este es el fin de nuestro trabajo: afirmar que el bien propio y el derecho fundamental de los 
padres a determinar la educación moral y religiosa de sus hijos es connatural al bien común 
en orden y primacía pues la restauración del bien común social o inmanente (de carácter 
metafísico, moral, jurídico y político) y del bien divino o trascendente (de carácter religioso, 
divino y sobrenatural, primigenio) ordenan aquel deber y derecho en la naturaleza humana 
en su doble fin: temporal y eterno. Doble fin que el principio constitucional implícito de 
buena administración, el Estado y la ley deben irrenunciablemente tutelar, promover, 
garantizar y proteger porque constituyen su legitimidad y la del interés general para el orden 
moral y justo de la convivencia como exigencia de la dignidad humana. 
Instaurare 
A modo de epílogo. Argumentamos sobre las bondades de la restauración e integración del 
bien común para el interés general en la finalidad del principio constitucional implícito de 
buena administración. De lo escrito, puede concebirse que el bien común envuelve al interés 
individual y al interés general si se aprecia desde el derecho subjetivo y la moralidad humana. 
Más aún, observamos que las nociones de orden y subordinación están en las relaciones de 
la sociedad religiosa y la sociedad política, y reclaman la restauración del bien común. 
Ahora bien, ¿podemos dialogar sobre el Estado católico y su defensa en la sociedad actual? 
Tratar sobre la justicia y el Estado como instrumento para la realización del hombre, social 
y religioso, es una exigencia de razón antes que de fe416 por los fines de la naturaleza racional 
del hombre. 
Partamos de que es propio de la conciencia humana conocer el bien y la cosa justa objetivos, 
la naturaleza de las cosas y la Trascendencia; y es deber del Estado tutelar y garantizar el 
derecho natural, fundamental o humano. Un reconocimiento de la realidad humana en su 
plenitud. 
                                                         
415 El TC llama principio de responsabilidad y principio de participación al deber y derecho de los padres a 
educar a sus hijos. Vid. STC Exp. N° 4646-2007-PA/TC, del 17 de octubre de 2007, F.J. 12. O «la educación 
implica un proceso de incentivación del despliegue de las múltiples potencialidades humanas cuyo fin es la 
capacitación de la persona para la realización de una vida existencial y coexistencial genuina y verdaderamente 
humana» Vid. STC Exp. N° 4232-2004-AA/TC, del 03 de marzo de 2005, F.J. 10. Y el artículo 5 de la Ley 
General de Educación dispone: «Los padres de familia, o quienes hagan sus veces, tienen el deber de educar a 
sus hijos y el derecho a participar en el proceso educativo», así como los artículos 7, 22, 24, 68 que regula el 
derecho de los padres, la sociedad y la empresa de participar en las políticas públicas de educación.   
416 M. AYUSO, “La tan necesaria como difícil rehabilitación del derecho natural”, cit., p. 221. 
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Por otra parte, la Iglesia no inventa un orden, sino que defiende el orden moral y jurídico 
desde el orden natural «en cuanto orden óntico y ético»417. Así, la Iglesia se opone al Estado 
cuando reduce la fe a la conciencia privada, pese a existir una religión católica esencialmente 
comunitaria que nutre las relaciones sociales. Asimismo, el hombre no puede prescindir de 
la cultura y de la civilización como fines en relación por los que actúa su alma hacia el 
horizonte salvífico418.  
La Iglesia, por tanto, es constante defensora de una cultura y una civilización cristiana419. 
Una misión que se fundamenta en la Revelación, en la Tradición y el Magisterio, y en la ley 
natural420. 
                                                         
417 D. CASTELLANO, “De la experiencia jurídica al derecho”, en M. AYUSO (ed.), Utrumque ius. Derecho, 
derecho natural y derecho canónico, Marcial Pons, Madrid, 2014, p. 28.  
418 J. ALVEAR, “La libertad de conciencia y de religión…”, cit., p. 143. 
419 «No, venerables hermanos […], no se edificará la ciudad de un modo distinto a como Dios la ha edificado; 
no se levantará la sociedad si la Iglesia no pone los cimientos y dirige los trabajos; no, la civilización no está 
por inventar, ni la ciudad nueva por construir en las nubes. Ha existido, existe; es la civilización cristiana, es 
la ciudad católica. No se trata más que de instaurarla y restaurarla sin cesar sobre sus fundamentos naturales y 
divinos contra los ataques siempre nuevos de la utopía malsana, de la revolución y de la impiedad: instaurare 
omnia in Christo». Vid. PÍO X, Notre charge apostolique, 1910, n° 11; LEÓN XIII, en Immortale Dei, 1885, n° 
9, recordó: «Hubo un tiempo en que la filosofía del Evangelio gobernaba los Estados».  
420 La fe es una virtud sobrenatural, fundamentada en la autoridad de Dios y movida por su gracia, asentimos 
absolutamente como verdad todo lo que Él ha revelado. Vid. CONCILIO VATICANO I, Dei Filius, 1870. Dios 
habló a los hombres por medio de Moisés y sobre todo por medio de Nuestro Señor Jesucristo. Asimismo, Dios 
le habla al hombre sobre su fin último en la contemplación beatífica de Él, Santísima Trinidad, y sobre la 
importancia de cumplir los mandamientos y recibir los sacramentos. Esta verdad es comunicada por la Sagrada 
Escritura y la Tradición apostólica, que es la Palabra de Dios comunicada por Jesucristo y trasmitida como 
Depósito de la Fe por la Iglesia hasta la consumación de los siglos. Solo el Magisterio de la Iglesia enseña 
sobre lo que debe creerse y lo que no; es decir, el Papa tiene el poder de enseñar con autoridad magisterial para 
la Iglesia universal, y los obispos para sus diócesis. Son ellos los encargados del magisterio eclesiástico por 
derecho divino para la conservación y trasmisión de la Fe y para la salvación de las almas. Esto sucede cuando 
el Papa, pastor y doctor de los católicos, habla ex cathedra, asistido por el Espíritu Santo, elevando una verdad 
a dogma obligatorio para los fieles católicos; es decir, como suprema autoridad apostólica define una doctrina 
concerniente a la fe y a la moral, observada por toda la Iglesia. Vid. CONCILIO VATICANO I, Pastor aeternus, 
1870. En el caso de los obispos, la infalibilidad se da por juicio solemne como acto del magisterio 
extraordinario de la Iglesia y por el Magisterio ordinario universal. Por ello: «Todo hombre de juicio sincero 
y prudente ve con facilidad cuál es la religión verdadera. Multitud de argumentos eficaces, como son el 
cumplimiento real de las profecías, el gran número de milagros, la rápida propagación de la fe, aun en medio 
de poderes enemigos y de dificultades insuperables, el testimonio de los mártires y otros muchos parecidos, 
demuestran que la única religión verdadera es aquella que Jesucristo en persona instituyó y confió a su Iglesia 
para conservarla y para propagarla por todo el tiempo». Vid. LEÓN XIII, en Immortale Dei, 1885, n° 4. Y es 
que la ley eterna está presente en el hombre: «De este modo es la ley la que guía al hombre en su acción y es 
la ley la que mueve al hombre, con el aliciente del premio y con el temor del castigo, a obrar el bien y a evitar 
el mal. Tal es la principal de todas las leyes, la ley natural, escrita y grabada en el corazón de cada hombre, por 
ser la misma razón humana que manda al hombre obrar el bien y prohíbe al hombre hacer el mal. […] Porque 
siendo la función de la ley imponer obligaciones y atribuir derechos, la ley se apoya por entero en la autoridad, 
esto es, en un poder capaz de establecer obligaciones, atribuir derechos y sancionar además, por medio de 
premios y castigos, las órdenes dadas; cosas todas que evidentemente resultan imposibles si fuese el hombre 
quien como supremo legislador se diera a sí mismo la regla normativa de sus propias acciones. Síguese, pues, 
de lo dicho que la ley natural es la misma ley eterna, que, grabada en los seres racionales, inclina a éstos a las 
obras y al fin que les son propios; ley eterna que es, a su vez, la razón eterna de Dios, Creador y Gobernador 
de todo el universo». Vid. LEÓN XIII, en Libertas praestantissimum, 1888, n° 6.  
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En este horizonte, siguiendo a Danilo Castellano, la Iglesia no se opone al Estado como 
«forma institucional de la comunidad política» cuando aquél reconoce «la naturalidad de la 
política que tiene por fin y regla la justicia». La justicia se resuelve como condición, fin y 
regla de un Estado ético que subordina su ordenamiento jurídico al orden moral421. Ese 
Estado justo es el que colabora con el derecho natural fundamental y primigenio de una 
verdadera libertad.  
Ese orden ético y justo se sostiene, expresa Miguel Ayuso, por las «convicciones sobre el 
significado último de la existencia, especialmente de la existencia política» que unifica a la 
sociedad. Esas verdades inteligibles consideradas por los ciudadanos como bienes absolutos 
son las que confieren un significado común a la sociedad y reviste con un carácter sagrado 
a los deberes y derechos públicos y privados como a los juramentos y contratos. Por estas 
razones, el Estado puede y debe abrazar la confesionalidad católica y reconocer el reinado 
social de Jesucristo422.  
En este orden, la obediencia al Estado ético y justo es un deber católico423. Si, de ser el caso, 
se vulnera el bien propio y común o el derecho fundamental, se ejerce la objeción de la 
conciencia424 o el derecho de resistencia contra la autoridad que viole los principios de 
derecho natural425.  
                                                         
421 D. CASTELLANO, “Estado, ley y conciencia”, en M. AYUSO (ed.), Estado, ley y conciencia, Marcial Pons, 
Madrid, 2010, pp. 207-208. 
422 M. AYUSO, “El orden político cristiano en la doctrina de la Iglesia”, en Verbo, N° 267-268, (1988), p. 987. 
«Pero el problema permanente es otro, en que “libertad” y “poder” quedan subsumidos en algo más radical: la 
predicación de la Iglesia acerca de los deberes del poder civil y los ciudadanos. Por tanto, no es sólo cómo ha 
de tratar el poder a la Iglesia, respetando su libertad en la sociedad civil, sino cómo debe ejercer el poder su 
propia misión en el orden moral y con relación a la vida religiosa». Vid. M. AYUSO, ¿Después del Leviathan? 
Sobre el Estado y su signo, Dykinson, Madrid, 1998, p. 143. PÍO XI, en Quas primas, 1925, n° 13-19, enseña 
que el principado y soberanía de Jesucristo tiene tres potestades. Un reino principalmente espiritual, un poder 
sobre todas las cosas humanas y temporales, y fuente de todo bien público y privado. LEÓN XIII, en Libertas 
praestantissimum, 1888, n° 16, afirma el deber del Estado de profesar la religión católica, como verdadera, y 
vivida por el pueblo, conservándola y protegiéndola; y en Immortale Dei, n° 3: «los Estados no pueden obrar, 
sin incurrir en pecado, como si Dios no existiese, ni rechazar la religión como cosa extraña o inútil, ni pueden, 
por último, elegir indiferentemente una religión entre tantas». PÍO X, en Vehementer nos, 1906, n° 3, se opone 
a la separación de la Iglesia y el Estado como «una tesis absolutamente falsa» y de «error muy pernicioso». 
423 LEÓN XIII, Diuturnum illud, 1881, n° 11: «Una sola causa tienen los hombres para no obedecer: cuando se 
les exige algo que repugna abiertamente al derecho natural o al derecho divino. Todas las cosas en las que la 
ley natural o la voluntad de Dios resultan violadas no pueden ser mandadas ni ejecutadas». 
424 D. CASTELLANO, “Estado, ley y conciencia”, cit., p. 210. Sostiene también que debe tolerarse la objeción 
de conciencia, según las circunstancias y por razones de políticas del Derecho. 
425 PONTIFICIO CONSEJO «JUSTICIA Y PAZ», Compendio de la Doctrina Social de la Iglesia, Epiconsa y 
Paulinas, Lima, 2009, n° 400-401. LEÓN XIII, Sapientiae christianae, 1890, n° 10: «pero si las leyes de los 
Estados están en abierta oposición al derecho divino, si con ellas se ofende a la Iglesia o si contradicen a los 
deberes religiosos, o violan la autoridad de Jesucristo en el Pontífice supremo, entonces la resistencia es un 
deber, la obediencia es un crimen, que por otra parte envuelve una ofensa a la misma sociedad, pues pecar 
contra la religión es delinquir también contra el Estado». 
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En atención a los regímenes, la Iglesia valora las formas de gobierno (monarquía, 
aristocracia y democracia), pero no muestra preferencia por ninguna426. Estos gobiernos son 
válidos cuando atienden al bien común y son auténticamente democráticos cuando tutelan la 
participación de los ciudadanos en la vida pública427.  
Finalmente, es en el espacio público y democrático donde el diálogo busca su fin. Diálogo 
común por la naturaleza racional común a los hombres y por el sentido de las palabras 
representativas de las cosas en sí para nuestra comunicación428. Un diálogo filosófico de cara 
a la verdad y al bien común sobre Dios y el hombre es transversal a la comunidad política, a 
las leyes, al Estado, a la autonomía, al consenso, al bien personal y material, y a toda cuestión 
social429 porque la «fe católica es de tal índole y naturaleza, que nada se le puede añadir ni 
quitar: o se profesa por entero o se rechaza por entero»430.  
 
 
 
 
                                                         
426 M. AYUSO, “El orden político cristiano…”, cit., pp. 973-976. 
427 PÍO XII, radiomensaje Benignitas et humanitas, 1944: «Una sana democracia fundada sobre los principios 
inmutables de la ley natural y de la verdad revelada». También lo consideraron JUAN XXIII, Pacem in terris, 
1963, n° 52; PABLO VI, Octogessima adveniens, 1971, n° 47; JUAN PABLO II, Centesimus annus, 1991, n° 46; 
BENEDICTO XVI, Deus caritas est, 2005, n° 28, y Spe salvi, 2007, n° 2; y FRANCISCO, Laudato si´, 2015, n° 
157. 
428 Enrique Martínez, estudiando a Santo Tomás de Aquino, propone tres principios para el diálogo filosófico 
en la ciudad. Los principios de intención, donde el hombre, por  razón natural, busca la verdad acerca de Dios 
y en esa verdad divina ordena el diálogo entre sus semejantes sobre lo bueno y lo malo, lo justo e injusto. En 
los de ejecución, la razón humana se eleva al conocimiento de Dios, la Revelación divina acerca de las verdades 
de razón y cierta connaturalidad del hombre en el conocimiento divino. Finalmente, los metodológicos: la 
prudencia y sus partes integrales: memoria, inteligencia, docilidad, sagacidad, razón, previsión, circunspección 
y precaución. Vid. E. MARTÍNEZ, “Los principios del diálogo filosófico y religioso, según santo Tomás”, en 
PONTIFICIA ACADEMIA SANCTI THOMAE AQUINATIS, Religione e religioni: uno sguardo tomista, Libreria 
Editrice Vaticana, Città del Vaticano, 2016, pp. 217-236. Diálogo que el Estado laico y la razón pública no 
agotan, sino que impiden. Aquél por restringirse a la autonomía y a la colaboración, y ésta por su reformulación 
secular, agnóstica y escéptica de la ley natural con postulados filosóficos inmanentistas e historicistas en una 
sociedad laica y pluralista. Vid. I. GARZÓN, Bosquejo del laicismo político, Universidad Católica San Pablo, 
Arequipa, 2006; I. GARZÓN, La religión en la razón pública, Editorial Astrea y Universidad de La Sabana, 
Bogotá, 2014. 
429 «Algunos opinan, error ya muy común, que la cuestión social es únicamente económica, cuando en realidad 
la cuestión social es principalmente moral y religiosa, y por eso debe ser resuelta según los principios de la 
moral y de acuerdo a los dictados de la religión». Vid. LEÓN XIII, Graves de communi re, 1901, n° 11. 
430 BENEDICTO XV, Ad beatissimi apostolorum, 1914, n° 24. 
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Conclusiones 
1. En la tesis hemos evidenciado la insuficiencia teórica y práctica de la noción de 
interés general del TC para la protección del bien propio y los derechos 
fundamentales pues solo considera a aquél como valores, cosas económicas o 
actividades que se sustentan en el interés individual, en los intereses compartidos o 
consensuados, por lo que es común o general, y no el principio metafísico de la 
naturaleza humana y sus exigencias morales, jurídicas y políticas; es decir, el bien 
propio y el derecho fundamental en el orden del bien común. 
2. De un estudio filosófico e histórico, identificamos que el bien común y el interés 
general constituyen nociones distintas por sus presupuestos. En la tradición 
aristotélica-tomista, el bien común posee un fundamento metafísico, moral, jurídico 
y religioso, que reconoce al hombre como un ser racional y libre por la dignidad de 
su naturaleza humana, y relacional, en razón del bien común (inmanente y 
trascendente) que ordena y subordina el bien propio y el derecho natural en la unidad 
del orden. A la vez, el bien común se constituye como la legitimidad por el fin para 
ordenar la actuación del Estado y la sociedad. 
3. Nuestra investigación determinó que el fundamento del interés general está en el 
pensamiento inmanentista, protestante, renacentista, ilustrado y racionalista, que 
describe el interés individual y el iusnaturalismo racionalista desde el subjetivismo e 
inventa la razón de Estado a partir de la negación de la naturaleza humana y sus 
exigencias ético-jurídicas y del contractualismo sin un sustrato metafísico, moral, 
jurídico, político y religioso para el orden social. A la vez, el interés general se 
constituye en una legitimidad por el origen (legalismo) y posiciona al Estado, la ley 
o el derecho positivo, y el consenso como ordenadores únicos de la sociedad.  
4. Se estableció que, según las sentencias del TC, la dignidad de la naturaleza humana 
es el fundamento del bien propio y del derecho natural, fundamental o humano, que 
nos permitió establecer el bien común como finalidad de la dignidad humana; es 
decir, la realización humana en la dignidad moral, en una libertad ordenada al bien 
común social, en virtud al derecho positivo específico o genérico, y al bien común 
trascedente en virtud de la razón de fin de la naturaleza humana. 
5. Se demostró que el interés general es legítimo en orden al bien común pues los 
intereses individuales o colectivos son pretensiones de derecho subjetivo que 
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reconoce la cosa justa y el bien propio; por tanto, el interés general es una facultad 
moral de exigir de la colectividad; sin embargo, de nuestro análisis crítico resulta que 
términos como el «valor», los «intereses compartidos» y «tasar» son contrarios al 
bien común desde el perspectivismo axiológico porque reduce lo «común» y lo 
«general» al derecho subjetivista y a la sola convención. 
6. Se identificó que el bien común es la armonía de los bienes, los derechos y las cosas 
materiales de la persona humana, clasificando y jerarquizando los bienes en: Bien 
Trascendente, bien común participable, bien personal y común de carácter material 
y bien distribuible; y se ordenó el interés general en el orden al bien común en: interés 
particular, interés público objetivo y subjetivo, caracterizándose por su dimensión 
inmanente. 
7. Se propuso una nueva noción del principio constitucional implícito de buena 
administración que obligue a los órganos, funcionarios y servidores públicos del 
Estado a defender el bien común o el deber de colaborar en la realización del bien 
humano y a respetar el derecho natural, fundamental o humano en su carácter 
religioso, natural, moral y material, fundamentados en la dignidad de la naturaleza 
humana hacia la plenitud del bien común y la transparencia para legitimar la noción 
propuesta de interés general, que es el interés particular ejercido por los integrantes, 
total o parcialmente, de una colectividad, que busca la tutela o la defensa de un bien 
común o un derecho determinado o por determinarse. 
8. Se determinó que la restauración del bien común, por su carácter metafísico, moral, 
religioso y jurídico garantiza el ejercicio del bien propio y el derecho fundamental, 
especialmente en la colaboración jurídica de la administración pública para la 
defensa del derecho fundamental de los padres a determinar la educación moral y 
religiosa de sus hijos, en el orden justo de la convivencia pacífica. 
9. Se demostró que la «igualdad de género» (interés general) del Currículo Nacional de 
la Educación Básica se sustenta en el fin en sí mismo o la autonomía absoluta de la 
conciencia subjetivista (interés individual) que no reconoce el derecho como 
proporción a la naturaleza humana, sino como pretensión individual que el Estado 
puede «valorar»; contrario a la educación en razón de fin pues este derecho está en 
proporción a la naturaleza racional del hombre, que conoce y quiere lo bueno, lo justo 
y perfecto. 
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10. Se estableció que el deber y el derecho fundamental de los padres a determinar la 
educación moral y religiosa de sus hijos se fundamenta en la dignidad de la naturaleza 
humana y es connatural al bien común social (inmanente) y al bien divino 
(trascendente) como su finalidad, en el ejercicio de las libertades concretas de la 
conciencia, del pensamiento, de la religión y, frente a la injerencia, de la objeción de 
la conciencia y de resistencia en un orden natural y sobrenatural objetivo. A la vez, 
ese bien propio y derecho fundamental se regula por el principio de subsidiariedad y 
constituye la base de la moralidad pública, el derecho público, los principios y 
fuentes del derecho, del ordenamiento jurídico, de la democracia y la tradición 
jurídica. 
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